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El análisis concreto de las distintas ayudas nacionales a la agricultura 

la haremos según su finalidad. Nos ha parecido oportuno hacer una distinción 

entre aquellas que miran a la protección de la agricultura y las que pretenden más 

directamente su reconversión, si bien ha de advertirse que se trata de una 

distinción que ha de manejarse con con cierta reserva, por cuanto -como quedó 

explicado en el capítulo tercero, al tratar los principios jurídicos de la ayuda 

desde la perspectiva comunitaria- toda ayuda pública debería perseguir una 

finalidad de desarrollo o reestructuración, y constituir por ello, una incitación a 

las adaptaciones necesarias para la viabilidad económica del agente beneficiario, 

amén de que algunas de las ayudas instituidas participan de ambas finalidades. 

La determinación del régimen jurídico de las distintas ajmdas 

nacionales a la agricultura pasa en primer lugar por el análisis del margen -nulo o 

escaso- que las organizaciones comunes dejan a las intervenciones estatales en 

los mercados. Pero varias categorias de ayudas no pretenden influir, al menos 

directamente, en el mercado, sino atender a otras finalidades (complemento de la 

renta, adecuación de las explotaciones, mejora la calidad de los productos, 

protección del medio ambiente, etc.), fines que los Estados pueden o deben 

legítimamente atender mediante ayudas públicas, pero para las cuales los 

reglamentos que instituyen las OCM apenas suministran índices sobre su 
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compatibilidad con los objetivos del artículo 39 del Tratado. Ciertamente, como 

apuntó la Comisión en el Premier rapport sur la politique de concurrence, el 

buen funcionamiento de la Comunidad implica una cierta coherencia entre las 

acciones que los Estados miembros persigan por vía de ayudas; por ello 

reclamaba también la conveniencia "de proceder a un cierto encuadramiento 

comunitario de las ayudas nacionales..." por cuanto, en aquel momento, la 

Comisión se encuentraba "privada de un sistema de referencia que hiciese más 

fácil una apreciación de la legitimidad de los objetivos y de las modalidades de 

intervención de los Estados miembros"^, 

A la vista de esto, se ha acometido, progresivamente, una labor de 

fijación de criterios de admisibilidad de las distintas ayudas, lo que facilita el 

análisis de compatibilidad de los proyectos presentados. 

En unos casos se han establecido por la Comisión, y publicado en 

simples comunicaciones -insertadas para general conocimiento en el Diario 

Oficial, serie C, aunque no siempre-, o bien transmitidas por la más informal vía 

de cartas a los Estados miembros, lo que se han denominado "encuadramientos 

comunitarios". En éstos se trasladan a los Estados miembros y a las empresas 

concurrentes unas indicaciones sobre la orientación que la Comisión ha trazado a 

propósito de las ayudas que podrían ser otorgadas en un sector específico o en 

vistas de una finalidad determinada. Pese a que no constituyen normas jurídicas 

propiamente dichas, al no tener fiíerza obligatoria^, no cabe duda de que, en unión 

'Premier rapport... cit, n° 137-138, p. 115. 

^Vid. la sentencia Deufil c. Comisión, de 24 de febrero de 1987, as. 310/85, Rec. p. 901, 
apartado 22, donde el Tribunal califica tales encuadramientos como "reglas indicativas", de tal 
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a los principios jurídicos de igualdad, confianza legítima y seguridad juridica, 

juegan un importante papel -como ha destacado el profesor MARTÍNEZ LÓPEZ-

MUÑIZ-, en orden a la sumisión de la Administración comunitaria a pautas 

determinadas de aplicación controlable judicialmente^. Publicados años atrás en 

otros ámbitos, como ayudas a la industria textil, ayudas con finalidad regional, o 

al sector de la pesca, han visto la luz también determinados encuadramientos de 

ayudas nacionales a la agricultura. 

En otros casos, mediante decisiones, la Comisión ha aprobado también 

criterios de selección de ayudas, en forma de "límites sectoriales", como ha 

ocurrido en agricultura para las ayudas a las inversiones. En fin, resultan también 

de gran utilidad para conocer las praxis de la Comisión en materia de ayudas de 

Estado, las decisiones finales de los procedimientos del artículo 93, así como las 

comunicaciones publicadas periódicamente incoando el procedimiento de control 

o autorizando la prestación de las ayudas ("casos con respecto a los cuales la 

Comisión no plantea objeciones"), que con fi^ecuencia se someten a ciertas 

condiciones. 

Toda esta documentación nos ha de servir para un análisis horizontal 

del régimen jurídico de las distintas ayudas agrícolas nacionales, según la 

manera que los Estados miembros pueden siempre notificar una ayuda que no corresponda a las 
condiciones indicadas en el encuadramiento, y la Comisión no podrá rechazarla basándose 
exclusivamente en el hecho de no ser conforme al mismo. Deberá motivar su decisión haciendo 
valer que la ayuda es incompatible porque afecta a los intercambios, falsea la competencia, 
contraría las reglas de las OCM, etc. Es cierto, sin embargo, que la Comisión, al adoptar una 
decisión negativa, podrá retomar los argumentos desarrollados en el encuadramiento, de los 
cuales los Estados miembros tienen conocimiento. Vid. sobre ello MONTALVO, O., MEDINA 
PALOMINO, P., Aides d'Éíaí et moyens de défense des entreprises, RMUE, 1991-4, pp. 13-14. 

^MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ, J. L., La ayuda estatal..., cit., p. 112 



408 

finalidad que éstas persigan, comenzando por las que hemos denominado ayudas 

de protección. 
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I. AYUDAS PUBLICAS EN EL MERCADO INTERIOR 

Sabemos que la PAC es fundamentalmente una política de mercados, 

máxime cuando la mayor parte de la producción agrícola está sometida a 

organizaciones comunes, de vigencia general en toda la Comunidad. En este 

sentido, como hemos señalado, el primero de los objetivos de la política de 

competencia en el sector agrario es el aseguramiento del ^^buen funcionamiento 

de las organizaciones comunes de mercado, impidiendo la concesión de ayudas 

nacionales complementarias o distintas de las previstas en dichas organizaciones 

comunes de mercado". Avanzamos ahora que ello implica, forzosamente, la 

máxima centralización de las decisiones sobre política de mercados" ,̂ sin perjuicio 

de las amplias competencias de ejecución confiadas a los Estados miembros^. 

Analizaremos en este momento las distintas actuaciones interventoras 

en el ámbito del mercado interior, primero en el seno de las organizaciones 

^Dice PIZZUTI que "los Estados miembros, aunque participen de pleno derecho, como 
miembros de la CEE, en la formación de las decisiones adoptadas por la Comunidad, no tienen, 
en tanto que tales Estados y en materia legislativa, un papel activo decisiorio a nivel nacional", 
{La gestión de la PAC..., cit.), p. 180. 
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comunes de mercado, y después en el mercado de productos agrícolas no 

sometidos a aquéllas. 

A. Mecanismos de las OCM e ínteryencíón de los Estados 

1. El régimen de precios comunes. Competencia exclusiva de la 

Comunidad 

Puede afirmarse que "el sistema de precios constituye la clave de 

bóveda de las organizaciones comunes de mercado y más ampliamente de la 

PAC". Así lo manifiesta el profesor BLUMANN^, y así ha sido reconocido por el 

Tribunal de Justicia^, bien entendido que -como quedó explicado en otro 

momento- el sistema de precios comunes de garantía no fue generalizado para 

todos los productos agrícolas: las organizaciones comunes de mercado arbitran 

diversos mecanismos e intensidades de protección, amén de las producciones 

desprovistas de tales organizaciones. 

^Vid sobre ello, CAMPOGRANDE, G., Le role de la Commission, des État membres et des 
organismos d'interveníion dans l'exécution de la PAC et les responsabilités financieres 
respectives, en PAC et construction... cit., p. 405. 

^BLUMANN, C. y ARRIVÉ, J.M., Les mécanismes européens... cit., p. 480. 

'^Sentencia Filippo Galli. de 23 de enero de 1975, en demanda de decisión prejudicial 
formulada por el Pretore de Roma, as. 31/74, Rec. p. 47, donde se afirma -referido a los 
cereales- que "un lugar central de este sistema lo constituye el 'régimen de precios', previsto por 
el artículo 1 del reglamento y aplicable, en los términos del artículo 2, apartado 3, al estadio de 
la producción y del comercio al por mayor" (apartado 10, p. 61). 



411 

La propia naturaleza de las organizaciones de mercado impiden, en 

principio, cualquier intervención de los Estados miembros en el sistema de 

precios comunes más allá de las meramente ejecutivas. En aquellos sectores en 

que haya sido establecido, el sistema desempeña una función -como expusimos 

en el capítulo cuarto- a la vez garantista -en aras a la protección a la renta agraria-

y uniformadora -en pro de un mercado en paritarias condiciones-, por lo que su 

establecimiento ha de ser general para todo el ámbito de la Comunidad, y 

reservado a la competencia de sus instituciones. No son admisibles, por tanto, 

alteraciones en más o en menos de aquellos precios comunes, por disposición 

unilateral de los Estados miembros. 

En este sentido se manifestó tempranamente el Tribunal de Justicia en 

el asunto "Filippo Galli". Se enfrentaba a una actuación del Estado italiano 

consistente en la imposición a las empresas productoras o distribuidoras de 

cereales o harinas de extracción de granos de oleaginosas, cuyas cifras de negocio 

en el curso del primer semestre de 1973 hubiera sobrepasado los 5000 millones 

de liras, de un baremo de precios que no podía ser modificado sino 60 días 

después de la notificación a las autoridades competentes y salvo oposición de 

éstas durante este mismo plazo. Disposición ésta reprobada por el Tribunal en 

estos términos: 

"En los ámbitos cubiertos por un organización común de 

mercado, especialmente cuando esta organización se fimda sobre un 

régimen común de precios, los Estados miembros no pueden 

intervenir, por disposiciones nacionales adoptadas unilateralmente, 

en el mecanismo de la formación de precios tal como resulta de la 

organización común. 
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Es incompatible con los reglamentos n° 120/67, sobre 

organización común de mercados en el sector de cereales, y 136/66, 

sobre organización común de los mercados en el sector de las 

materias grasas, un régimen nacional cuyo efecto sea modificar, por 

un blocage de precios y la exigencia de una autorización 

administrativa, la formación de precios tal como esté previsto en el 

marco de la organización común de mercados afectadas"^. 

De ahí que se haya impuesto el desmantelamiento -o, en algunos 

casos, la "comunitarización"- de los entramados proteccionistas nacionales^, que 

tanto en la fase de producción primaria como en la de comercialización, estaban 

afectados al nivel de precios, o a las cantidades o unidades de producción, 

particularmente mediante la compra por organismos de intervención, amén de 

otro tipo de ayudas, o de cualesquiera obstáculos a la comercialización que se 

impongan en el ámbito de los Estados y entorpezcan el "mercado abierto" que se 

pretende instaurar a través de las distintas organizaciones comunes de mercado'^. 

^Rec. 1975, p. 66-67. Ha de advertirse -como hace la sentencia en el apartado 34- que 
"conviene sin embargo precisar que el régimen de precios instaurado por los reglamentos n° 
120/67 y 136/66 se aplica exclusivamente al estadio de la producción y del comercio al por 
mayor, de manera que estas disposiciones dejan intacto el poder de los Estados miembros -sin 
perjuicio de otras disposiciones del Tratado- de adoptar las medidas apropiadas en materia de 
formación de precios en el estadio del comercio al detalle y de la consumición, a condición de 
que no pongan en peligro los objetivos y el funcionamiento de la organización común de 
mercado en cuestión". 

^En este sentido BLUMANN, C, Politique Agricole Commune... cit., dice que la instauración 
del principio de solidaridad financiera "marca sobre el plano financiero la "comunitarización" 
de la agricultura y las transferencias de competencias en provecho de la Comunidad (p. 125). 

^̂ En relación a las consecuencias del ingreso de España en la Comunidad sobre las distintas 
ayudas públicas de esta especie que venía prestado el Estado español, y que quedaron 
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El entrecomillado corresponde a la sentencia Pigs Marketings Board, 

citada supra, que enjuiciaba unas disposiciones vigentes de la legislación local, 

para Irlanda del Norte, en cuya virtud la comercialización de un tipo de cerdos no 

podía ser hecha por los productores sino a través del organismo mencionado, a 

quien correspondía, además, el poder de fijar los precios y todas las demás 

condiciones de venta. A ello opuso el Tribunal que "la organización común de los 

mercados en el sector de la carne de cerdo, de la misma manera que las otras 

organizaciones de mercado, se fiínda en el principio de un mercado abierto, al 

que todo productor tiene acceso libremente y cuyo funcionamiento está regulado 

por los instrumentos previstos en esta organización", para añadir, más adelante, 

que: 

"toda intervención de un Estado miembro, o de sus 

autoridades regionales o delegadas, en los mecanismos del 

mercado, fuera de los que están específicamente previstas por el 

reglamento comunitario, conlleva el riesgo de dificultar el 

funcionamiento de la organización común de mercado y de crear 

ventajas injustificadas para ciertos grupos de productores o de 

consumidores, en detrimento de la economía de otros Estados 

miembros o de otros grupos económicos en la Comunidad"^i. 

afectadas, vid. MASSOT MARTÍ, A., Las ayudas estatales... cit., pp. 109 y ss. Es sabido, sin 
embargo, que en el Acta de Adhesión se autorizó al establecimiento de una lista de ayudas 
nacionales que resultarían consentidas durante el periodo transitorio (hasta 1996), lista que fue 
aprobada por el Reglamento n° 3773/85, del Consejo, de 20 de diciembre (JOCE L 362, de 
31.12.85; también en E.E. 03/vol. 39, p. 248). 

'̂ Vid. apartados 57 y 60 de la sentencia citada. En similares términos se ha manifestado el 
Tribunal en sucesivas causas, concluyendo que "en particular, en aquellos ámbitos sometidos a 
ima organización común de mercado y, con mayor razón cuando esta organización se basa en 
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Ahora bien, la razón de su reprochabilidad será tanto su 

incompatibilidad con el mercado común como la vulneración de los mecanismos 

de intervención previstos en la organización común de mercado, que permanecen 

en la competencia exclusiva de la Comunidad y excluyen una competencia 

concurrente de los Estados miembros. Con lo que, en rigor, como quedó 

explicado más arriba, no sería exigible su enjuiciamiento por la vía del artículo 

93. 

2. Otras intervenciones nacionales complementarias 

Amén de la intervención en el mercado que supone la fijación de unos 

precios de garantía -sin duda la más intensa, las más difícilmente conciliable con 

el sistema de economía de mercado- la normativa comunitaria prevé, en el seno 

de las OCM, otras intervenciones nacionales, directamente vinculadas al 

desenvolmiento del mercado en cuestión. Sería aquí prolijo detallarlas (ya nos 

hemos ocupado de ellas: ayudas al alcenamiento privado, etc.). En lo que a 

nuestra cuestión interesa, la posibilidad de los Estados de establecer medidas 

paralelas o complementarias a las previstas a escala comunitaria, al constituir la 

OCM un "sistema completo y exhaustivo" -como gusta denominarlo la Comisión-

un régimen común de precios, como ocurre en el presente caso, los Estados miembros ya no 
pueden intervenir mediante ayudas unilaterales que afecten al régimen de los intercambios ni al 
mecanismo de formación de precios que resultan de la organización común"; sentencias de 12 
de julio de 1990, cit., apartado 29, sentencia de 30 de mayo de 1991, Comisión c. Grecia, as. C-
110/89, Rec. p. 1-2659, apartado 21, sentencia 7 de abril de 1992, cit., apartado 22. 
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, ha de concluirse la prohibición de establecimiento de tales medidas y la 

consiguiente limitación de sus facultades a las meramente ejecutivas. En términos 

de la sentencia de 6 de noviembre de 1991: 

"cuando la Comunidad haya establecido una organiza

ción común de mercado en un determinado sector corresponde a 

ésta buscar soluciones a los problemas, (como los que plantean los 

excedentes del vino), en el marco de la política agraria común. Por 

tanto, los Estados miembros han de abstenerse de cualquier medida 

unilateral, por más que pueda servir de apoyo a la política común de 

la Comunidad"'2. 

B. Intervenciones nacionales en el mercado de producciones no 

sometidas a OCM 

Partiendo de la exclusión, que opera el Reglamento n° 26, del régimen 

sustantivo de las ayudas de Estado a las destinadas a la producción y 

comercialización de los productos agrarios -en los términos ya expuestos-, y 

^^Sentencia Italia c. Comisión, de 6 de noviembre de 1990, as. C-86/89, Rec. p. 1-3891, 
apartado 19. El gobierno italiano había considerado insuficiente el régimen de ayuda previsto 
en el reglamento por el que se establecía la organización común del mercado vitivinícola en 
favor del mosto de uva concentrado rectificado cuando se empleara para aumentar el grado 
alcohólico, por lo que estableció una ayuda complementaria. La Comisión calificó la ayuda 
nacional en cuestión -al haber sido otorgada únicamente en función de las cantidades 
utilizadas- como una simple ayuda al funcionamiento, es decir, como una medida que -puesto 
que no iba acompañada de ninguna medida de reestructuración- debía ser objeto de una 
valoración especialmente severa. 
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ausente para los productos no sometidos a una organización común de mercados 

una prohibición per se de las medidas de apoyo nacional, ha de concluirse, hoy 

por hoy, la inaplicabilidad a estos productos de la prohibición de ayudas 

nacionales. Es decir, es admisible para ellos, tanto el establecimiento de un 

régimen de precios garantizados en el ámbito nacionaP^^ como, en principio 

cualesquiera sistemas de apoyo público por vía de ayudas estatales. 

Se trata de un status quaestionis que ya criticamos en el capítulo 

anterior, en el sentido de no encontrar justificación en el momento presente para 

tal exclusión, y ante el que la Comisión ha expresado sus deseos de 

regularización, como expusimos también en su momentoi'*. Regularización que 

pasa por el sometimiento de las ayudas a estos productos al régimen previsto en 

los artículos 92 a 94 del Tratado, sin limitar el poder de la Comisión a una mera 

formulación de recomendaciones. 

Pero ha de advertirse que, aún privándose a la Comisión, para estas 

producciones, de los poderes imperativos sobre las ayudas estatales que le otorga 

con carácter general el artículo 92.3 del Tratado, es claro que tal limitación no 

faculta a los Estados para establecer regímenes que vulneren las reglas generales 

^^No planteó objeciones la Comisión a un régimen de tales características para la patata en 
Típinn TTniHn r W T Tnfnrmp... r.it n 440^ Reino Unido (XXI Informe... cit., p. 440). 

''^Recuérdese la censura que emite en el XX Informe sobre la política de competencia: "la 
intervención de la Comisión se ve obstaculizada cuando se trata de productos agrarios para los 
que no hay una organización común de mercados, como, por ejemplo, la patata. Para estos 
productos, las disposiciones del Tratado sobre ayudas no permiten a la Comisión evitar la 
concesión de ayudas estatales que distorsionan los intercambios, incluso en el caso de 
intercambios intracomunitarios. La Comisión está analizando las posibles opciones existentes 
para regularizar la situación en este terreno, en particular con vistas a 1992". Vid. n" 337, p. 
224. 
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del Tratado. Es por lo que la Comisión, al autorizar un régimen de ayuda para la 

comercialización de la patata en Alemania, advirtió que "la Comisión toma nota 

de las garantías ofrecidas por las autoridades alemanas, que se han comprometido 

a conceder la ayuda de conformidad con lo dispuesto en el artículo 30 del 

Tratado" 15 (prohibición de restricciones cuantitativas a la importación, y de 

medidas de efecto equivalente). Ha de tenerse en cuenta también, a estos efectos, 

el principio general de no discriminación por razón de la nacionalidad. Para tales 

supuestos, algunos deducen una prohibición de ciertas ayudas del tenor del 

artículo 5 ("los Estados se abstendrán de todas aquellas medidas que puedan 

poner en peligro la realización de los fines del presente Tratado"), exigible por la 

vía del recurso previsto en el artículo 169. "Por este camino -dice VAN DER 

ESCH- se puede obtener un resultado bastante cercano al del artículo 93.2, 

aunque de forma tal vez menos expeditiva" 16. 

C. Las pretensiones de renacíonalízación de la política de precios 

y mercados 

Ya nos hemos referido en el capítulo cuarto a las responsabilidades de 

la PAC en la agravación de las disparidades agrícolas regionales. Como explicaba 

la Comisión en el documento de reflexión "Evolución y futuro de la PAC", 

entonces citado, "si el mantenimiento de la renta se basa casi exclusivamente en 

la garantía de precios, resulta claramente proporcional al volumen de producción 

15DOCE C 264, de 21.9.94, p. 10. 

Í6VAN DER ESCH, B., Ayudas de Estado y anti-dumping, NCEE, n° 33, 1987, p. 92. 
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y, por consiguiente, concentra la mayoría de las ayudas en las explotaciones más 

extensas y más intensivas"!^. El sistema ha provocado -como también puso de 

manifiesto la Comisión en el documento mencionado- que "los niveles de renta 

difieran mucho entre los Estados miembros: los mejor situados disponen de una 

renta per cápita tres veces superior a la de los menos favorecidos". 

Resulta evidente que el carácter general y uniforme de la 

reglamentación comunitaria sobre precios agrarios (de tal manera que los precios 

de garantía son los mismos en todos los territorios de los Estados miembros, 

como derivación -se razonó- de los principios más generales de igualdad de 

tratamiento y de no discriminación) no casa con la existencia de unas 

disparidades regionales -de distintas causas y consecuencias- más que notables en 

el seno de la Comunidad. Da la impresión de que el mandato del artículo 40.3, 

párrafo 2° del Tratado, que fuerza a "excluir toda discriminación entre los 

productores y consumidores de la Comunidad", se ha impuesto a la invitación 

que hace el número 2° del artículo 39 a tener en cuenta "en la elaboración de la 

política agrícola común y de los métodos especiales que ésta pueda llevar consigo 

(...) las desigualdades estructurales y naturales entre las distintas regiones 

agrícolas". 

De esta manera, las posibilidades de disfintar de régimen particular en 

materia de precios o de intervención "se cuentan -como dicen BLUMANN Y 

ARRIVÉ- con los dedos de una mano". Ante ello, estos mismos autores plantean 

î Lo que ilustra la Comisión con los siguientes datos: el 6% de las explotaciones de cereales 
representa por sí sólo el 50% de la superficie cerealista y el 60% de la producción; el 15% de 
las explotaciones lecheras produce un 50% de la leche de la Comunidad, y el 50% de la cabana 
bovina está en manos del 20% de las ganaderías" (p. 9). 
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que no cabe concluir la irreversibilidad del sistema actual ni cerrar los ojos sobre 

sus efectos negativos, incluso perversos^^, en los términos ya descritos. 

No parece necesario, ni conveniente, alterar los principios fundamen

tales de la PAC, pero sí aplicarlos de tal manera que no beneficie sobremanera a 

unos pocos, empobreciendo a muchos. No repugna necesariamente a aquellos 

principios una política de intervención, financiada íntegramente por el FEOGA -

salvando así el principio de solidariedad financiera-, pero cuyos precios contem

plen las diferencias de las agriculturas europeas. La propia Comisión reflexionó 

de esta manera: "la PAC debe seguir fiíndamentándose en sus principios básicos: 

unidad de mercado, preferencia comunitaria y solidaridad financiera. Sin em

bargo, hay que aplicar estos principios tal como se idearon en su origen, 

corrigiendo los excesos que se hayan producido desde entonces. Especialmente, 

el principio de solidaridad financiera supone también que es preciso repartir la 

ayuda de forma más adecuada, teniendo en cuenta las situaciones especialmente 

difíciles de determinadas categorias de agricultores y de determinadas regio-

nes"i9. 

En este sentido algunos observan -y defienden- un "proceso acelerado 

de renacionalización que padece la política de precios y mercados comunitaria"^», 

i^Vid. BLUMANN, C. y ARRIVÉ, J.M., Les mécanismes européens... cit., p. 479. Se 
encuentran algunos particularismos de detalle en el sector de cereales por ejemplo, con los 
procedimientos de regionalización de precios o para el sostimiento de ciertas variedades 
particulares. También en el sector lácteo, se puede pensar en el régimen propio de intervención 
para ciertos quesos italianos. 

1 ̂ Documento Evolución y futuro de la PAC, cit., n° 7. 
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(al que ya nos referimos en el capítulo cuarto), pero que no rompe los principios 

esenciales de una política integrada, por cuanto continúa siendo financiada 

integramente por los fondos comunitarios. En cierto modo, esta orientación hacia 

la "diferenciación" es asumida por la Comisión en la Agenda 2000, aunque 

refiriéndose no al sistema de precios garantizados, sino a los pagos directos; lo 

hace en estos términos: "aunque se excluye la posibilidad de renacionalización 

está previsto autorizar a los Estados miembros para que introduzcan criterios de 

diferenciación con arreglo a una serie de normas acordadas en común". 

Con todo y con ello la innovación más importante hacia la que apunta 

la política de mercados agricolas del futuro es precisamente la reorientación del 

apoyo público, en el sentido de abandonar progresivamente los precios 

garantizados y consolidar las ayudas directas como mecanismo de apoyo a los 

agricultores, en el que procede analizar el régimen del eventual concurso 

financiero de los Estados. 

D. La verdadera reoríentación del apoyo público: las ayudas a la 

renta. Remisión 

20Así, MASSOT MARTÍ, A., Hacia una nueva política agrícola común, cit., p, 36. Entiende 
que este proceso es patente a tres niveles: a nivel de modulación o diferenciación del apoyo, a 
favor de determinadas categorías económicas, zonas o producciones; a nivel de mecanismos de 
control de la oferta, ya que no es casualidad que prácticamente todo los vigentes posean un 
carácter nacional (bajo las formas de Superficies Máximas Garantizadas, cuotas de producción, 
o números de cabezas de ganado), que equivalen a nacionalizar las eventuales sanciones por su 
superación; y a nivel de distribución previa del Presupuesto agrario comunitario por países. 
Recuérdese que el Reglamento 1765/92, que establece el régimen de apoyo a los productores de 
determinados cultivos herbáceos, prevee que "el pago compensatorio será fijado en una 
cantidad por hectárea y diferenciado por regiones*^ 
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La Comisión, en el citado documento de reflexión se mostraba 

partidaria de que los instrumentos de ayuda utilizados tuvieran efectos más 

directos en la renta de los productores. Para ello, sostenía que el apoyo 

proporcionado por las organizaciones de mercado debería reorientarse de manera 

que dejase de depender casi exclusivamente de los precios garantizados. "Las 

medidas de ayuda directa -concluye-, basadas generalmente en el número de 

animales o la superficie de las explotaciones y moduladas en función de factores 

como el tamaño, la renta, la situación regional u otros factores pertinentes, 

deberán incluirse en las organizaciones de mercado con objeto de garantizar la 

renta de los productores"2i. 

Este importante giro -lo sabemos- fue asumido, siquiera sea 

parcialmente, por el Consejo de Ministros de la Comunidad al aprobar la reforma 

de la PAC en mayo de 1992, que deja incoada la sustitución del mecanismo de 

los precios por el de las ayudas directas a la renta. Estas ayudas a la renta son, por 

ello, acreedoras de un estudio más detallado, que acometeremos en un apartado 

posterior. Nos parece más oportuno abordar antes el análisis del régimen de las 

ayudas nacionales a la exportación, por cuanto constituyen intervenciones que 

inciden de una manera más directa en los mercados. 

21D0C. cit. n° 7 y 8. 
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II. AYUDAS A LA EXPORTACIÓN 

En buena lógica, es aquí oportuno distinguir el tratamiento propio de 

las ajoidas a la exportación intracomunitaria de las destinadas a favorecer los 

intercambios con países terceros, aunque sus efectos y, con ello, su régimen de 

fiscalización, resultan con fi*ecuencia idénticos. Así lo apreció la Comisión en el 

Premier rapport sur la politique de concurrence, después de advertir que las 

ventajas que los Estados miembros acuerden a sus empresas en favor de su 

actividad de exportación constituyen ayudas. Estas ayudas, en tanto que interesen 

a las relaciones con países terceros, deben ser examinadas como primer motivo 

en el contexto del artículo 112 del Tratado CEE, que prevé su armonización en la 

medida necesaria para evitar que la concurrencia entre las empresas de la 

Comunidad sea falseada y, en tanto que sea necesario, del artículo 92 si, 
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indirectamente, falsean los intercambios y la competencia intracomunitaria. En 

tanto que éstas son igualmente o únicamente acordadas para las ventas realizadas 

en otros Estados miembros, caen bajo la aplicación del artículo 92^2. 

La distinta intensidad de efectos sobre el mercado interior justifica un 

tratamiento más severo de las ayudas a las exportaciones intracomunitarias que 

las destinadas al comercio mundial. Puede leerse en el Decimonoveno informe 

sobre política de competencia que "a la vista del volumen de las ayudas a la 

exportación hacia países terceros censadas en el primer Informe, la Comisión 

definirá de manera precisa su política en este ámbito una vez recogidas 

informaciones adicionales de los Estados miembros. No obstante, seguirá 

manteniendo su posición de estricta prohibición de las ayudas a la exportación 

intracomunitaria"23. Prueba del recelo ante las ayudas a las exportación lo 

tenemos en el hecho de que, recientemente, la Comisión ha excluido para éstas la 

aplicación de la norma de minimis (que citamos en el capítulo primero, en cuya 

virtud ayudas que no superen un determinido umbral pueden considerarse 

compatibles con el mercado común). Sin diferenciar entre exportación 

intracomunitaria y hacia terceros países, establece que esta regla "cubrirá todas 

las categorias de ayudas, sean cuales fiíeren sus formas y objetivos, a excepción 

de las ayudas a la exportación, que no podrán acogerse a la norma"24. 

22Vid. Premier rapport... cit., n" 187, p. 146. 

230p.cit.,nM22,p. 126. 

24Cfr. "Comunicación de la Comisión relativa a las ayudas de minimis", cit. 
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A. Exportaciones intracomunítarias 

Las ayudas nacionales que primen la exportación de productos de un 

Estado miembro hacia otro país asociado han sido prohibidas, a medida que el 

mercado único se ha ido realizando para los distintos productos agrícolas^^. Tales 

actuaciones se consideran -como reparó el Premier rapport sur la politique de 

concurrence- incompatibles "con los principos generales de un mercado común 

en que la unión aduanera se ha realizado desde 1968, y especialmente con el de la 

libre circulación"26. Estas ayudas -siguió diciendo la Comisión- "no podrían 

beneficiarse de excepción alguna", de tal manera que la prohibición será aplicable 

"cualquiera que sea la forma que tome la ayuda, su intensidad, las motivaciones o 

las finalidades que la funden". 

Este principio, de validez general para cualesquiera mercados, fiíe 

sancionado tempranamente por el Tribunal en sentencia de 10 de diciembre de 

196927: "una tasa de redescuento preferencial a la exportación, otorgado por un 

25Ha de advertirse que, como es lógico, tal incompatibildad con el mercado interior de las 
ayudas a las exportaciones intracomunítarias es aplicable para cualesquiera productos. No 
obstante, ciertas excepciones fueron previstas en un primer estadio del mercado agrícola, 
admitiéndose exacciones aplicables a los intercambios entre Estados miembros y 
paralelamente, bajo ciertos límites, unas restituciones a las exportaciones, que fueron 
posteriormente prohibidas; vid. sobre ello, VENTURA, S., Principes de droit agraire... cit., p. 
136. 

26lbid., n° 187. En el informe publicado el año siguiente puede leerse, con la misma rotundidad: 
"La Comisión tiene una posición constante según la cual la aplicación de las ayudas a la 
exportación en las relaciones intracomunítarias es incompatible con los principios generales de 
un mercado común y especialmente con el de la libre circulación", Deuxíéme rapport... cit., n° 
112, p. 117. Vid. también Sixiéme rapport... cit., n° 241, p. 141, o XVI Infome... cit., n*» 257, 
p. 179. 

27Sentencia Comisión c. Francia, as. acumulados 6 y 11/69, Rec. 1969, p. 523. 
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Estado en favor de sus solos productos nacionales exportados con el objeto de 

ayudarlos a competir en los otros Estados miembros con los productos originarios 

de éstos últimos, constituye una ayuda en el sentido del artículo 92", con lo que 

con su prestación se está violando por el Estado en cuestión "una de las 

obligaciones que le incumben en virtud del Tratado que instituye la Comunidad". 

Es claro que prohibir las ventajas económicas a las exportaciones entre 

Estados miembros resulta lo coherente con la existencia de un mercado unitario a 

nivel comunitario, que sólo circunstancias del todo extraordinarias, apreciadas 

por las instituciones de la Comunidad, permiten excepcionar^s. Ha de advertirse, 

recordando lo dicho en el capítulo quinto, que los atemperamientos que en 

materia concurrencial exija la efectividad de la PAC -una de cuyas 

manifestaciones es la exclusión con carácter general para los productos de la 

agricultura del régimen sustantivo de las ayudas estatales del artículo 92, operada 

por el Reglamento n** 26- han de dejar a salvo, en cualquier caso, los principios de 

fondo del mercado común. De esta manera, el principio de libre circulación de 

productos en el interior de la Comunidad se erige en un minimum competencial 

infranqueable, con virtualidad para oponerse a las medidas nacionales de ayuda a 

28En este sentido el artículo 3 de la Decisión 86/614 de la Comisión permitía a ésta última 
autorizar a un Estado miembro que se enfrenta a graves dificultades de su balanza de pagos a 
conceder ayudas a la exportación, en el marco del artículo 108.3 del Tratado (artículo 109 H, 
tras el TUE), en cuya virtud "la Comisión autorizará al Estado en dificultades para que adopte 
las medidas de salvaguardia en las condiciones y modalidades que ella determine". Es de notar 
que el TUE añade a este artículo un último número según el cual "sin perjuicio de lo dispuesto 
en el apartado 6 del artículo 109 K, este artículo dejará de aplicarse a partir del inicio de la 
tercera fase" de la Unión Económica y Monetaria. Puede consultarse sobre este punto la 
sentencia del Tribunal Grecia y Unión de productores de cidras de Creta c. Comisión, de 4 de 
abril de 1990, as. acumulados C-111/88, C-112/88 y C-20/89, Rec. p. 1-1559 (sólo contiene un 
resumen), en la que enjuician las Decisiones de la Comisión que trataban de suprimir, a partir 
del 4 de febrero de 1988, la totalidad de las ayudas a la exportación en el sector de la cascara de 
fruta escarchada destinada a producir confitura. 
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la exportación intracomunitaria de productos agrícolas -aunque que pudiese 

fiscalizarías por el cauce procedimental del artículo 93.2- . No ha de perderse de 

vista, además, que -como sabemos- la generalidad de los Reglamentos que 

instituyen las OCM declaran aplicables a los mercados que regulan el conjunto de 

disposiciones del Tratado relativas a las ayudas de Estado. 

B. Exportaciones extracomunitarías 

Siendo que el artículo 92 declara incompatibles con el mercado común 

únicamente aquellas ayudas "que afecten a los intercambios comerciales entre 

Estados miembros", prima facie, las ayudas a la exportación extracomunitaría 

quedarían fiíera del ámbito de aplicación de la mencionada incompatibilidad^^ y 

forzadas únicamente a un proceso de armonización progresiva, "en la medida 

necesaría para evitar que se falsee la competencia entre las empresas de la 

Comunidad", en los términos -como ya adelantamos- del artículo 112 del 

Tratado. 

Aunque efectivamente su incidencia sobre el mercado comunitarío es 

potencialmente menor o indirecta, también es cierto que la igualdad de acceso al 

mercado mundial se revela como una condición para un mercado paritario en el 

29Con rotundidad lo manifestaba el profesor MARTÍNEZ LÓPEZ MUÑIZ en 1987, en estos 
términos: "Las ayudas estatales que, sin afectar a los intercambios comerciales entre Estados 
miembros, inciden sin embargo en las relaciones comerciales internacionales 
extracomunitarías, quedarán fuera del ámbito propio del principio de incompatibilidad, incluso 
aunque, eventualmente, puedan implicar algún perjuicio entre Estados miembros en cuanto a 
sus flujos comerciales con países terceros"; vid. La ayuda estatal... cit., p. 83. 
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interior de la Comunidad, con lo que las ayudas pagadas en favor de las 

exportaciones hacia países terceros pueden perfectamente caer bajo el ámbito de 

aplicación del artículo 92, por cuanto pueden falsear la competencia, afectando, 

siquiera sea indirectamente, los intercambios comerciales entre Estados 

miembros. De hecho, así ha lo admitido la Comisión^o. Preocupación ésta 

incrementada en cuanto comprobó la Alta Institución las grandes cantidades de 

fondos públicos destinados al fomento de las exportaciones a terceros países 

(principalmente mediante sistemas de seguro de crédito a la exportación a corto 

plazo -aunque también a medio o largo plazo-, bonificaciones de intereses y 

ayudas al desarrollo condicionadas). De esta manera, manifestó en el 

Vigésimoprimero informe sobre política de competencia, correspondiente al año 

1991, que "ante la inminencia de la realización del mercado único, es necesario 

llevar la política de competencia intracomunitaria a sus últimas consecuencias y 

paliar los efectos que las ayudas a la exportación tienen sobre el comercio"3i. Ya 

antes el Tribunal de Justicia, en la sentencia sobre el asunto "Tubemeuse", del 

año 1990, había resaltado la relación entre las ayudas a la exportación y la 

competencia intracomunitaria. Ante la alegación del gobierno belga de que 

"incluso si las intervenciones que se examinan constituyen en realidad ayudas, se 

trataria de ayudas a la exportación, toda vez que Tubemeuse exporta el 90 % de 

su producción a países terceros; por lo tanto se regirían por el artículo 112, lo que 

excluye la aplicación de los artículos 92 a 94", el Tribunal replicó: 

30En el XIX Informe sobre la política de competencia advierte con carácter general que "las 
subvenciones a la exportación pueden incrementar las cuotas de mercado de exportación a 
algunos Estados miembros a expensas de otros y, por tanto, afectar a la competencia dentro del 
mercado común", n° 262, p. 233. 

3̂ XXI Informe sobre la política de competencia, Bruselas-Luxemburgo, 1992, n" 166, p. 139. 
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"A este respecto hay que subrayar que, con 

independencia de si las ayudas que se discuten pudieran 

considerarse ayudas a la exportación, el artículo 112. que se refiere 

a la armonización de las ayudas nacionales a la exportación en el 

marco de la política comercial común, no excluye la aplicación de 

los artículos 92 a 94. Efectivamente, no se excluye que una ayuda a 

la exportación afecte a los intercambios entre Estados miembros". 

Afectación a los intercambios intracomunitarios que en este caso 

demostró el Tribunal en base a que la mayor parte de los productores de este 

género -tubos de acero- exportan fuera de la Comunidad sus productos; además, 

parecía previsible que la empresa en cuestión "orientase sus nuevas actividades 

hacia el mercado interior comunitario")32. En definitiva, habrá de analizarse en 

cada caso el supuesto de hecho y la incidencia real de la ayuda para determinar la 

aplicabilidad del artículo 92 o el sometimiento al procedimiento de armonización 

del artículo 112. 

Centrados en los productos de la agricultura, procede analizar la 

cuestión distinguiendo entre, por una parte, el comercio de productos sometidos a 

una organización común de mercado cuando se prevea en su normativa una 

restitución a la exportación; por otra, el supuesto de que la reglamentación 

correspondiente no establezca tal restitución; y, por último, el caso de productos 

no sometidos a organizaciones de mercado. 

^^Sentencia citada. Rec. 1990, p. 1-1013. Añade más adelante que "lo primero que procede 
observar es que, teniendo en cuenta la interdependencia de los mercados en los que actúan las 
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1. Productos sometidos a OCM cuya normativa prevé restituciones 

a la exportación 

El supuesto de producciones cuya normativa instituye restituciones a 

la exportación -el más frecuente y, por otra parte, el que plantea menores 

problemas- fue abordado en la sentencia Pigs and Bacon, ya citada, que después 

de precisar que los Estados miembros no pueden, por medio de mecanismos 

financieros tales como el otorgamiento de subsidios, proporcionar ventajas a la 

comercialización de los productos nacionales con relación a los de los otros 

Estados miembros, advierte que "la misma consideración se aplica a las 

exportaciones hacia países terceros"33. Por eso los reglamentos que instituyen las 

organizaciones de mercado y prevén la concesión de restituciones a la 

exportación -al objeto de asegurar la competitividad de los productos 

comunitarios sobre el mercado mundial y favorecer así las exportaciones-

establecen que ésta sea "la misma en toda la Comunidad"^^. De tal manera que -

como también dice la sentencia- "esta disposición impide a los Estados miembros 

conferir una ventaja particular a sus productores asegurándoles un subsidio a la 

exportación por encima de la restitución a recibir eventualmente en virtud del 

reglamento". 

empresas comunitarias, no cabe excluir que una ayuda pueda falsear la competencia 
intracomunitaria incluso si la empresa beneficiaria exporta la práctica totalidad de su 
producción fuera de la Comunidad". 

33Apartados 15 y 16, Rec. 1979, p. 2189. 

'̂̂ Vid., por ejemplo, el artículo 13.2 del nuevo Reglamento 1766/92, que regula el mercado de 
los cereales. 
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En principio, por tanto, tratándose de productos agrarios sometidos a 

una organización común de mercado, la prestación de ayudas nacionales que 

resulten suplementarias de las previstas en la normativa comunitaria, en forma de 

restituciones a la exportación, ha de entenderse automáticamente prohibida. En 

puridad, por tanto, en estos casos -como confirmó la sentencia mencionada, en la 

línea de interpretación que sostuvimos en el capítulo anterior-, no resulta exigible 

para reprobar la ayuda estatal en cuestión el recurso a los artículos 92 y 

siguientes^^; es suficiente demostrar la vulneración de su normativa específica -

exigible por la vía del artículo 169-, sin perjuicio de que la actuación del Estado 

resulte además en sí misma, como también determinó esa sentencia, 

"incompatible con las reglas del mercado común tal como resultan de las 

disposiciones del Tratado relativas a la libre circulación de mercancías". 

Ha de advertirse, sin embargo -como ya hemos dicho en el capítulo 

anterior- que el procedimiento de control del artículo 93.2 es habitualmente 

empleado por la Comisión, también en estos supuestos, por las especiales 

garantías que comporta. De esta manera, en la práctica, la Comisión suele entrar a 

comprobar el falseamiento de la competencia de la ayuda en cuestión por la vía 

del artículo 93. Así lo demuestra -entre otras- la decisión final del procedimiento 

ex artículo 93.2 incoado contra Italia, relativo al programa de ayudas a 

operadores agrícolas para la exportación de cítricos a la Unión Soviética y a 

^^Establece la sentencia, en apartado 11, que "si los artículos 92 a 94 son aplicables de lleno al 
sector de la carne porcina, esta aplicación permanece sin embargo subordinada a las 
disposiciones que rigen la organización de mercado instituida por el reglamento. En otros 
términos, el recurso, por el Estado miembro, a las disposiciones de los artículos 92 a 94 sobre 
las ayudas no podría tener prioridad sobre las disposiciones del reglamento que contiene la 
organzación de este sector de mercado". Vid. Rec. 1979, p. 2187. 
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países de Europa central y orientaP^, en la que la Comisión acude a la 

superposición de argumentaciones. A pesar de mantener que "la ayuda no puede 

considerarse compatible con el mercado común porque está en contradicción con 

el sistema previsto por la organización común de mercados en el sector de frutas 

y hortalizas, que prevé una restitución a la exportación a países terceros", apunta 

también que "la medida responde a los criterios del apartado 1 del artículo 92 del 

Tratado", por lo que se inició el procedimiento ahora resuelto. 

Otros documentos de la Comisión que muestran su postura contraria a 

medidas unilaterales sobre auxilios a la exportación en producciones sometidas a 

organizaciones de mercado son la comunicación adoptada en virtud del apartado 

2 del artículo 93 del Tratado, relativa a las ayudas que Bélgica había concedido 

para el fomento de productos de los sectores porcino, ovino, caprino y equinô *̂ . 

Al enjuiciar un proyecto de Real Decreto en el que se disponía que, en caso de 

exportación, las cotizaciones previstas en el sector porcino podrían beneficiarse 

de una restitución de hasta el 0,04 % del valor de exportación, entendió la Alta 

Institución que se estaba estableciendo "una distinción entre el mercado belga y 

los otros mercados comunitarios (de tal manera) que debe considerarse, por lo 

tanto, como una ayuda estatal que está prohibida por el apartado 1 del artículo 92 

del Tratado"38. Igualmente, la Decisión de 14 de septiembre de 1994, relativa a 

36Decisión de 23 de diciembre de 1992, DOCE L 74, de 27.3.93, p. 84. 

3'7DOCEC22,de30.1.90,p.4. 

^^Aclara la Comisión que "esta ayuda, por su misma índole, afecta al comercio 
intracomunitario y falsea la competencia al favorecer a los exportadores belgas de camo de 
porcino. No puede tener ninguna repercusión duradera en el desarrollo del sector afectado y 
debe considerarse como una ayuda de funcionamiento cuyos efectos desaparecerán con ella". 
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una ayuda para la exportación de setas concedida en Irlanda a través del Market 

Development Fund}^. 

2. Productos sometidos a OCM, sin prever restituciones a la 

exportación 

La misma posición restrictiva sobre ayudas a la exportación es 

aplicable en el supuesto de las organizaciones comunes de mercado que no 

establezcan restituciones para las exportaciones. Como puso de manifiesto la 

Comisión en la decisión de 1994 antes citada "los Estados miembros ya no están 

facultados para tomar decisiones unilaterales sobre la renta de los agricultores (ha 

de advertirse que esta afirmación, sin matizaciones, resulta excesiva) , como por 

ejemplo las ayudas de este tipo, en el marco de las organizaciones comunes de 

mercado" (sin considerar el establecimiento o no de una restitución a nivel 

comunitario). 

Es ilustrativa la comunicación de la Comisión, "relativa a las ayudas que 

el Gobierno de los Países Bajos ha decidido conceder a la exportación"^^ -hacia 

países terceros- Se trataba de un régimen horizontal de fomento de exportaciones 

de productos agrarios, que afectaba tanto a producciones intervenidas como no 

intervenidas a nivel comunitario. La Comisión decidió incoar el procedimiento de 

39DOCE L 335, de 23.12.94, p. 90. 

40DOCEC 24, de 1.2.90, p. 11. 
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control respecto a las prestadas a los productos sometidos a una organización 

común de mercado. En el n^ 2 de la decisión puede leerse: 

"La concesión de subvenciones en favor de la exportación de 

productos agrarios sometidos a una organización común de 

mercados constituye una ayuda al funcionamiento que no puede 

beneficiarse de ninguna de las excepciones previstas en el apartado 

3 del artículo 92 del Tratado. 

Además, la regulación de las organizaciones de merca

do se concibe como un sistema completo y exhaustivo que, en este 

tema anula toda competencia por parte de los Estados miembros 

de adoptar además medidas autónomas complementarias. La 

ayuda en cuestión constituye por tanto una infracción a la regula

ción común de mercados que no puede beneficiarse de ninguna de 

las excepciones establecidas en el apartado 3 del artículo 92 del 

Tratado". 

3. Productos no sometidos a OCM 

Tratándose de producciones no sometidas a organizaciones de 

mercado, vale para la ayudas a la exportación de las mismas lo dicho más arriba 

sobre la inaplicabilidad del principio de incompatiblidad de las ayudas nacionales 

y la limitación de los poderes de la Comisión a la mera formulación de 

recomendaciones. Por otra parte, es evidente que el menoscabo que las 

subvenciones a la exportación a países terceros provocan en la competencia 
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comunitaria son potencialmente menores, en este tipo de operaciones y para este 

tipo de productos. Parecen atinadas en este sentido las apreciaciones que la 

Comisión hacía, con carácter general, en el Decimonoveno Informe sobre política 

de competencia en el sentido de que el efecto de estas ayudas a la exportación 

extracomunitaria "será más importante cuanto menores sean las diferencias de 

costes entre firmas exportadoras, más elástica la demanda, más intensa la 

competencia en el sector, menor la diferenciación de los productos, y mayores las 

economías de escala""*!, ^sí, la Comisión, en la comunicación fechada el 1 de 

febrero de 1990, citada supra, apreció que "en lo que respecta a los productos no 

sometidos a una organización común de mercado, la Comisión comunica al 

Gobierno de los Países Bajos que no plantea ninguna objeción respecto a la ayuda 

en cuestión siempre que su aplicación esté motivada por la necesidad de hacer 

frente a la competencia de los suministradores de terceros países y no de 

suministradores de los demás Estados miembros. En este último caso, la 

Comisión encomienda al Gobierno de los Países Bajos que no aplique la 

mencionada medida"'* .̂ 

'̂ X̂IX Informe sobre política de competencia, cit., n" 262, p. 233. 

"̂ Ĉomunicación cit., n° 4. 
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III. AYUDAS A LA RENTA DE LOS AGRICULTORES 

Nos enfrentamos a una de las cuestiones esenciales de cara al futuro 

de la política agraria, por cuanto -como hemos adelantado- la reforma de la PAC 

de mayo de 1992 parece dejar incoada una sustitución del mecanismo de garantía 

de precios por el de ayudas a la renta, bajo la forma de "pagos compensatorios". 

En este sentido, como enseguida veremos, tales "pagos" constituyen otra 

modalidad de medidas de protección, aunque con efectos presumiblemente más 

favorables para el equilibrio de los mercados que las compras de intervención. 

Pero la justificación de estas ayudas entiendo debiera ser las necesidades de 

readaptación de los agricultores a un mercado más abierto y menos protegido, 

que irrevisiblemente parece imponerse, y que eventualmente puede provocar 

insuficiencias de renta. En definitiva, las ayudas a la renta debieran ser 

consideradas o bien como ayudas de readaptación o reestructuración -por tanto, 

ordinariamente, de carácter transitorio-, o bien -en cuyo caso técnicamente 
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deberían ser incluso excluidas del concepto mismo de ayuda pública- como una 

estricta prestación pública de asistencia social, o como una compensación por 

determinados servicios medioambientales. No obstante, en el estadio actual han 

de catalogarse como ayudas de protección, y como tales las examinamos aquí, 

analizando en primer lugar su evolución en el Derecho de la Comunidad. 

A. Consideración de las ayudas a la renta: evolución 

Hasta tiempos relativamente recientes, las ayudas a la renta no han 

sido admitidas en el marco de la política agricola común. Fueron 

tradicionalmente consideradas como "totalmente incompatibles con el Mercado 

común"43^ incluso como "particularmente atentatorias contra la libertad de 

concurrencia""*"*, por cuanto por ellas se mantienen en vida unas explotaciones 

que, de otra manera, cesarían o reducirían su actividad. Eran conceptuadas, por 

ello, como "ayudas de funcionamiento", proscritas en el derecho de la 

Comunidad"* ,̂ no pudiendo beneficiarse, en principio, de ninguna de las 

excepciones del artículo 92.3. 

"*̂ Documento de la Comisión, Aides nationales et politique agricole commune, cit., p. 6. 

44Así escribía MASSOT MARTÍ en 1985, en Las ayudas estatales... cit., p. 103. 

45puede leerse en el XVII Informe sobre política de competencia: "De acuerdo con las 
normas tradicionales en vigor, las ayudas a la renta entran claramente en la categoría de ayudas 
de funcionamiento, que no están autorizadas por cuanto que no garantizan ninguna evolución 
de la empresa, sino que se proponen completar una renta, favoreciendo, además, a 
determinadas empresas. Se encuentran, por lo tanto, conprendidas, en principio, entre las 
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Amén de su presumible esencia nociva para el mercado, las ayudas 

nacionales a la renta se juzgaban, además, inadmisibles en el marco de las 

organizaciones comunes de mercado, entendidas -recuérdese- como sistemas 

completos y exhaustivos, que impiden intervenciones estatales fuera de sus 

mecanismos propios. 

Compensa aquí dar cuenta, sin embargo, de la prematura opinión 

discordante expresada por el profesor GADBIN, en el sentido -dice- de que la 

política agrícola común no se opone necesariamente a unas intervenciones 

estatales en el marco de una política nacional de renta. Al plantearse cómo un 

régimen nacional de ayudas a la renta podría ser censurado por el Tribunal de 

Justicia como contrario a las organizaciones comunes de mercado, aprecia que 

tales ayudas no siempre están construidas sobre el mismo modelo, "no todas 

están articuladas sobre los mecanismos de garantía de precios o de ayudas a los 

productos", con lo que el Tribunal debe examinar las medidas discutidas en el 

marco específico de cada organización afectada'* .̂ Su razonamiento me parece en 

extremo sugestivo, y de hecho sería asumido, con el establecimiento de las 

garantías oportunas, por las instituciones de la Comunidad. 

De esta manera, como reconoció la propia Comisión^^ y bien apunta 

BARTHÉLÉMY, la evolución reciente de la política agrícola de la Comunidad 

prohibiciones enumeradas en el artículo 92. Por otro lado, los mecanismos de la organización 
común se concibieron para garantizar la renta de los agricultores y las ayudas admitidas eran 
las que contribuían a la mejora de las estructuras agrarias y, por lo tanto, hacían evolucionar las 
rentas insuficientes" (n® 267, p. 196-197). 

46GADBIN, D., A propos des aides "Cresson"... cit., pp. 147-148. 

'̂ '̂ XVII Informe... cit., p. 197, donde reconoce la Comisión la evolución que ha experimentado 
esta cuestión. 



438 

ha conducido a una reflexión en la materia'̂ .̂ La necesidad de restablecer el 

equilibrio del mercado y de disminuir unos gastos de intervención elevados e 

improductivos ha inducido a una política mucho más restrictiva en materia de 

precios de intervención, con el consiguiente deterioro para las rentas de los 

agricultores propietarios de explotaciones indaptadas, lo que se juzgó necesario 

compensar con ayudas directas. 

Con vistas a la adaptación a la nuevas exigencias de los mercados 

agrarios se acometieron -particularmente tras la celebración del Consejo Europeo 

celebrado en Bruselas en febrero de 1988- determinadas medidas de política 

estructural, y aun de política de mercados'̂ ,̂ que aunque han producido sus 

efectos, se han revelado insuficientes para frenar el fuerte desequilibrio de la 

agricultura de la Comunidad^o. Entre las conclusiones del Consejo de máximos 

mandatarios figuraba, como luego recogería la exposición de motivos del 

Reglamento (CEE) 768/89 del Consejo -ya citado, y en el que en adelante nos 

detendremos-, "la posibilidad de que los Estados miembros puedan conceder 

ayudas transistorias a las rentas agrarias para contribuir al esfuerzo de reajuste 

realizado por las explotaciones agrarias más debilitadas, que de otro modo, por 

"^^BARTHÉLÉMY, M., La politique communautaire... cit., p. 95. En el mismo sentido, 
GADBIN, comentando lo que entonces eran proyectos de reglamentos sobre ayudas a la renta, 
en estado de debate en el seno de las instituciones de la Comunidad, escribía que "estas 
proposiciones encajan en un contexto bien preciso de evolución de la política agrícola común"; 
vid. Rapport general introductif, cit., p. 55. 

^^Estas reformas, aunque utilizan técnicas diferentes, adaptadas a las características propias de 
cada organización de mercado, perseguían objetivos comunes: hacer bajar los precios cuando la 
cantidad producida excede un cierto límite, incrementar la participación de los productores en 
la financiación de los gastos (en el caso de los cereales) y reducir las garantías ofrecidas por la 
intervención. 
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su situación económica y estructural, no estarían en condiciones de realizar con 

éxito el necesario esfuerzo de adaptación (queda aquí patente la circunstancia a 

la que nos referíamos al encabezar este capítulo: que con frecuencia las ayudas 

públicas persiguen simultáneamente finalidades de protección y de reconversión, 

aunque ha de advertirse, de entrada, que precisamente en su carácter transitorio y 

en su orientación a favorecer el reajuste puede situarse la clave de admisibilidad 

de estos auxilios públicos); dichas ayudas contribuirían al mismo tiempo a 

mantener un nivel de vida justo para la población agrícola de acuerdo con el 

objetivo contemplado en la letra b) del apartado 1 del artículo 39 del Tratado, y 

a salvaguardar el equilibrio necesario para garantizar la vitalidad del mundo 

rural teniendo en cuenta las exigencias planteadas por la protección del paisaje 

y del medio ambiente" (de estas exigencias nos ocuparemos específicamente más 

adelante). 

Esta fue la filosofía del régimen de ayudas aprobado en el Reglamento 

n° 768/89 del Consejo, que pasamos a examinar. 

B. El Reglamento (CEE) 768/89 del Consejos' 

ŝ Vid. al respecto el documento de la Comisión, Evolución y futuro de la PAC, cit., ap. III, n° 
1. 

s'Frente a la propuesta inicial de la Comisión, que sugería al Consejo la aprobación de dos 
reglamentos, uno que instituía un régimen comunitario de ayudas a la renta y otro establecía un 
encuadramiento para las ayudas nacionales con el mismo objeto (publicadas las propuestas de 
Reglamento presentadas por la Comisión en DOCE C 236, 2.9.87, p. 4 y 8), el Consejo optó 
por refundir las dos líneas de ayuda, dedicando el Título II del Reglamento 768/89 a la 
regulación de los supuestos en que la Comunidad podrá acordar una contribución financiera a 
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1. Ayudas a la renta, sin daño a la competencia 

Como manifestación de la evolución descrita, el Reglamento 768/89, 

del Consejo instituyó "un régimen de ayudas transitorias a las rentas agrarias", 

con el que "abre brecha" en un mecanismo de protección hasta entonces vedado, 

ahora consentido por cuanto se entiende que no provoca distorsiones de la 

competencia en la medida en que -con palabras de la Comisión transcritas supra-, 

se desvincule "el derecho a la ayuda así como el volumen de la misma, de 

cualquier decisión de la producción que puedan tomar los beneficiarios"52^ 

aunque, ciertamente, tal circunstancia puede revelarse insuficiente, y exigir otras 

justificaciones para su admisibilidad. 

El artículo 1° se cuida de precisar que "las ayudas no deberán fomentar 

la producción agraria ni entrañar distorsiones de la competencia". Ello pasa por 

"el cumplimiento de las condiciones comunitarias destinadas a evitar que se 

comprometan los objetivos de la Comunidad, en particular en el ámbito del 

saneamiento de los mercados" (Exposición de Motivos), lo que supuso el 

establecimiento de unos criterios precisos de compatibilidad de estas ayudas a la 

renta con la PAC y con el Mercado común^^ y un procedimiento de control previo 

las ayudas propuestas por los Estados. No nos detendremos en los pormenores de este 
Reglamento, máxime cuando se trata de un régimen ya caducado. 

52COMISIÓN, XX Informe sobre política de competencia, cit., p. 226. 

^̂ Es de destacar, en este sentido, que, según el artículo 6.1 del Reglamento "no podrán 
concederse ayudas en función de los precios y/o del volumen de producción de la explotación 
de que se trate". Como explicó la Comisión "de otra forma, sería difícil evitar el peligro de que 
las ayudas se convirtieran en un estímulo a la producción (es decir que sean contraproducentes 
para el saneamiento del mercado) y que pudieran tener un efecto distorsionador de la 
competencia" (XVII Informe... cit., n** 267, p. 199). 
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fundado sobre la aprobación por la Comisión de los "programas de ayuda a la 

renta agraria" elaborados por los Estados miembros (PARA)^^. 

2. Aplicabilidad de los artículos 92 a 94 

Se establece en el artículo 1° del Reglamento que "los artículos 92, 93 

y 94 del Tratado no se aplicarán a las ayudas concedidas de conformidad con el 

presente Reglamento", lo cual, como bien apunta el profesor MARTÍNEZ 

LÓPEZ-MUÑIZ, resulta superfluo: lógicamente, al regularse como admisibles y 

compatibles con el mercado común ciertas ayudas y preverse además -artículos 2 

a 7- un sistema de control sustitutivo del establecido en el artículo 93.3 del 

Tratado, aquellos artículos no tienen ya objeto al que aplicárseos. 

Lo anterior se complementa con la previsión del artículo 11, según el 

cual "sin perjuicio de otras disposiciones comunitarias específicas o sectoriales, 

se prohiben las ayudas a la renta cuyas condiciones o modalidades de concesión 

sean distintas de las establecidas en el presente Reglamento y, en particular, las 

ayudas a la renta cuyo importe se determine en función de los precios, la cantidad 

de los productos agrarios o los factores de producción". Para este tipo de ayudas 

Con este mismo objetivo se establece que la ayuda tendrá carácter temporal Tmáximo 5 
años desde el primer pago) y decreciente. Asimismo, "con el fín de evitar distorsiones en la 
competencia", se fijan los importes máximos de la ayuda por unidad de trabajo (artículo 6.2). 

^"^Artículo 7.2: "El Estado miembro no podrá poner en marcha las medidas proyectadas antes de 
que la Comisión apruebe el correspondiente PARA". 

55MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ, J. L., Ayudas agrícolas estatales... cit., p. 16. 
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ajenas a las condiciones y a la tramitación prescritas en el Reglamento, sí se 

declara aplicable -párrafo segundo del mismo artículo- "el artículo 92, con 

excepción de su apartado 3, y el artículo 93 del Tratado". No puede hablarse, por 

tanto, de una prohibición absoluta^^; pero también es cierto que, al no poder 

alegarse ninguna de las justificaciones sectoriales, regionales o generales a las 

que se refiere el artículo 92.3, resulta harto difícil encontrar motivos de 

compatiblidad comunitaria para estas ayudas -únicamente las que aporta el 

apartado 2 del mismo artículo 92. 

3. Valoración de las ayudas instituidas 

Resulta casi superfluo advertir que las ayudas previstas en este 

Reglamento se inscriben en "una lógica de solidaridad y de justicia sociar'^^; su 

razón de ser es el aseguramiento de una renta mínima para los agricultores, 

aunque se pretenda evitar al mismo tiempo cualquier efecto significativo sobre la 

producción. Cabe por ello entender que no constituyen en realidad auténticas 

ayudas públicas, sino -como dejamos apuntado- estrictas prestaciones públicas de 

asistencia social -conceptualmente distintas-, que de hecho se han instaurado para 

^^Como podría pensarse vista la redacción de las propuestas de Reglamentos elaboradas por la 
Comisión, ya citadas, que se limitaban a hacer inaplicables, sin más, los artículos 92 a 94, lo 
que llevó entonces a GADBIN a mantener con rotundidad que "las ayudas nacionales a la renta 
agrícola no conformes a 'los reglamentos' del Consejo estarían prohibidas"; vid. Rapport 
general... cit., p. 55. 

57Vid. BIDET, F., Les enjeux de... cit., p. 367. Carácter social que es igualmente resaltado por 
OLMI, op. cit., p. 257, BARTHÉLÉMY, M., op. cit, p. 96, o por la propia Comisión, que 
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cualesquiera sectores de la población en algunos Derechos internos, como lucha 

contra la insuficiencia de rentas ("renta mínima de inserción" aplicada en 

Francia^^, o sistemas similares en nuestro país). 

Cabría pensar que este régimen de ayudas apunta un cambio de la 

filosofía interventora sobre la agricultura, en cuanto incita a un desplazamiento 

desde el soporte de precios al soporte de rentaŝ ^^ gn realidad, la transitoriedad de 

las ayudas previstas -manifestado en la temporalidad y el carácter decreciente de 

las mismas-, la limitación temporal de vigencia del sistema instituido^^^ y 

particularmente, su configuración como medidas de apoyo ajenas a las 

organizaciones de mercado, revelan que aquella mutación de la filosofia de 

intervención no era aún una realidad, y no lo sería mientras no se 

instrumentalizara en el seno de las organizaciones comunes de mercado. 

C. £1 presente y futuro de las ayudas a la renta 

apunta que "se trata sólo de superar la indigencia de la familia campesina" (XVII Informe... 
cit.,n"267,p. 199). 

^^Específicamente sobre su aplicación a los agricultores franceses, vid. BRANGEON, J.-L. y 
JÉGOUZO, G., Revenu minimun d'insertion etpauvreté en agriculture, RDR, n" 230, 1995, p. 
82. 

5̂ Lo cual no supone una novedad en materia de intervención en los mercados agrarios. Estados 
Unidos ya ensayó en la década de los 50 una evolución de este género con el Plan Brannan. 
Vid. sobre ello el trabajo de ALONSO OLEA, M., Control y fomento de la agricultura en los 
Estados Unidos: el sostenimiento de precios de productos agrarios, RAP, n° 5, 1951, p. 350. 

^^El régimen surtió efectos hasta el 31 de marzo de 1993 en cuanto a la aprobación de los 
PARA, aunque hasta el 31 de marzo de 1998 pueden realizarse los pagos de ayudas amparadas 
en los PARA aprobados antes de aquella fecha (artículo 15 del Reglamento). 
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Valorando el paquete de medidas impulsadas por el Consejo Europeo 

de 1988, la Comisión apreciaba en 1991 que "estas medidas de compensación (...) 

no han desempeñado más que una función marginal", a lo que añadía que "para 

ser eficaces, las medidas de ayudas directas por hectárea o por cabeza de ganado 

y vinculadas a la retirada de tierras o a la extensifícación deben formar parte de 

las propias organizaciones de mercados: de hecho, deberían constituir la esencia 

misma de esas organizaciones"^!. 

Parcialmente, estas orientaciones planteadas por la Comisión fueron 

asumidas por el Consejo de la Unión en la reforma de la PAC aprobada en mayo 

de 1992, mediante el establecimiento, en el entramado de algunas organizaciones 

de mercado (ésta es la razón por la que, caducado el sistema de apoyo a la renta 

instituido por el Reglamento 768/89, no fue prorrogado ni sustituido por otro 

similar), de un sistema de "pagos compensatorios" -que ya conocemos- pero que 

sólo en cierto modo cabría calificar como de ayudas directas a la renta: aunque 

neutrales al nivel de producción -incluso pretende contribuir a su contención, al 

imponer un barbecho obligatorio-, resultan proporcionales al tamaño de la 

explotación o de la cabana ganadera, sin referencia al nivel de renta de los 

agricultores. Se trata de intervenciones protectoras, arbitradas como 

compensación de una bajada progresiva de los precios de garantía, con una 

finalidad de favorecer el equilibrio de los mercados. Sobre estos pagos directos 

ha de advertirse que la Comisión ha propuesto, en la Agenda 2000, el 

establecimiento de una limitación a los mismoŝ ^^ g^ ja línea del vigente sistema 

^̂ Documento Evolución y futuro... cit. ap. III, n" 3. 
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norteamericano. Ha de encuadrarse esta medida en el loable deseo de la Comisión 

de profundizar en el "criterio legitimador" de las ayudas, que contribuya a 

contener el gasto, y a combatir los efectos negativos -conformismo, temor a la 

innovación- que el sistema actual acarrea. 

¿Es éste el mejor sistema? En el momento presente quizá sea el único 

viable, tras décadas de intensa protección vía precios. Pero parece evidente que 

con este sistema puede persistir la insuficiencia de renta de quienes mantienen 

pequeñas explotaciones, mientras se pueden otorgar beneficios injustificados o 

desproporcionados a propietarios de grandes extensiones (la Comisión, a mi 

juicio con buen criterio, propone para el futuro -en la Agenda 2000- "establecer 

un límite individual aplicable a todos los pagos directos de a3aida a la renta 

concedidas en las organizaciones comunes de mercado"). En cualquier caso 

parece deseable orientarse hacia un sistema de apoyo en el que las ayudas 

permanezcan neutrales tanto a la producción como a la superficie, compensando 

únicamente la insuficiencia de rentas^^. Tales ayudas podrian legitimarse 

condicionando su prestación a obligaciones de reestructuración de las 

explotaciones, o incluso a un cambio de actividad -si son viables trabajos 

sustitutivos-, o justificarse en la insuficiencia de rentas -como pretendió el 

Reglamento 768/89-, o podrian también entenderse como retribución de 

extemalidades por servicios al medio ambiente, que aconseja el mantenimiento, 

^^En estos términos: "La Comisión se propone establecer un límite individual aplicable a todos 
los pagos directos de renta concedidos en virtud de las organizaciones comunes de mercado" 
(p. 32 del documento). 

^^En este sentido, declaraciones del secretario regional del sindicato agrario COAG, Gregorio 
de la Fuente, para quien se hace necesario "una modificación del sistema de ayudas para 
conseguir compensar la renta de los agricultores a título principal y no el producto ni la 
superficie" (Suplemento "Mundo agrario", 7 de marzo de 1996). 
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total o parcial, de explotaciones con escasa viabilidad económica pero 

importantes para el mantenimiento del medio (de este punto nos ocuparemos in 

extenso en el capítulo siguiente al tratar de las ayudas medioambientales).. 

III. AYUDAS DESTINADAS A COMPENSAR LAS PERDIDAS 

DE COSECHAS Y ANIMALES 
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Sabemos que el apartado 2, letra b), del artículo 92 del Tratado declara 

compatibles per se con el mercado común "las ayudas destinadas a reparar los 

perjuicios causados por desastres naturales o por acontecimientos de carácter 

excepcional". Parece claro que la intención de los redactores del Tratado era 

considerar justificada la prestación de ayudas nacionales ante tales circunstancias 

en la medida en que con aquéllas no se pretende sino a restablecer las 

condiciones de competencia, que han resultado alteradas por causas que escapan 

a su dominio. Ello ha llevado a una parte de la doctrina, sin duda autorizada, a 

mantener que la declaración de compatibilidad de estas ayudas de Estado bien 

puede entenderse como superflua^^. Lo cierto es que -como hemos dicho en la 

primera parte- la compatibilidad de principio de estas ayudas implica que la 

Comisión carece del "amplio poder de apreciación" para estimar la oportunidad 

de la medida proyectada a nivel de la Comunidad -característico de las 

excepciones del apartado 3-, pero sí le corresponde apreciar (estas ayudas, 

aunque hayan sido calificadas como imperativas o automáticas, no quedan 

substraídas al control de la Comisión) que concurren las condiciones requeridas 

para ser consideradas ayudas compatibles: es decir, si en cada caso estamos en 

presencia de desastres naturales, o de circunstancias de carácter excepcional. 

Estamos en presencia de auténticos "conceptos jurídicos indeterminados", que no 

siempre permiten identificar -y en este caso así lo parece- un sentido o solución 

justa únicos^^. A mi juicio, el carácter "desastroso" o "excepcional" de los 

"̂̂ LEANZA, U., Commento articolo 92, a quien siguen MATTERA, A., El mercado único... 
cit., p. 102 y FERNÁNDEZ FARRERES, G., El régimen de las ayudas... cit., p. 72. 

^^Con carácter general, sobre los conceptos jurídicos indeterminados, ya nos hemos referido a 
las opiniones, en este sentido, de MOZO SEOANE, A., La discrecionalidad..., cit., p. 241 o 
FERNÁNDEZ FARRERES, G, La subvención... cit.p. 640 (en cita ya traida a colación en el 
capítulo tercero); específicamente sobre la cuestión que nos ocupa, MARTÍNEZ LÓPEZ-
MUÑIZ, J. L., La ayuda estatal... cit., p. 107. 
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acontecimientos ha sido interpretado de un manera un tanto laxa (ordinariamente 

la Comisión no ha presentado objeciones a los proyectos de ajmda presentados 

por los Estados), acogiéndose a esta excepción ayudas públicas que no han hecho 

sino cubrir riesgos que resultan consustanciales a la actividad agrícola -como 

tales podrían haber sido asegurados- y que, ordinaríamente, deberán estimarse un 

costo empresaríal. Precisamente, de la prestación de ayudas ante eventos que no 

revistan un claro carácter catastrófico puede derívarse un daño a la competencia 

frente a quienes invirtieron adecuadamente en su prevención. 

Lo cierto es que la proliferación de estas ayudas nacionales ha llevado 

a la Comisión a una progresiva vigilancia en su prestación y, con este propósito, a 

fijar determinadas condiciones para que efectivamente sean consideradas como 

compatibles con el mercado común. Para la determinación de tales condiciones 

son de gran utilidad las comunicaciones de autorízación que periódicamente 

publica la Alta Institución en la serie C del Diario Oficial, a las que haremos 

frecuentes remisiones, amén de la información contenida en las comunicaciones 

de apertura de procedimiento del artículo 93.2 -también publicadas en la serie C-

o en las propias decisiones finales de estos procedimientos, incluidas en la serie L 

-aunque, como es sabido, la publicación de las mismas no es condición para su 

aplicabilidad, por lo que en ocasiones no figuran en el Diario Oficial. 

A. Ayudas por calamidades naturales 

1. Supuestos cubiertos por la declaración de compatibilidad 
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Se han beneficiado de la excepción del artículo 92.2 letra b) las ayudas 

que pretendieran compensar -en palabras de la Comisión- los daños derivados de 

"desastres naturales u otros fenómenos climáticos", tales como la sequía, 

incendios, inundaciones o movimientos de tierra. Menos importancia tienen 

"otros acontecimientos de carácter excepcional", que han de entenderse con un 

carácter ajeno a lo puramente natural^^, o a lo extrictamente económico -a estos 

últimos se refiere el artículo 92.3, letra b): ayudas "destinadas a poner remedio a 

una grave perturbación en la economía de un Estado miembro". 

Según la praxis de la Comisión, ha de tratarse de un daño efectivo, 

directamente ligado a la calamidad natural. No obstante, con fi'ecuencia, la mera 

previsión de los daños se ha entendido como cobertura suficiente para la 

compatibidad (en una muestra de claro desvirtuamiento de la norma). Así, aunque 

la Comisión observara en un primer momento indicios de incompatibilidad de un 

régimen de ayuda que la región de Cerdeña había decidido conceder en favor de 

la explotaciones afectadas por la sequía de la campaña 1988/89, por cuanto 

algunas de las medidas proyectadas "se concedían incluso en condiciones 

climatológicas normales", -lo que le llevó a iniciar el procedimiento del artículo 

93.2, al apreciar que tales ayudas encajarían en la categoría de ayudas de 

funcionamiento y "no pueden acogerse a la excepción enunciada en la letra b) del 

apartado 2 del artículo 92 del Tratado CEE"^^-, sin embargo, optó finalmente por 

^^Encajarían aquí, ajuicio de BARTHÉLÉMY, además del incidente nuclear del Tchemobyl, a 
consecuencia del cual algunos Estados miembros indemnizaron a sus agricultores por las 
pérdidas sufridas, los daños causados por las guerras o los disturbios interiores. Vid. La 
politique communautaire... cit., p. 86. 

^^Comunicación en virtud del apartado 2 del artículo 93, a los demás Estados miembros y a 
terceros interesados; DOCE C 111, de 5.5.90, p 3. 
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archivar el procedimiento iniciado^^. En esta misma línea, la Comisión ha 

admitido la prestación de ayudas nacionales destinadas al establecimiento de 

medidas preventivas contra posibles catástrofes naturales^^. 

Ha de advertirse -es una postura constante de la Comisión-, que para 

que las acontecimientos climáticos sean considerados como desastres naturales 

acreedores de la excepción que nos ocupa, se requiere que aquéllos hayan 

provocado un cierto nivel de pérdidas en la producción agrícola; umbral que ha 

sido fijado en el 30 % en relación a la producción de un año normapo. No 

obstante, esta tasa mínima de daños se ha reducido a un 20 % cuando se trata de 

regiones desfavorecidas en el sentido de la directiva 75/268/CEE, a fin de tener 

en cuenta la situación económica particular de las explotaciones situadas en estas 

regiones. 

2. Especial consideración de las ayudas destinadas al fomento de 

seguros agrario 

68Vid. XXIII Informe... cit. p. 549. 

^^Aprobación, con fecha 24.2.94, de medidas alemanas para la reforestación de superficies 
afectadas por un incendio, que incluye, asimismo, la financiación de "medidas preventivas de 
lucha contra incendios"; DOCE C 183, de 5.7.94, p. 7. Vid. MASSOT MARTÍ, A., Las ayudas 
estatales... cit., p. 107. 

70Vid. por ejemplo DOCE C 183, de 7.7.94, p. 4, o DOCE C 264, de 21.9.94, p. 6. 

Este porcentaje que ha sido asumido por la normativa española de seguros agrarios 
como condición de las indemnizaciones, al establecer en los últimos Planes Anuales "un 
umbral mínimo de daños o franquicia absoluta del 30 %" (vid. punto segundo del Acuerdo para 
1996). 
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También se han declarado compatibles -lo que una vez más entiendo 

puede violentar la letra del articulo 92.2.b)- las ayudas nacionales destinadas al 

fomento de seguros contra la pérdida de ganado o de cosecha ante eventuales 

catástrofes o simplemente condiciones atmosféricas excepcionales, lo que en 

principio bien puede considerarse un coste empresarial, como en cualquier 

actividad económica. Tal vez estas ayudas pudieran ser consideradas compatibles 

-como ayudas regionales- al amparo del apartado 3 del artículo 92, al objeto de 

"facilitar el desarrollo de determinadas regiones económicas" (letra c) o "de 

regiones en las que el nivel de vida sea anormalmente bajo" (letra a), si se trata de 

regiones con retrasos estructurales en virtud de constantes dificultades de orden 

climático o similar. 

El sistema español de seguros agrarios, previsto en la Ley 87/78'̂ ^ 

prevé unas "aportaciones del Estado al importe global de las primas a satisfacer 

por los agricultores (...) En todo caso el importe de la aportación del Estado no 

podrá ser superior al 50 % ni inferior al 20 % del total anual de las primas" 

(artículo 11); además dedica el título VI a los "créditos y ayudas vinculados al 

seguro, extremos éstos detallados por el Reglamento 2329/78, aprobado por Real 

Decreto de 14 de septiembre de 1979, amén de los muchos desarrollos en virtud 

de los Planes de Seguros Combinados, aprobados anualmente por el Gobierno. 

Lo cierto es que el montante de ayudas que discurre por esta vía es 

extraordinariamente voluminoso ( en España, se ha destinado para 1996, como 

"̂ L̂ey de 28 de diciembre de 1978, por la que se establece y regula el Seguro Agrario 
Combinado, BOE de 12 de enero de 1979). 
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subvención al pago de primas del Plan de Seguros, una cantidad superior a 

15.000 millones de pesetas'̂ 2) 

Ha de advertirse, por último, que la normativa española prevé que "no 

se concederán beneficios extraordinarios por daños ocasionados en las 

producciones asegurables por los riesgos contemplados" en los Planes Anuales, 

prohibición ésta que no obstante ha sido desoída en más de una ocasión. 

2. Contenido y alcance de la ayuda 

También ha fijado la Comisión unos criterios sobre el contenido y 

alcance de las ayudas que pretendan beneficiarse de esta declaración de 

compatibilidad. En este sentido, resulta evidente que se ha de excluir "la 

posibilidad de una compensación excesiva en relación con las pérdidas sufiidas 

por cada agricultor""̂ ^^ dicho de otra manera, "el importe de la ayuda será siempre 

inferior al valor de los daños que haya sufiido el beneficiario""̂ "*. 

Ha de repararse en que el objeto de estas ayudas es únicamente "poner 

remedio a los daños causados por las catástrofes naturales en sí mismas". Por 

^^Vid. Acuerdo por el que se aprueba el Plan de Seguros Agrarios Combinados para el ejercicio 
de 1996, BOE n° 36, de 10 de febrero. 

^^Entre muchos supuestos similares de autorización, vid. DOCE C 302, de 28.10.94, p. 8, 
DOCE C 317, de 24.11.93, p. 5. 

74DOCEC183,cit.,p. 5. 
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tanto, los auxilios públicos que persigan directamente una finalidad de desarrollo 

de regiones afectadas en otro momento por catástrofes naturales no podrán 

pretender beneficiarse de la excepción prevista en el artículo 92.2.b). Se trataría, 

eventualmente -en la línea que ya mantuvimos antes-, de ayudas de finalidad 

regional, que únicamente podrían ser consideradas compatibles con el mercado 

común en el marco de las letras a) y c) del apartado 3 del mismo artículo 92'̂ 5, 

Por último, la Comisión ha exigido la adecuación de las ayudas 

previstas como medio para compensar de los daños derivados del desastre 

natural. Es decir, ha de existir un paralelismo entre los beneficios de la ayuda y 

los daños sufiidos. En este sentido, obliga a que los auxilios nacionales persigan 

paliar los efectos del evento dañoso "sin discriminación sectorial". Es por lo que 

planteó reparos a la medida italiana consistente en la compra por parte de la 

Asociación italiana de ganaderos de ciertas categorías de carne de bovino que no 

podían acogerse a la intervención comunitaria, como medio para remediar los 

perjuicios causados por la sequía. Tal discrimación sectorial, amén de infiingir 

las normas de la organización común de mercados correspondiente, hace 

inadecuada la medida proyectada como instrumento para indemnizar a los 

afectados, por lo que entendió la Comisión que no le resulta aplicable la 

excepción que analizamos^^. 

^^Así lo dictaminó la Comisión en la Decisión de 25 de julio de 1990 (DOCE L 86, de 6.4.91, 
p. 23), relativa a las ayudas establecidas por una ley italiana en favor de determinadas zonas del 
Mezziogiomo afectadas por catástrofes naturales (terremoto), a la que corresponde el 
entrecomillado del párrafo de referencia. 

"̂ P̂ara el análisis de esta medida incoó la Comisión el procedimiento del artículo 93.2 (vid. 
DOCE C 165, de 25.6.91, p. 3), tras el cual adoptó un decisión fmal negativa, que no fue 
publicada en el Diario Oficial (vid. XXIII informe... cit., p. 549). 
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B. Ayudas en el ámbito veterinario o fitosanitarío 

Son admitidas también habitualmente, en el marco de la letra b) del 

apartado 2 del artículo 92 del Tratado, las ayudas destinadas tanto a fomentar las 

medidas de prevención y control de la enfermedades de animales y plantas, como 

a compensar las pérdidas ocasionadas por tales enfermedades, o por las campañas 

veterinarias de lucha contra las mismas. 

De acuerdo con la opinión de BARTHÉLÉMY -y en la misma línea de 

lo expuesto en relación a las ayudas por calaminades naturales-, entiendo que 

sólo deberían ser objeto de ayuda las infecciones cuya erradicación revista un 

interés público, teniendo en cuenta particularmente los riesgos de contaminación, 

y no los casos en que las explotaciones agrícolas y ganaderas deban asumir 

razonablemente ellas mismas la carga de los perjuicios como riesgo normal de la 

empresa'^''. Una vez más ha de apreciarse que entra dentro de la función del 

empresario agrícola prevenir y tratar las enfermedades de animales y plantas, o en 

cualquier caso cubrir sus riesgos mediante la contratación de seguros. 

No obstante, lo cierto es que son aplicados aquí los criterios expuestos 

en el apartado anterior sobre el alcance de la ayuda, que tampoco en estos casos 

podrá implicar una compensación excesiva en relación a las pérdidas sufridas por 

el agricultor. 

'̂ '̂ BARTHÉLÉMY, M., Lapolitique communautaire... cit., p. 93. 
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IV. AYUDAS A LA PUBLICIDAD 

La utilidad de los encuadramientos comunitarios de las medidas de 

ayuda nacional ya fue resaltada más arriba. Entre éstos figura el que la Comisión 

ha aprobado para las ayudas estatales a la publicidad^^, destinadas a fomentar las 

'̂ ^Vid. el documento de la Comisión "Encuadramiento de las ayudas nacionales para publicidad 
de productos agrarios y de determinados productos no incluidos en el Anexo II del Tratado 
CEE, con exclusión de los productos pesqueros", DOCE C 302, de 12.11.87, p. 6. Se ocupa 
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campañas dirigidas "a incitar a los consumidores a la compra del producto de que 

se trate". Se aplicará, no sólo a los productos agrarios enumerados en el Anexo II 

del Tratado, sino también a productos no incluidos en el mismo pero "que 

contengan una parte preponderante de productos que figuran en el Anexo II 

(especialmente productos lácteos, cereales, azúcar y alcohol etílico) bajo una 

forma transformada", que denomina "productos asimilados". 

Pretende la Comisión -como apunta en el apartado 1 del 

encuadramiento- establecer un control de estas ayudas de la forma más precisa 

posible, por cuanto aquéllas pudieran interferir en el libre juego del mercado, 

falseando la competencia y afectando a los intercambios entre Estados miembros. 

Con el fin de que tales ayudas no se presenten como simples ayudas de 

funcionamiento, y puedan considerarse como compatibles con el mercado común, 

con arreglo a la letra c) del apartado 3 del artículo 92 del Tratado, se exige, en 

primer lugar, que la ayuda no incurra en ninguno de los que llama criterios 

negativos que excluirian su compatibilidad, y, en segundo término, faciliten el 

desarrollo de determinadas actividades económicas o de ciertas regiones, 

promoviendo la salida al mercado de sus producciones específicas, conforme a 

los criterios positivos que allí se determinan^^. 

también de analizar este encuadramiento MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ, J. L., Las ayudas 
agrícolas estatales... cit., p. 15. Vid. igualmente, XII Informe sobre... n° 263, pp. 194-195. 

^^Apartado 1.4, que concluye "cuando se excluya la compatiblidad en razón de uno de los 
criterios negativos expuestos a continuación, ya no tiene sentido ni objeto preguntarse si la 
ayuda puede justificarse en razón de uno de los criterios positivos". 
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A. Criterios de compatibilidad 

1. Criterios negativos 

Con el establecimiento de unos criterios negativos se pretende 

asegurar que la prestación de ayudas nacionales, que presumiblemente podrían 

falsear la competencia, en ningún caso "lo hagan de manera contraria al interés 

común", cuyas exigencias en esta materia pretenden precisarse en el 

encuadramiento que nos ocupa, a la luz de los objetivos indicados en el artículo 

39 del Tratado. 

De esta manera, se determina que el interés común se opone de forma 

absoluta a la concesión de ayudas nacionales con las siguientes características: 

-Ayudas para campañas publicitarias contrarias al artículo 30 del 

Tratado CEE, que como es sabido, proscríbe entre los Estados miembros "las 

restrícciones cuantitativas a la importación, así como las medidas de efecto 

equivalente". Esta previsión -inserta en el Título dedicado a la libre circulación 

de mercancías- forma parte de un "minimum competencial" infranqueable, al que 

otras veces nos hemos referimos; de tal modo que nunca los particularismos de la 

política agrícola, que fuerzan a la admisión de ciertas especialidades en la 

aplicación de las normas de competencia a la agrícultura, autorizan a desconocer 

reglas como la contenida en el artículo 30. 

Ya antes de la aprobación de este encuadramiento, el Tribunal de 

Justicia había estimado -con ocasión de la sentencia de 24 de noviembre de 1982-

como contraria a la prohibición de prácticas restrictivas ciertas campañas 
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publicitarias en las que se reflejaba "la voluntad deliberada del Estado miembro 

(la sentencia se refiere a las intenciones del gobierno irlandés) de sustituir, en su 

mercado interno, los productos importados por los nacionales, y de frenar así las 

importaciones provenientes de otros Estados miembros''^^ Referida 

específicamente a la publicidad de productos agrarios, el Tribunal dictó al año 

siguiente la sentencia de 13 de diciembre de 1983, en la que se remite a la causa 

citada anteriormente, y en la que aporta criterios materiales para discernir qué 

campañas publicitarias pueden resultan atentatorias al artículo 30 de Tratado^'. 

Criterios que fueron recogidos y pormenorizados en la ^^Comunicación de la 

Comisión sobre participación estatal en la promoción de los productos agrícolas 

y pesqueros (aspectos relativos al artículo 30)^^^\ 

^^Sentencia Comisión c. Irlanda, as. 249/81, Rec. 1982, p. 4005, en la que enjuiciaba las 
medidas adoptadas por el Gobierno irlandés a través de la Irish Goods Council, consistentes en 
la ayuda para una campaña publicitaria en favor de productos nacionales. Vid. en particular 
considerando 23, p. 4022. 

^̂  Sentencia Apple and Pear Development Council c. K. J. Lewis Ltd. y otros, en demanda de 
decisión prejudicial, as. 222/82, Rec 1983, p. 4083. 

82publicada en DOCE C 272, de 28.10.86, p. 3. Hace una distinción entre: 

-actividades de promoción que no sean claramente susceptibles de sufrir objeciones en 
base al articulo 30: cita las campañas de promoción organizadas en el mercado interno de un 
Estado miembro que anuncien el producto de una manera puramente genérica, sin hacer 
referencia alguna a su origen nacional y las campañas en el mercado nacional que promocionen 
calidades específicas o variedades de productos aunque sean productos típicamente nacionales; 

-actividades de promoción que violan claramente el articulo 30: campañas de 
promoción que recomiendan a los consumidores comprar productos nacionales únicamente por 
su origen nacional o cuya intención es desanconsejar la compra de productos de otros Estados 
miembros o desacreditar aquellos productos ante los ojos de los consumidores, 

-campañas de promoción en el mercado nacional de un Estado miembro que, debido a 
las referencias hechas al origen nacional de los productos, pueden, a menos que se observen 
ciertos limites, ser susceptibles de sufrir objeciones en base al artículo 30: de esta manera la 
identificación del país productor a través de palabras o símbolos podrá realizarse siempre que 
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-Ayudas para una publicidad orientada en función de empresas 

determinadas, sobre las que la Comisión apreció -acertadamente- que "ningún 

interés común podría justificar las ayudas para una publicidad en favor de 

productos de una o de varias empresas determinadas; en este caso, se trataría pura 

y simplemente de ayudas de funcionamiento, incompatibles con el mercado 

común". 

2. Criterios positivos 

Advierte la Comisión que la ausencia de elementos contrarios al 

interés común no basta para que considere una ayuda nacional a la publicidad 

como compatible con el mercado común; será necesario que dicha ayuda facilite 

"el desarrollo de determinadas actividades económicas o de determinadas 

regiones", promoviendo la salida al mercado de sus producciones. 

Haciendo uso de su poder de apreciación sobre las condiciones de 

compatibilidad, y como reflejo de las orientaciones generales asumidas en 

materia agricola, concreta el interés común que han de cumplir las ayudas 

nacionales en el favorecimiento de la publicidad que se refiera a uno de los casos 

siguientes: 

se mantenga un razonable equilibrio entre las referencias hechas, de un lado, a las cualidades y 
variedades del producto y, de otro lado, a su origen nacional. En cualquier caso, aun respetando 
los criterios indicados, las campañas pueden infringir el artículo 30 si reflejan -como pusiera de 
manifiesto la primera de las sentencias citadas- una intención premeditada de un Estado 
miembro de sustituir los productos importados por los productos nacionales. 
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'Producciones agrarias excendentarias, en la medida en que la ayuda 

a la publicidad para la eliminación de producciones agrarias caracterizadas por 

sus excedentes estructurales en el plano comunitario contribuye a la realización 

de dos de los objetivos del artículo 39 (aumento de las rentas agrarias y 

estabilización de los mercados), y, además, reviste un interés fínancierio para la 

Comunidad al implicar un ahorro de los medios destinados al FEOGA. 

-Producciones no excedentarias que sean nuevas o sustitutivas de las 

excedentarias, cuya ratio legitimadora coincide con la expresada anteriormente, 

advirtiendo que han de seguir teniendo salidas comerciales dentro de la 

Comunidad (por ejemplo, los sectores de las oleaginosas o proteaginosas), y 

excluyendo de la ajoida a los productos que de imitación o de sustitución de los 

productos agrarios. 

-Desarrollo de determinadas regiones, de tal manera que hay ayudas 

para publicidad que pueden revelarse como justificadas para la eliminación de 

productos, incluso sin ser excedentarios, procedentes de determinadas regiones de 

la Comunidad que aún no sean conocidos en otras, e igualmente, de productos de 

regiones particularmente desfavorecidas -en cuyo caso, podría acudirse también a 

la letra a) del artículo 92.3. 

-Desarrollo de las PYME, por cuanto ordinarimente no pueden 

permitirese dar publicidad a sus producciones; y ello especialmente en los casos 

en que se ven expuestas a una feroz competencia, particularmente cuando se trata 

de productos sustitutivos, comercializados en la Comunidad por empresas muy 

potentes, también de terceros países, que despliegan fondos considerables para la 

publicidad y promoción de sus productos. 
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-Publicidad de productos de alta calidad y de alimentación sana, 

sometidos a control de calidad específicos, pudiendo comercializarse utilizando 

una etiqueta especial. Advierte, no obstante, la Comisión que no podrán admitirse 

aquellas ayudas cuyo objeto principal sea el de subrayar el origen nacional o 

regional del producto. 

El encuadramiento incluye, además, unas "garantías suplementarias", 

al objeto de "evitar que las condiciones de los intercambios se vean alteradas en 

beneficio de los Estados miembros que despliegan sumas considerables para la 

publicidad de sus producciones características, en detrimento de aquellos Estados 

miembros que, por razones presupuestarias especialemente, deben limitar tales 

esfiíerzos publicitarios a sus producciones típicas" (apartado 4), A tal fin, estipula 

que ninguna ayuda directa pueda, en principio, sobrepasar el importe que el 

propio sector económico correspondiente dedique a una campaña publicitaria 

determinada; el medio profesional de que se trate deberá correr, al menos con el 

50 % del coste de la campaña, porcentaje que puede ser elevado, en atención al 

peso respectivo de los criterios positivos, en particular cuando se trate de 

productos de las pequeñas y medianas empresas o explotaciones, o de 

determinadas regiones. 

Finalmente, la Comisión establece unas modalidades específicas de 

notificación de estas ayudas con arreglo al aparatado 3 del artículo 93 del 

Tratado, para lo que adjunta una ficha, cuyo modelo figura en el Anexo del 

encuadramiento. Solicitó, asimismo, a los Estados miembros que confirmaran 

antes del 1 de diciembre de 1987 que respetarán, a partir del 1 de enero de 1988, 

las disposiciones del encuadramiento, adaptando, si ñiera necesario, sus 

regímenes de ayuda existente. En el apartado 5.1.3 obliga a los Estados miembros 
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a rendir a la Comisión un primer informe antes del 1 de marzo de 1989 y luego 

cada dos años, sobre el conjunto de campañas que hubieran recibido ajmdas, 

conforme a los requisitos que se señalan expresamente. 

Respetando los criterios señalados en el encuadramiento analizado se 

han aprobado sucesivas órdenes por ejemplo en el ámbito de la Comunidad 

Autónoma de Castilla y León, por las que se regulan y convocan ayudas para el 

fomento de acciones de promoción y publicidad de sus productos agrarios y 

alimentarios^^. 

B. Un caso particular: campañas publicitarias de sensibilización 

medioambiental 

Como una manifestación de la particular toma de conciencia por los 

problemas del medio ambiente -de la que nos ocuparemos específicamente en el 

capítulo siguiente- en las Directrices comunitarias sobre ayudas estatales en 

favor del medio ambiente, recientemente publicadas por la Comisión^^^ ge incluye 

un singular criterio de compatibilidad para las ayudas a campañas publicitarias 

dirigidas a la sensibilización medioambiental en estos términos: 

s^La última de ellas aprobada por Orden de 30 de enero de 1997, de la Consejería de 
Agricultura y Ganadería, sobre apoyo en materia de promoción comercial a las industrias 
agrarias y alimentarias de Castilla y León, BOCyL n° 26, de 7 de febrero. 

84DOCEC72,del0.3.94,p. 3. 
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"No entrarán dentro del ámbito de aplicación del 

apartado 1 del artículo 92 del Tratado CE, las ajoidas para 

campañas publicitarias de sensibilización medioambiental y de 

información específica sobre, por ejemplo, la recogida selectiva de 

residuos, ahorro de recursos naturales o productos no 

contaminantes, habida cuenta de su carácter general y de su escasa 

relación con la fase de comercialización en el mercado, por lo que 

no confieren beneficios financieros concretos a empresas 

determinadas. En principio, las actividades de información que 

estén sujetas al apartado 1 del artículo 92 podrán acogerse a 

exención" (punto 3.3). 

V. AYUDAS A LAS AGRUPACIONES DE PRODUCTORES 
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Ya nos hemos referido en el capítulo cuarto a las agrupaciones de 

productores, al tratar las particularidades en la aplicabilidad a las mismas de las 

normas de competencia previstas en los artículos 85 y 86 del Tratado. 

Destacamos ya en aquel momento el papel que les ha confiado el derecho 

derivado -incluso en el seno de las propias organizaciones comunes de 

mercado^^-, al objeto de servir al desarrollo racional de la producción, al empleo 

óptimo de los factores de producción, a la consecución de un nivel de vida 

equitativo para la población agrícola y a la estabilización de los mercados. 

Patentes las deficiencias estructurales a nivel de la oferta y de la 

comercialización, "caracterizadas por el insuficiente grado de organización de los 

productores" (artículo 1 del Reglamento del Consejo 952/97) se impone, 

parafi'aseando al profesor LÓPEZ RAMÓN, "consolidar el concepto de 

comercialización como culminación del esñierzo productivo en la agricultura"^^. 

De ahí la aprobación del Reglamento horizontal citado, que pretende fomentar la 

constitución de las agrupaciones de productores y sus asociaciones '̂̂ , más allá de 

^^Paradigma de esta intervención siempre ha sido la OCM del sector de frutas y hortalizas, 
cuyo Reglamento de aplicación es el n** 2200/96 del Consejo, de 28 de octubre de 1996 (DOCE 
L 297, de 21.11.96, p. 1). 

^^LÓPEZ RAMÓN, F., Agricultura, cit., p. 389. En esta línea, el artículo 5.1 proclama como 
finalidad de la constitución de estas agrupaciones "adaptar en común la producción y oferta de 
los productores miembros a las exigencias del mercado" 

^^Los artículos 4, 5, y 6 del Reglamento 952/97 -cuya normativa interna complementaria para 
regular el reconocimiento de las agrupaciones fue aprobada por Real Decreto 280/1988, de 18 
de marzo, estando aún en vigor el antiguo Reglamento 1360/78, (BOE n° 80, de 2.4.88)-
establecen una serie de requisitos subjetivos y objetivos para su constitución. 

Subjetivamente, se establece que estarán compuestas por productores individuales o 
por éstos y organizaciones de producción, aunque los Estados miembros podrán reconocer 
agrupaciones que incluyan otras personas distintas, siempre que se garantice que los 
productores conserven el control de las agrupaciones y el de sus decisiones. Se fija un periodo 
de permanencia mínimo de 3 años. En nuestro derecho se establece que podrán revestir la 
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la normativa específica de algunas organizaciones de mercado, para lo cual se 

admite el concurso financiero de los Estados^^, en las condiciones que 

examinaremos en adelante. Parece oportuno para ello distinguir entre las ayudas 

que amenazan con interferir en los mecanismos de las organizaciones comunes de 

mercado del resto de medidas de apoyo público -aunque con relación a estas 

últimas son forzadas las remisiones fi^ecuentes a los criterios materiales de 

admisibilidad de las distintas ayudas que ya han sido examinadas o lo serán en 

secciones posteriores. 

A. Ayudas que interfíeren en los mecanismos de las OCM 

forma de Cooperativas, Sociedades Agrarias de Transformación y cualesquiera otras entidades 
con personalidad jurídica (el inciso último fue incluido por medio de la corrección de errores 
publicada en BOE n" 108, de 5.5.88). 

Desde el punto de vista objetivo quedan obligadas a contribuir a la realización de los 
objetivos del artículo 39 del Tratado, a aplicar reglas comunes de producción y 
comercialización, justificar suficiente actividad económica, excluir toda discriminación 
contraria al funcionamiento del mercado común, tener personalidad jurídica y capacidad 
jurídica suficiente, según el derecho nacional, para ser sujeto de derechos y obligaciones, llevar 
una contabilidad separada para las actividades que sean objeto de la agrupación, etc. Sobre ello 
puede consultarse LÓPEZ RAMÓN, F., op. cit., p. 390-391, y DELGADO DE MIGUEL, J.F., 
Derecho agrario... cit., p. 233. 

8^Dice el artículo 18 del Reglamento: 
"El presente Reglamento no prejuzga la facultad de los Estados 

miembros para adoptar, en el ámbito del presente Reglamento, medidas de 
ayuda suplementarias cuyas condiciones o modalidades de concesión difieran 
de las aquí previstas, o cuyos importes excedan los límites máximos que aquí 
se establecen, siempre que estas medidas sean adoptadas de conformidad con 
los artículos 92, 93 y 94 del Tratado". 

En aplicación de esta previsión, y de acuerdo con la normativa estatal citada, las 
Comunidades Autónomas aprueban sus programas de fomento del asociacionismo. La última 
nomativa de su regulación y convocatoria para Castilla y León fue aprobada por Orden de 30 
de enero de 1997 (BOCyL tí° 26, de 7 de febrero). 
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Resulta evidente que el apoyo público nacional a una organización de 

productores en sectores afectados por una organización común de mercado que 

confíe a esas agrupaciones importantes funciones en la ejecución de su normativa 

específica, no puede implicar una interferencia o falseamiento de los mecanismos 

de la organización común^ .̂ 

Este planteamiento, consecuencia del carácter exhaustivo y completo 

de las organizaciones de mercado y consiguiente exclusión de toda competencia 

de los Estados miembros para adoptar medidas que puedan influir en el mercado 

del producto en cuestión, como la adopción de ayudas complementarias a las 

previstas por la propia organización común, ha llevado a la Comisión a fiscalizar 

diversos regímenes de ayuda establecidos por los Estados miembros en favor de 

agrupaciones de productores. Ocurrió con el programa nacional AIMA con el que 

Italia pretendía conceder una ayuda nacional en favor de las organizaciones de 

productores de aceite de oliva y sus uniones^o. En el seno de esta organización de 

mercado, la Comisión, a través del Reglamento 3061/84, sucesivamente 

reformado, había contemplado la posibilidad de que los Estados miembros, en 

determinadas condiciones, pudieran conceder ayudas a las organizaciones de 

productores y a sus uniones. Incumplidas tales condiciones, se estableció un 

régimen de ayuda que "permite financiar actividades que podrían influir en el 

mercado", por lo que la Comisión obligó a suprimir la ayuda en la parte que 

sobrepasaba el límite máximo autorizado para Italia. Lo razonó de esta manera: 

ŝ El considerando 5" del Reglamento 952/96 advierte que han de adoptar las garantías 
necesarias para que tales organizaciones "por su posición o su actividad económica, no 
entorpezcan el funcionamiento del mercado común y los objetivos generales del Tratado". 

90Decisión de 24 de febrero de 1993, DOCE L 218, de 28.8.93, p. 53; comunicación sobre 
incoación del procedimiento de artículo 93.2 en DOCE C 164, de 1.7.92, p. 2. 
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"Hay que considerar que la ayuda se refiere a un 

producto sujeto a una organización común de mercados y que 

existen límites respecto a las competencias de los Estados 

miembros para intervenir en el funcionamiento de dicha 

organización, que comprende, en particular, un sistema de precios 

comunes y (en este caso) un régimen de ayudas a las organizaciones 

de productores, que por ello mismo son competencia exclusiva de la 

Comunidad"9i. 

En la decisión de 14 de marzo de 1995, la Comisión enjuició, entre 

otras, una ayuda excepcional concedida para paliar los afectos de la crisis que 

sufrían los productores de leche de oveja y cabra en la isla de Cerdeña^^^ producto 

sometido a una organización común de mercado. La medida, que fue considerada 

ilegal, consistía en el pago de un complemento de renta consistente en el abono 

de 170 liras/litro de leche, lo que implicaba una infracción de las normas que 

rigen la organización de mercado, las cuales prohiben las ayudas cuyo importe se 

determine en función de los precios y de las cantidades producidas. 

B. Otras medidas de ayuda 

^^Decisión cit, apartado VI, n° 3. 

^^Decisión de 14 de marzo de 1995, relativa a determinadas ayudas concedidas por Italia 
(Cerdeña) en el sector agrario, DOCE L 218, de 14.9.95, p. 20. 
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Los Estados miembros pueden arbitrar, sin embargo, medidas de 

apoyo público de signo distinto a las agrupaciones de productores, en muchos 

casos con un carácter "horizontal", es decir, que no atañen a un único sector de 

producción, de tal manera que todas las agrupaciones pueden ser objeto de ellas. 

Amén de las categorías de ayudas cuyos criterios de admisibilidad son generales, 

cualquiera que sea su destinatario -agricultor o empresario individual o 

agrupación de productores-, criterios para los que nos remitiremos a sus 

respectivos análisis específicos, existen medidas de ayuda especialmente 

destinadas a favorecer el establecimiento de estas agrupaciones, con su régimen 

particular, y de las que nos ocuparemos primeramente. 

1. Ayudas destinadas a la constitución y funcionamiento 

administrativo de las agrupaciones 

Es competencia de los Estados miembros el reconocimiento de las 

agrupaciones de productores y de sus asociaciones (artículo 4 del Reglamento 

952/97), incluidas las existentes en el momento de la entrada en vigor de 

reglamento citado, o en su caso, al producirse la incorporación de los nuevos 

Estados. Reconocimiento que en nuestro derecho ha regulado el Real Decreto 

280/1988, exigiendo la fomulación de solicitud ante la Comunidad Autónoma en 

cuyo territorio tengan su domicilio social la entidad, con acreditación de una serie 

de extremos (artículo 3). A aquélla corresponde el reconocimiento de las 

asociaciones -del que se dará traslado al Ministerio de Agricultura, Pesca y 

Alimentación-, salvo que se trate de uniones que estén integradas por 
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agrupaciones de productores que pertenezcan a más de una Comunidad 

Autónoma, en cuyo caso el reconocimento compete al propio Ministerio. 

Las condiciones para acceder a las ayudas destinadas a la constitución 

y funcionamiento administrativo de las agrupaciones fueron detalladas en los 

artículos 10 y 11 del Reglamento 952/97. Establece una limitación temporal para 

su prestación -los tres años siguientes a la fecha de su reconocimiento, debiendo 

hacerse el desembolso en el plazo máximo de cinco años- y unos límites en la 

cuantía de la ayuda -5 %, 5 %, 4 %, 3 % y 2 % del valor de los productos 

comercializados, en el primer, segundo y tercer, cuarto y quinto año 

respectivamente desde su reconocimiento, no pudiendo exceder durante el 

primer, segunod y tercer año del 60, 40 y 20 % de los gastos reales de 

constitución y funcionamiento administrativo, a lo que añade que la ayuda no 

podrá sobrepasar el importe global de 120.000 ecus. 

Al tratarse de una acción común se establece que el pago de estas 

ayudas se efectuará de conformidad con lo dispuesto en el artículo 21 del 

Reglamento (CEE) n° 4253/88^3^ pero añade que para el pago del saldo o 

reembolso, además de las condiciones establecidas en aquel Reglamento se 

requerirá una declaración de los pagos efectuados por los Estados miembros a lo 

largo de un año civil y un informe sobre la aplicación de estas medidas. Más allá 

de la acción común, se admiten (artículo 18) "medidas de ayuda complementaria 

cuyas condiciones o modalidades de concesión difieran de las aquí previstas, o 

^̂ De hecho, el artículo 6 del Real Decreto 280/1988 establece que "las Agrupaciones de 
Productores y sus Uniones que se reconozcan tendrán derecho a percibir ayudas destinadas a la 
constitución y funcionamiento administrativo de acuerdo con las condiciones establecidas en 
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cuyos límites excedan de los límites máximos que aquí se establecen", aunque en 

tales supuestos estas ayudas habrán de adoptarse de conformidad a los artículos 

92 a 94 del Tratado. 

2. Ayudas para la incorporación de nuevos miembros 

Como medida de efectos análogos a las ayudas a la constitución de 

agrupaciones, se viene autorizando por la Comisión la prestación de las 

subvenciones destinadas a financiar la incorporación de nuevos miembros en 

aquéllas -ya se trate de agregación de agricultores a las asociaciones o de la 

integración de pequeñas entidades en uniones de mayor entidad. 

En comunicación de la Comisión en virtud del apartado 2 del artículo 

93 del Tratado, relativa a las ayudas que España (Aragón) había decidido 

conceder en favor de las cooperativas agrarias, advirtió la Alta Institución que: 

En efecto, la Comisión, según su práctica, autoriza a los 

agricultores o cooperativas en forma de una parte (50 % máximo) 

de la aportación que éstos tienen que hacer para integrarse en una 

cooperativa o agrupación como medida destinada a favorecer la 

los artículos 10 y 11 del Reglamento (CEE) n° 1360/78 del Consejo y Reglamento (CEE) n" 
1084/80 de la Comisión". 
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integración de pequeñas entidades en grandes entidades que tienen 

efectos análogos a las ayudas a la constitución de cooperativas" '̂*. 

Pero advierte la Comisión, y por ello incoó el procedimiento de 

fiscalización de ayudas, que "en cambio, si no se trata de una nueva aportación de 

capital de los asociados de la entidad sino de una transferencia de capital ya 

existente en la entidad absorbida o integrada a otra entidad, la ayuda no sería 

conforme a los criterios de la Comisión para este tipo de ayudas (ya que) se 

destinaría a la capitalización de la entidades y, según la práctica de la Comisión, 

este tipo de ayudas sólo pueden considerarse compatibles con el mercado común 

si se destinan a la realización de inversiones -si estas inversiones son conformes a 

las disposiciones comunitarias y a las limitaciones sectoriales existentes-. (Por 

contra, en este caso) podría destinarse al fimcionamiento de la entidad. Por tanto, 

esta ayuda se consideraría como incompatible con el mercado común ya que 

reúne los requisitos previstos en el apartado 1 del artículo 92 del Tratado". 

De lo dicho se concluye el establecimiento de un límite al importe 

consentido de la aportación pública destinada a la integración de nuevos 

miembros en las agrupaciones (50 %)^^, el conocido juicio riguroso de la 

Comisión en relación a las ayudas de funcionamiento, y la remisión a los criterios 

limitativos de las ayudas a la inversión. 

94DOCE C 293, de 21.10.94, p. 10. 

^^Los proyectos de ayuda nacional con este fin comunicados a la Comisión se cuidan de 
respetar este porcantaje. Así, ayuda proyectada por Aragón para la integración de nuevos 
miembros en las cooperativas agrarias, aprobado el 15 de julio de 1993 (cfr. DOCE C 321, de 
27.11.93, p. 7). 
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3. Otras ayudas a las agrupaciones de agricultores: ayudas al 

saneamiento y a la realización de inversiones. Remisión 

Resulta baladí advertir que otras categorías de ayudas, de distinta 

finalidad, destinadas a los agricultores y mediatizadas por sus agrupaciones, 

habrán de respetar los criterios específicos establecidos para ellas con carácter 

general (ayudas a la publicidad, destinadas a compensar los daños causados por 

desastres naturales, a las inversiones, etc.). Haremos una breve referencia a las 

ayudas destinadas al saneamiento de las asociaciones y a la realización de 

inversiones, que habrán de analizarse en estrecha conexión, ya que la Comisión 

habitualmente sólo admite las primeras, so pena de considerarlas como ayudas de 

funcionamiento, cuando sean consecuencia de operaciones de inversión. 

La Comisión ha puesto de manifiesto en diversas ocasiones -e 

incoado en su virtud varios procedimientos de control del artículo 93.2^6-, que las 

ayudas destinadas al saneamiento de cooperativas constituyen, como regla 

general, ayudas de funcionamiento, que, en principio, sólo pueden considerarse 

compatibles con el mercado común si cumplen las tres condiciones siguientes: 

-deben tener por objeto las cargas financieras derivadas 

de préstamos contraídos para financiar inversiones ya realizadas; 

^^Comunicación sobre apertura del procedimiento en relación con la ayuda que Italia (región de 
Liguria) tiene el propósito de conceder a favor de la cooperación agraria (DOCE C 159, de 
10.6.94, p. 3); o en relación al proyecto de ayuda para la región de Friuli-Venezia Giulia para el 
saneamiento de cooperativas (DOCE C 155, de 7.6.94, p. 5). 
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-el equivalente de subvención acumulado de las ayudas 

concedidas al contraerse los préstamos y las ayudas en cuestión no 

puede superar los porcentajes generalmente autorizados por la 

Comisión (sobre los cuales nos remitimos a lo que se dirá en el 

capítulo siguiente); 

-obligada vinculación a la necesidad de reajustar los 

tipos de los nuevos préstamos, efectuados para reflejar la variación 

del interés del dinero o destinarse a explotaciones agrarias que 

ofrezcan garantías de viabilidad, especialmente si las cargas 

financieras derivadas de los préstamos existentes comprometen a 

dichas explotaciones o pueden llegar a provocar su quiebra. 

A esto añadió la Comisión, en la misma comunicación relativa a un 

procedimiento ex artículo 93.2 incoado contra Italia (cfr. DOCE C 159, de 

10.6.94) que "la exigencia de tales condiciones tiende a garantizar que sólo 

puedan beneficiarse de esas ayudas las explotaciones y cooperativas que, siendo 

en principio rentables, se encuentren, tras la realización de una acción destinada a 

la mejora permanente de las estructuras agrarias (inversión^^) en una situación de 

penuria económica a causa de circunstancias especiales, imprevisibles y no 

imputables al poseedor o poseedores de la explotación o cooperativa". Términos 

éstos que fiíeron prácticamente reproducidos en la decisión final del 

procedimiento, en la que además advirtió la Comisión que "es normal que las 

^̂ Las frecuentes autorizaciones de ayudas a agrupaciones para realización de inversiones 
vienen siempre condicionadas, como es lógico, al respeto de los límites sectoriales para este 
tipo de ayudas, ya se trate de inversiones en la transformación y comercialización o en el 



474 

fuerzas que operan en una economía de mercado puedan acarrear la desaparición 

de empresas no competitivas"^s. Añadió la Alta Institución que "además, las 

medidas previstas tampoco se ajustan a las directrices comunitarias sobre ayudas 

de Estado de salvamento y reestructuración de empresas en crisis"^?. 

De lo dicho concluimos el juicio riguroso asumido por la Comisión en 

los últimos años sobre las ayudas de saneamiento o salvamento, las cuales, en 

cuanto no cabe circunscribir sus beneficiarios a las asociaciones agrarias, 

merecen un estudio específico. Encajan en la última categoría de las que hemos 

denominado "ayudas de protección", y que calificaremos, con expresión más 

amplia, siguiendo a BARTHÉLÉMY, como "ayudas coyunturales"íoo 

ámbito de la producción primaria. Vid., entre muchos otros, DOCE C 183, de 6.7.93, p. 5; 
DOCE C 321, de 27.11.93, p. 6; DOCE C 183, de 5.7.94, p. 4; DOCE C 155, de 7.6.94, p.5. 

^^Decisión de la Comisión de 13 de marzo de 1996; DOCE L 244, de 25.9.96, p. 10, en 
particular, apartado IV, n** 6 (p. 12). También reprobó la Comisión unas ayudas italianas 
destinadas a hacer frente al desequilibrio financiero de un consorcio agrario en la decisión de 
14 de marzo de 1995, ya citada, al entender que "el efecto de las mismas es enjugar las deudas 
de las cooperativas benefíciarias". 

99Apartado IV, n" 7. 

^OOBARTHÉLÉMY, M., Lapolitique communautaire... cit., p. 94. 
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VI. AYUDAS COYUNTURALES 

La existencia de explotaciones agrarias, empresas, o -como acabamos 

de considerar- de agrupaciones de productores, con dificultades para su 

supervivencia, relacionadas con la nueva política restrictiva en materia de 

precios, amén de otros causas, ha llevado a la Comisión a admitir 

"excepcionalmente" ayudas nacionales de auxilio o salvamento. Han de 

entenderse como ayudas coyunturales, en cuanto ligadas a dificultades 

circunstanciales en la tesorería de explotaciones o empresas en principio viables. 

"Garantías estatales en favor de agricultores endeudados''^^^ "bonificaciones de 

intereses de los créditos de campaña de los agricultores"^02^ "ayudas a la tesorería 

de las explotaciones agrarías familiares que pueden llegar a estar en peligro"^03^ 

lOiDOCE C 328, de 4.12.93, p. 3, (Dinamarca). 

102DOCE C 317, de 24.11.93, p. 5 (España, Islas Canarias). 

lo îbid., p. 7, (Alemania, Sajonia), o DOCE C 264, de 21.9.94, p. 7 (Alemania, Mecklemburgo-
Pomerania Occidental). 
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"ayuda excepcional a los ganaderos que se encuentran en dificultades a causa del 

aumento espectacular de los tipos de interés"íO'*, "crédito a corto plazo, para la 

financiación del pago inmediato de las ventas de los productos agroalimentarios 

entre los productores y las cooperativas y otras agrupaciones agrarias"io5^ "líneas 

de crédito para reducir los problemas de liquidez de los agricultores" 1̂6̂  

"financiación estatal de los intereses de préstamos bancarios a corto plazo 

concedidos a colectores autorizados de cereales"^^'', "subvenciones a los 

agricultores y ganaderos para la adquisición de medios de producción destinados 

a sus explotaciones, merced a créditos de campaña"lo^^ son algunas de las 

modalidades de ajmdas nacionales de este tipo autorizadas, en tiempos recientes, 

por la Comisión europea. 

No obstante, pese al considerable número de medidas de este género 

que han sido admitidas, es patente el propósito de Comisión de profiíndizar en las 

exigencias de una mayor competencia, lo que comporta "la necesidad de llevar a 

cabo un control exhaustivo y firme de las ayudas de Estado que se conceden en la 

Comunidad Europea". En estos términos se manifestó en la comunicación de 

1994 sobre "Directrices comunitarias sobre ayudas de Estado de salvamento y de 

reestructuración de empresas en crisis"^^^, que se declara aplicable "a todos los 

^o^DOCE C 321, de 27.11.93, p. 9, (Grecia). 

105DOCE C 302, de 28.10.94, p. 8 (Portugal), 

lo^ibid. p. 9, (Portugal). 

107DOCE C 183, de 5.7.94, p. 4, (Francia). 

^o Îbid. p. 5, (España, Castilla-La Mancha). 

109DOCE C 368, de 23.12.94, p. 12. 
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sectores", no obstante lo cual "en los sectores regulados por normas específicas 

sobre ayudas estatales, las presentes Directrices sólo serán aplicables en la 

medida en que sean compatibles con aquéllas (...) En el sector agrario, los 

Estados miembros pueden optar por seguir aplicando las normas específicas 

sobre ayudas de salvamento y de reestructuración como una alternativa a las 

presentes Directrices"^^o. Tales normas específicas fiíeron ya expuestas más 

arriba al tratar de las ayudas al saneamiento de agrupaciones de productores: 

origen de las deudas en las cargas financieras derivadas de inversiones realizadas, 

respeto de los porcentajes admitidos, mediación de una modificación en los tipos 

de los préstamos -en definitiva, de una circunstacia no imputable al agente 

beneficiario-, y garantía de viabilidad. Se trata, en último término, de que la 

intervención pública no produzca los mismos efectos distorsionantes que 

cualquier ayuda de fiíncionamiento. Si aquellos extremos no resultan acreditados, 

la Comisión no duda en incoar el procedimiento del apartado 2 del artículo 93 del 

Tratado''^ 

El propósito de la Comisión de acometer una política más prudente en 

relación a estas ayudas coyunturales le ha llevado también a revisar 

recientemente su política sobre créditos de gestión subvencionados a la 

agricultura -no relacionados con inversiones-, para lo cual ha publicado una 

"Comunicación sobre ayudas de Estado en forma de préstamos a corto plazo con 

bonificaciones de intereses en el sector agrario ('créditos de gestión')"^^^. 

H0Punto2.2. 

iiiDOCE C 271, de 29.9.94, p. 14; en relación con una ayuda que Italia (región de Cerdeña) ha 
concedido a empresas agrarias en dificultad. 
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Consciente de que "por motivos inherentes a la naturaleza de este sector y las 

actividades afínes, sobre todo el carácter estacional de la producción y la 

estructura de las explotaciones agrarias, la agricultura comunitaria puede verse 

relativamente desfavorecida respecto a los agentes económicos de otros sectores, 

tanto desde el punto de vista de la necesidad de obtener préstamos a corto plazo 

como de su capacidad para financiarlos", la política de la Comisión, desde hacía 

varios años, había consistido en no oponerse a las ayudas de Estado en el sector 

agrario concedidas en forma de préstamos bonificados a corto plazo. Las únicas 

condiciones a las mismas -como la propia Comisión expone en la comunicación-

eran la duración máxima de un año de los préstamos y la imposibilidad de que 

éstos se limiten a un sólo producto o una sola operación. Convencida de que estas 

ayudas de Estado resultan asimilables a las subvenciones de fiíncionamiento, 

advierte la Comisión que su política consistirá en la denegación de las mismas, 

salvo que, dentro de la zona administrativa de la autoridad que la conceda, se 

ofrezcan a todos los agentes económicos del sector agrario -en principio 

agricultores- de forma indiscriminada cualquiera que sea la actividad agraria para 

las que el agente necesite el préstamo a corto plazo*^ ,̂ y que la ajoida se limite a 

la cuantía estrictamente suficiente para compensar las desventajas descritas más 

arriba, que deberá cuantificarse por el Estado miembro "aunque siempre 

limitándose a la diferencia entre el tipo de interés concedido a un agente 

'i^DOCE C 44, de 16.2.96, p. 2. Recoge los criterios adoptados tras el examen conjunto 
realizado por los Estados miembros en la reunión del grupo de trabajo sobre "condiciones de 
competencia en el sector agrario", celebrada el 3 de mayo de 1995. 

'^^Lo que se excepciona en el párrafo siguiente en estos términos: "No obstante, la Comisión 
aceptará las ayudas nacionales para estos préstamos que excluyan, según la apreciación del 
Estado miembro interesado, determinadas actividades o agentes económicos siempre que dicho 
Estado miembro pueda demostrar que todos los casos de exclusión están debidamente 
justificados por el hecho de que los excluidos experimenten a la hora de obtener préstamos a 
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económico típico del sector agrario y el aplicado a los préstamos a corto plazo en 

los demás sectores de la economía del Estado miembro en cuestión" i'̂ .̂ 

Junto a esto, la Comisión propone mantener los demás aspectos de su 

política en este ámbito, es decir, la limitación del plazo de los préstamos a un 

máximo de un año (aunque prorrogable anualmente para cada benfíciario durante 

el período de validez del régimen, siempre que sigan reuniéndose las condiciones 

necesarias para su concesión, y el hecho de que puedan contarse entre los 

beneficiarios, a discreción del Estado miembro en cuestión, además de los 

agricultores, todo agente económico dedicado a la comercialización de los 

productos agrícolas. 

corto plazo dificultades intrínsecamente menos importantes que las prevalentes en los demás 
sectores de la economía agraria". 

'̂ '̂ Todos los textos intrecomillados proceden de la "Comunicación" cit., cfr. DOCE C 44, cit. 
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I. AYUDAS A LAS INVERSIONES ESTRUCTURALES 

Las ayudas nacionales a las inversiones ocupan, en palabras de 

BARTHELEMY, un lugar preferencial entre las ayudas admitidas i. En realidad, 

todas las examinadas en este capítulo, encaminadas de una manera o de otra a la 

orientación o reconversión de la producción del campo, son ayudas a las 

inversiones, aunque en esta sección nos ocuparemos de las destinadas en concreto 

a la producción primaria de las explotaciones agrícolas y a la transformación y 

comercialización -que también concurren a la productividad del sector- y que 

conjuntamente constituyen las ayudas estructurales por definición. Finalidades 

más señaladas de las ayudas de inversión justifican que nos ocupemos más 

adelante, de modo específico, de aquéllas orientadas a favorecer la mejora de la 

calidad de los productos, a la protección del medio ambiente o a fomentar el 

rejuvenecimiento de la población campesina. 

Estas ayudas a las inversiones estructurales encuentran la ratio de su 

compatiblidad con el mercado común -y por ende, el fiíndamento para 
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excepcionar la regla general prohibitiva del apartado 1 del artículo 92 del 

Tratado- en el apartado 3, letra c, del mismo artículo, que autoriza a la Comisión 

a considerar compatibles "las ayudas destinadas a facilitar el desarrollo de 

determinadas actividades o de determinadas regiones económicas, siempre que 

no altere las condiciones de los intercambios en forma contraria al interés 

común". Es decir, se tolera un efecto desfavorable para los intercambios en la 

medida que resulte compensado por ciertas ventajas desde el punto de visto del 

interés común (lo cual no es sino trasunto de la filosofía comunitaria sobre la 

competencia, ya expuesta: respeto a las reglas de una competencia paritaria, que 

recela de auxilios públicos nacionales -que resultan, por tanto, y como regla 

general, prohibidos- por cuanto alteran las condiciones de los intercambios entre 

los Estados; y, junto a esto, toma en consideración de otros intereses comunes 

que se superponen al libre-comercio, y que tienen la virtualidad de excepcionar 

aquella regla general). La ponderación de estos extremos se confía a la Comisión, 

otorgándole para ello un amplio margen de apreciación. 

A esto hay que añadir, además, la facultad del Consejo, al amparo del 

artículo 42, de "autorizar, en especial, la concesión de ayudas: para la protección 

de las explotaciones desfavorecidas por condiciones estructurales o naturales 

(letra a); o en el marco de programas de desarrollo económico (letra b)". 

A. Ayudas en el ámbito de la producción primaría 

^BARTHÉLÉMY, M., Lapolitique communautaire... cit, p. 89. 
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Se trata de analizar aquí las ayudas a las inversiones al nivel de las 

explotaciones agrícolas, es decir, aquéllas que tienen como objetivo la mejora 

permanente de las condiciones de producción primaria. El texto básico, que 

regula, en principio de modo exhaustivo, los criterios a respetar para el 

otorgamiento de estas ayudas es el Reglamento (CEE) n° 950/97, "relativo a la 

mejora de la eficacia de las estructuras agrarias", al que ya nos hemos referido, 

que vino a sustituir al n° 2328/91 del Consejo, de 15 de julio de 1991, que a su 

vez había reemplazado al n° 797/85. Se prevé en el mismo el establecimiento de 

una acción común con arreglo al apartado 1 del artículo 2 del Reglamento (CEE) 

n° 4256/88 -que codificó la participación financiera del FEOGA, sección 

"Orientación" en las actuaciones tendentes a la adaptación de las estructuras 

agrarias- y, a la vez, admite la posibilidad de concesión, bajo ciertas condiciones 

-y en ello nos detendremos particularmente-, de ayudas nacionales con la misma 

finalidad. Respecto a éstas advierte -Exposición de Motivos- que, en cuanto que 

la mejora de la eficacia de las estructuras constituye un elemento indispensable 

del desarrollo de la política agraria común, "resulta por tanto conveniente que se 

fiandamente sobre una concepción y criterios comunitarios^^ (considerando sexto). 

En cualquier caso, resulta evidente que las disposiciones de los artículos 92 y 

siguientes del Tratado sólo serán aplicables en la medida que el Reglamento 

950/97 lo prevea. 

El propio Reglamento comunitario impone a los Estados miembros la 

obligación de comunicación de los proyectos de disposiciones legales, 

reglamentarias o administrativas de su aplicación, en particular las relativas a las 

ayudas nacionales (artículo 30)2. Cumplimentado este requisito, se aprobaron 
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sucesivos reglamentos internos: el primero aprobado por Real Decreto 808/1987, 

de 19 de junio (al amparo de derogado Reglamento (CEE) 797/85), sustituido por 

el Real Decreto 1887/1991, de 30 de diciembre, a su vez reemplazado por el Real 

Decreto 204/1996, de 9 de febrero, "sobre mejoras estructurales y modernización 

de las explotaciones agrarias"3, hoy en vigor -reformado recientemente por el 

Real Decreto 1153/97, de 11 de julio"*, para mejor ajuste al Reglamento 

comunitario 950/97- , que incorpora nuevas líneas de ayuda previstas en la Ley 

de Modernización de las Explotaciones Agrarias de 1995. Consciente de que los 

fines en el ámbito de la eficacia de las estructuras estructuras agrarias -

parafiraseando en su Preámbulo al Reglamento 204/96- "han de ser alcanzados 

dentro de la política estructural de la Unión Europea y por tanto, con una 

concepción y criterios comunitarios", apunta que esto no es obstáculo para 

"abordar simultáneamente las singularidades de la agricultura española". 

Junto a esta reglamentación, resulta forzada la aprobación de 

normativas autonómicas que establezcan las medidas de su aplicación en sus 

respectivos ámbitos, en el marco de las competencias de desarrollo normativo y 

ejecución atribuidas a las Comunidades Autónomas. Así, para Castilla y León, el 

último desarrollo normativo es el aprobado por la Orden de 24 de enero de 1997, 

de la Consejería de Agricultura y Ganadería, "por la que se regulan y convocan 

^Es de notar en este punto la mayor preocupación por el control de las medidas nacionales que 
revela los Reglamentos 950/97 y 2328/91 en relación a su precedente, el Reglamento 797/85, 
que, al prescribr la obligación de notificación a la Comisión de los proyectos de normativa 
nacional advertía que habrían de serlo incluidas las relativas a las ayudas nacionales. 

3B0En° 36, de 10.2.96 

4BOEnM83, de 1.8.97. 



485 

ayudas para la mejora de estructuras agrarias en aplicación del Reglamento 

(CEE) 2328/91 y del Real Decreto 204/1996"5. 

1. Acción común 

El objetivo esencial del Reglamento 950/71 es el establecimiento de 

una acción común en favor de las explotaciones, cuya finalidad genérica concreta 

en "acelerar la adaptación de las estructuras agrarias de la Comunidad"^. Su 

ejecución corresponde a los Estados miembros; los gastos por éstos efectuados 

serán elegibles con cargo al FEOGA o cofinanciados por los propios Estados, si 

se cumplen las condiciones para la participación financiera de la Comunidad, 

detallados en el artículo 5̂  y siguientes (requisitos de elegibilidad). A estas 

5BOCyLn° 25, de 6.2.97. 

^Finalidad que el artículo 1 sitúa en la consecución de los siguientes objetivos: 
-contribuir a restablecer el equilibrio entre la producción y la capacidad del mercado; 
-contribuir a la mejora de la eficacia de las explotaciones agrarias mediante la 
consolidación y reorganización de sus estructuras y la promoción de actividades 
complementarias; 
-mantener una comunidad agrícola capaz de contribuir al desarrollo del entramado 
social de las zonas rurales; 
-contribuir a la protección del medio ambiente y al mantenimiento del espacio rural. 

^Se requiere que el titular: 
a) ejerza su actividad principal en el sector agrario. No obstante, los Estados miembros 

podrán aplicar el régimen de ayudas a los titulares de explotaciones agrarias que, sin ser 
agricultores como actividad principal, obtengan al menos un 50 % de su renta global a partir de 
actividades agrícolas, forestales, turisticas, artesanales, o de actividades relacionadas con la 
conservación del espacio rural; 

b) posea una capacidad profesional suficiente; 
c) presente un plan de mejora material de la explotación (que debe incluir una 

descripción de la situación actual, una descripción de la situación después de la realización del 
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ayudas -destinadas a inversión en explotaciones, instalación de jóvenes 

agricultores, introducción de contabilidad y puesta en marcha de agrupaciones, 

sostenimiento de la renta agrícola en zonas de montaña o desfavorecidas, y 

adaptación del formación profesional-, en cuanto adoptadas en virtud de su 

reglamentación específica, les son inaplicables, en principio, los artículos 92 a 94 

del Tratado. Como garantía de compatibilidad, en forma de límite cuantitativo, se 

establecen, en el artículo 7.2, unos porcentajes del importe de la inversión 

consentida: 35 % en caso de bienes inmuebles y el 20 % para los demás tipos de 

inversión, incrementados hasta el 45 % y 30 % respectivamente si se trata de 

zonas desfavorecidas. 

2. Ayudas nacionales 

El Título IV del Reglamento 950/97 lleva por rúbrica "ayudas de 

Estado a las inversiones en explotaciones agrarias". El nuevo artículo 12 -único 

del este Título-, redactado con mayor coherencia que el mismo artículo del 

Reglamento 2328/91, se refiere en primer lugar a las que llama "ayudas 

generalmente admitidas"; se trata de ayudas nacionales que pueden ignorar las 

limitaciones sustantivas o de restricción del importe, que se establecen para 

otro tipo de ayudas. Habrán de ser concedidas, en todo caso, de acuerdo con los 

artículos 92 a 94 del Tratado, y destinarse a alguna de las siguientes finalidades 

(artículo 12.2): 

plan, establecida en función de un presupuesto estimativo, y una indicación de las medidas y, 
en particular, de las inversiones previstas); 
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-la adquisión de tierras^, 

-créditos de gestión bonificados cuya duración no 

exceda de una campaña agrícola, 

-medidas de ayuda para la adquisión de reproductores 

machos, 

-garantías para los préstamos contraídos, incluidos sus 

intereses, 

-medidas de ayuda para las inversiones relativas a la 

protección y mejora del medio ambiente, siempre que no 

supongan un aumento de la producción, 

-medidas para inversiones que tengan por objeto la 

mejora de las condiciones de higiene del ganado así como el 

cumplimiento de las normas comunitarias en materia de bienestar 

de los animales o de las normas nacionales cuando éstas sean más 

estrictas que las normas comunitarias, siempre que dichas 

inversiones no supongan un aumento de la producción. 

d) se comprometa a llevar una contabilidad simplificada. 

^Así lo establece el Real Decreto 204/1996, que dedica la sección T a las "ayudas nacionales 
para favorecer la movilidad de la tierra", que incluye unas ayudas a la adquisición de tierras 
(articulo 26) e incluía, igualmente, unos incentivos a los arrendamientos rústicos de mayor 
duración (artículo 27), ayudas éstas más tarde suprimadas por el Real Decreto 1153/97, por 
entender, en el marco de lo previsto en el apartado 2 del artículo 93 del Tratado, que afectaban 
a la competencia y a los intercambios entre Estados miembros. 
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-actividades distintas de las actividades agrícolas o 

ganaderas, en las explotaciones agrarias^ 

Como regla general, las ayudas estatales admitidas a este título no 

sobrepasarán el 35 % del montante de la inversión, pero es posible la admisión de 

excepciones a esta limitación^* .̂ 

Se admiten, por otra parte (artículo 12.3), ayudas nacionales 

complementarias a la inversión en las explotaciones agrícolas elegibles -que 

cumplen los requisitos de elegibilidad establecidos en los artículos 5 y 9-, que 

excedan de los porcentajes previstos en el artículo 7.2, ya mencionados, cuando 

su destino sea: 

-la construcción de edificios de explotación, 

-el traslado de los edificios de una explotación, 

efectuado por razones de interés público, 

-los trabajos de mejora territorial, 

-las inversiones destinadas a la protección y mejora del 

medio ambiente, 

^Finalidad ésta desconocida al amparo del Reglamento 2328/91. 

ôVid. BARTHÉLÉMY, M, Lapolitique communautaire... cit., p. 91, 
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siempre que esos importes más elevados se concedan respetando las 

prohibiciones y limitaciones sectoriales contempladas en el artículo 6 del 

Reglamento 950/97 -reflejo de la orientación comunitaria que ha de asumir toda 

ayuda- y de acuerso con los artículos 92 a 94 del Tratado. 

Por último, en caso de inversiones efectuadas en explotaciones que no 

cumplen los criterios para la financiación comunitaria ("explotaciones no 

elegibles"), pueden beneficiarse de ayudas nacionales (artículo 12.4), pero su 

cuantía deberá ser inferior en una cuarta parte, por lo menos, a los porcentajes 

máximos admitidos en el marco de la acción común, y además referirse a 

inversiones que no superen el volumen total indicado en el anexo I (90.000 ecus 

por UTH, o 180.000 por explotación), por un periodo de seis años, salvo que se 

trate de ayudas destinadas al ahorro energético, a la mejora territorial, protección 

y mejora del medio ambiente -siempre que no supongan un aumento de la 

capacidad de producción-, mejora de las condiciones de higiene en el ganado, o 

cumplimiento de las normas en materia de bienestar de los animales -con la 

misma limitación de que no supongan incremento de la capacidad de producción-

, o a las pequeñas explotaciones agrícolas -siempre y cuando el volumen de la 

inversión no supere los 45.000 ecus-. En estos casos las ayudas nacionales podrán 

alcanzar los valores e importes indicados para la acción común, pero habrán de 

ser cumplidas las condiciones sustantivas establecidas en el artículo 6^K Para 

''Después de advertir que el Consejo, a propuesta de la Comisión, podrá denegar o limitar la 
concesión de estas ayudas a las inversiones en explotaciones "cuando dichas inversiones tengan 
por efecto incrementar la producción en la explotación de productos que carezcan de salidas 
normales en los mercados", establece, en los apartados 3, 4, 5 y 6, importantes limitaciones 
para las ayudas destinadas a los sectores de producción lechera, porcina, carne de vacuno, 
huevos y aves de corral -llega por ejemplo a excluir la concesión de tales ayudas en el sector 
porcino, si produce un aumento del número de plazas de cerdos, o en el sector de los huevos o 
aves de corral, exceptuando las ayudas a las inversiones para la protección del medio ambiente, 
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estas ayudas se declaran inaplicables los artículos 92 a 94 -con excepción del 

apartado 2 del artículo 92 del Tratado-, lógicamente siempre que sean cumplidas 

las condiciones descritas. 

B. Ayudas para la mejora de las condiciones de transformación y 

comercialización de productos agrícolas 

En cuanto a las ayudas que tienen por objeto mejorar las condiciones 

de transformación y comercialización de los productos agrícolas, la política 

comunitaria se rige actualmente por el Reglamento (CEE) n** 951/97 del Consejo, 

de 20 de mayo de 1997, que ha sustituido al Reglamento n° 866/90, de 29 de 

marzo de 1990'^, en virtud de las modificaciones que se habían introducido 

sucesivamente en éste -que, a su vez, había derogado el Reglamento n** 355/77-. 

Como en el caso de las ayudas destinadas a la producción primaria, la 

Comunidad ha instaurado una acción común con arreglo al apartado 1 del 

artículo 2 del Reglamento (CEE) n° 4256/88, pero a la vez autoriza también a los 

Estados miembros -y es lo que particularmente nos interesa- a conceder ayudas 

nacionales, bajo determinadas condiciones, siempre de conformidad a lo 

dispuesto en los artículos 92 y 93 del Tratado. No obstante, tal facultad está 

limitada por el respeto a unos "criterios de selección" previstos en el Reglamento 

y detallados en las decisiones de aplicación adoptadas por la Comisión, que. 

las mejoras de las condiciones de higiene del ganado y el bienestar de los animales cuando no 
supongan un incremento de las capacidades. 
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aunque destinados inicialmente -en palabras del Reglamento 866/90- a 

determinar "las inversiones que se seleccionarán para ser subvencionadas por el 

Fondo"'3 -en el marco de la acción común-, fueron aplicados por la Comisión por 

analogía en la evaluación de las ayudas estatales '̂*. Más claro resulta esta 

aplicación a la luz del nuevo Reglamento comunitario, que se refiere a la 

aplicación de tales criterios de selección a "las inversiones que puedan optar a 

una ayuda" (nuevo artículo 8). 

La vigente normativa estatal de desarrollo de las medidas de ayuda 

comunitaria está contenida en el Real Decreto 633/1995, de 21 de abril^ .̂ Su 

procedimiento de gestión en el ámbito de Castilla y León figura en la Orden de 

24 de mayo de 1995^ ,̂ cumplimentada por la de 20 de febrero de 1996, que 

establece como plazo para la presentación de las solicitudes hasta el 30 de junio 

de 1999. 

^^DOCE L 91, de 6.4.90, p. 1, completado por el Reglamento 867/90, publicado en el mismo 
Diario Oficial, por el que las medidas establecidas en el Reglamento 866/90 se hacen 
extensivas al sector de la silvicultura. 

^^Artículo 8.1 del Reglamento 866/90, o, como afirma la Decisión de desarrollo 90/342/CEE, 
de 7 de junio de 1990 (DOCE L 163, de 29.6.90, p. 71), adoptada por la Comisión por mandato 
del artículo 8.3, tales criterios de selección "deben servir para encauzar las negociaciones de los 
marcos comunitarios de apoyo sectoriales con el fin de garantizar su coherencia con las 
políticas de mercados agrarios y para determinar las clases de inversiones prioritariamente 
seleccionables para ser subvencionadas por el Fondo o para su exclusión de una financiación 
comunitaria" (considerando 1 de la Exposición de Motivos). 

•4Vid. XXV Informe sobre la política de competencia (1995), Bruselas, 1996, n" 
193.Volveremos a esta cuestión más adelante, al tratar específicamente de las ayudas 
nacionales. 

^^"Por el que se regula el sistema de gestión de las ayudas comunitarias relativas a la mejora de 
las condiciones de comercialización y transformación de los productos agrícolas y silvícolas 
contempladas en los Reglamentos (CEE) 866/90 y 867/90" (BOE n° 98, de 25.4.95). 

i6BOCyLnM05, de 2.6.95 
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1. Acción común 

Con el fin de servir prioritariamente a la consecución del objetivo 5 a) 

definido en el artículo 1 del Reglamento (CEE) n° 2052/88 -"acelerar la 

adaptación de las estructuras agrarias"-, amén de su contribución a la realización 

de los objetivos n° 1, 6 y 5 b), es decir, el fomento del desarrollo de las regiones 

menos desarrolladas y de las zonas rurales, se establece en el Reglamento 951/97 

una acción común, conforme a la cual el FEOGA, sección "Orientación", podrá 

participar en la financiación de las inversiones que respondan como mínimo a 

una de las siguientes finalidades, que detalla el artículo 1.2: 

a) contribuir a orientar la producción según la 

evolución previsible de los mercados o favorecer la creación de 

nuevas salidas para la producción agricola; 

b) contribuir a aligerar los mecanismos de intervención 

de las organizaciones comunes de mercado respondiendo a una 

necesidad de mejora de las estructuras a largo plazo; 

c) afectar a regiones que presenten dificultades 

especiales de adaptación a las consecuencias económicas de la 

evolución de de la situación de los mercados o redundar en 

beneficio de tales regiones; 
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d) contribuir a mejorar o racionalizar los circuitos de 

comercialización de los productos o el proceso de transformación 

de los productos agrícolas; 

e) contribuir a mejorar la calidad, la presentación y el 

acondicionamiento de los productos o contribuir a una mejor 

utilización de los subproductos, especialmente mediante el 

reciclaje de residuos; 

f) contribuir a la adaptación de los sectores afectados 

por las nuevas situaciones derivadas de la reforma de la política 

agricola común; 

g) contribuir a facilitar la adopción de nuevas 

tecnologías centradas en la protección del medio ambiente; 

h) fomentar la mejora y el control de la calidad y de las 

condiciones sanitarias"'^. 

La financiación de las inversiones se realiza en el marco de los "planes 

de mejora estructural de los distintos sectores de productos", que deberán 

elaborar los Estados miembros interesados y remitir a la Comisión, y sobre la 

base de los "marcos comunitarios de apoyo", que se elaborarán de acuerdo con 

los Estados miembros en cuestión, en el marco de la cooperación, en todo caso de 
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conformidad con los criterios de selección de las inversiones establecidos por la 

Comisión. Estos marcos comunitarios de apoyo contendrán la descripción de los 

ejes prioritarios elegidos para la intervención comunitaria, así como el importe 

total de la ayuda financiera de que puede hacerse cargo el Fondo (artículo 7.2). 

Es de notar que uno de los objetivos de la reforma del Reglamento 

866/90 ha sido una mayor toma en consideración de las "distintas situaciones 

estructurales de las diversas regiones de la Comunidad", de tal manera que 

"conviene modular los porcentajes de participación en función de las categorías 

de regiones" (considerando 11 del Reglamento 951/97). De esta manera, si en el 

Reglamento 866/90 ya se establecían porcentajes de ayuda distintos según el 

objetivo de que se tratase, en el Reglamento 951/97 hace una distinción entre los 

planes elaborados y presentados por los Estados miembros respecto a las regiones 

abarcadas por los objetivos 1 y 6, y los planes que afecten al resto de regiones, en 

los que además habrá de distinguirse entre los datos relativos a las zonas del 

objetivo 5 b) de los relativos al resto de su territorio. 

Los criterios de selección -que no hacen sino reflejar las orientaciones 

de la política agrícola común, en cuya virtud establecen unas prioridades y 

determinan las inversiones que no podrán acogerse a la financiación comunitaria-

fiíeron aprobados por la Comisión por la Decisión 90/342/CEE -citada supra- en 

cuyo anexo quedan fijados aquellos criterios*^, más tarde sustituidos por los 

^^Las tres últimas finalidades no figuraban en la redacción originaria del Reglamento 866/90; 
su inclusión en el Reglamento 951/97 revelan la preocupación creciente por estas cuestiones, 
como detallaremos más adelante. 

'^Fija en primer lugar una "prioridades y exclusiones para todos los sectores". Así, con carácter 
general se concede prioridad a las inversiones siguientes: 
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establecidos en la Decisión 94/173/CE, de 22 de marzo de 1994, que deroga la 

anteriori^. 

-las que dediquen un porcentaje importante a la innovación tecnológica o a la obtención 
de nuevos productos, 

-las orientadas a que la producción de productos transformados sea menos estacional y 
menos aleatoria, 

-las destinadas a una reducción de los costes de los productos separados, frescos o 
transformados mediante la reducción de los costes intermedios de cosecha o preparación 
comercial, transformación, acondicionamiento, almacenamiento o comercialización, 

-las orientadas a una mejora de la calidad o de las condiciones sanitarias. 

Por contra se declaran excluidas las inversiones siguientes: 
-las orientadas a la producción de productos transformados de los que no se haya 

comprobado la existencia de salidas potenciales realistas, 
-las relativas a los almacenes frigoríficos de productos congelados o ultracongelados, 

excepto si son necesarios para el funcionamiento normal de las instalaciones de transformación. 

Precisa posteriormente unas "prioridades y exclusiones para determinados sectores", 
que no nos detendremos aquí en detallar por cuanto la normativa vigente es la contenida en la 
decisión de 1994. 

•^Decisión "por la que se establecen los criterios de selección aplicables para las inversiones 
destinadas a la mejora de las condiciones de transformación y comercialización de los 
productos agrarios y silvícolas y por la que se deroga la Decisión 90/342/CEE" (DOCE L 79, 
de 23.3.94, p. 29). 

En cuanto a las prioridades y exclusiones aplicables con carácter general a todos los 
sectores (punto 1), amplia las primeras incluyendo: 

-las inversiones vinculadas a la protección del medio ambiente, la prevención de 
contaminaciones y la eliminación de residuos, 

-las inversiones relativas a productos de la agricultura ecológica, conforme a lo 
dispuesto en el Reglamento (CEE) n° 2092/91 del Consejo, de 24 de junio de 1991, sobre la 
producción agraria ecológica y su indicación en los productos agrarios y alimentarios. 

También amplia las inversiones excluidas (punto 1.2), añadiendo a las previstas en la 
decisión de 1990 las siguientes: 

-las inversiones relativas a la capacidad de almacenamiento destinada esencialmente a 
la intervención, 

-las inversiones de sustitución idénticas o similares a aquellas por las que se haya 
concedido anteriormente a la misma empresa una ayuda de la sección de Orientación del 
FEOGA. 
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En relación a los criterios de selección aplicables a sectores concretos (punto 2), la 
Decisión de 1994 optó por omitir referencias a las inversiones a las que se concedería 
prioridad, y se limitó a fijar las que se concederarían excluidas. Sin ánimo exhaustivo, y amén 
de ciertas excepciones que se establecen en el propio texto, citamos las siguientes: 

-En los sectores de cereales y arroz (excepto las semillas), se excluirán las siguientes 
inversiones. 

-las relativas al almidón, la molinería, las malterías y las fábricas se sémola, así 
como las relativas a los productos derivados de esos subproductos, 

-las inversiones relativas a los silos; 
-las inversiones en alimentación animal, salvo las realizadas en unidades cuya 
producción anual sea inferior a 20.000 toneladas, en regiones incluidas 

en el objetivo n° 1, en las que se demuestre la insuficiencia de su 
capacidad. 

-En el sector hortofrutícola (con excepción de las plantas medicinales y las especias) 
se excluirán las siguientes inversiones, salvo cuando los productos conlleven un importante 
componente de innovación adecuado a la evolución de la demanda: 

-las que impliquen un aumento de la capacidad de comercialización de 
productos de los que, en los tres últimos años, se hayan registrado 
retiradas importantes; 

-todas las inversiones que impliquen un aumento de la capacidad de 
transformación: 
-las inversiones relativas a la producción de concentrado de tomate, tomate 
pelado, zumo de cítricos, melocotón en almíbar y pera en almíbar. 

-En el sector de la leche de vaca y de los productos derivados de ella, se excluirán las 
siguientes inversiones: 

-las destinadas al tratamiento térmico de la leche líquida para su conservación 
prolongada, salvo en Grecia, España, los departamentos fi"anceses de 

Ultramar, Córcega, el Mezzogiomo, Cerdeña y Portugal, si se demuestra 
una insuficiencia de los equipos; 

-las que impliquen un aumento de la capacidad de la empresa; 
-las inversiones relacionadas con los productos siguientes: mantequilla, suero 

en polvo, leche en polvo, butteroil, lactosa, caseína y caseinatos; 
-las inversiones para la elaboración de productos fi-escos o de quesos. 

-En el sector del aceite de oliva se excluirán las siguientes inversiones: 
-las inversiones que impliquen un aumento de la producción total de las 

almazaras; 
-las relativas a la extracción o el refinado de aciete de orujo. 

-En el sector de la patata se excluirán las inversiones relativas a la fécula y a los 
productos derivados de ella, salvo los productos no destinados a usos no alimentarios nuevos; 

-En el sector cárnico y de los huevos se excluirán las inversiones siguientes: 
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2. Ayudas nacionales 

Junto a las ayudas enmarcadas en la acción común, cabe también la 

prestación de ayudas puramente estatales, en los términos del artículo 16.5 del 

Reglamento 866/90, que establece: 

"Los Estados miembros podrán adoptar, en el ámbito 

del presente Reglamento, medidas de ayuda cuyas condiciones o 

modalidades de concesión difieran de las previstas en el presente 

Reglamento o cuyos importes sobrepasen los límites máximos 

previstos en el presente Reglamento, siempre y cuando tales 

medidas se adopten de conformidad con lo dispuesto en los 

artículos 92 a 94 del Tratado". 

-aquellas que impliquen un aumento de la capacidad de calibrado y 
acondicionamiento de huevos de gallina; 
-las relativas a mercados especializados en la venta de porcino; 
-las relacionadas con el sacrificio de ganado porcino, bovino o aves de corral. 

-En el sector de los productos silvícolas se excluirán las inversiones siguientes: 
-aquellas que, debido al uso de materiales inadecuados provoquen graves 
perjuicios a la naturaleza; 
-las inversiones relativas a la producción, recolección y comercialización de 
árboles de Navidad, 
-las inversiones relativas a árboles destinados a fines ornamentales. 

-Se excluirán todas las inversiones -en ocasiones con ciertas excepciones- en los 
sectores de las plantas forrageras, oleaginosas y proteaginosas (excepto las semillas), azúcar e 
isoglucosa (o cualquier otro edulcorante natural derivado de produtos agrarios que puedan 
sustituir a esos productos), tabaco, vinos y alcoholes, lino y cáñamo. 
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Como hemos adelantado más arriba, la Comisión asumió la práctica de 

examinar estas ayudas nacionales aplicando por analogía las restricciones 

sectoriales que limitan la cofínanciación comunitaria de este tipo de inversiones, 

a las que acabamos de referimos. Criterio éste que quedó plasmado en su 

comunicación de 12 de junio de 1994^0, y justificado en el propio documento -

con buena lógica- en la pretensión de "garantizar la coherencia entre la política 

agrícola común y la política de ayudas estatales, de forma que ésta no fomente 

inversiones que, por razones estructurales, resulten inadecuadas". Como 

determinó más tarde la Comisión, respetando aquella "filosofía básica", en su 

comunicación de 2 de febrero de 1996 -por la que establece una Normativa 

comunitaria relativa a las ayudas estatales a la inversión en el sector de la 

transformación y comercialización de productos agrarios^^- estas restricciones 

sectoriales "introducidas tras un análisis de los mercados representativos a escala 

comunitaria, son aplicadas por la Comisión al evaluar el interés que representa 

para la Comunidad una ayuda pública, comunitaria o nacional, destinada a las 

inversiones en el citado sector" (punto 2). 

^^Comunicación de la Comisión sobre las ayudas estatales para inversiones destinadas a la 
transformación y la comercialización de los productos agrarios, publicada en DOCE C 189, de 
12.7.94, p. 5, pauta que reiteró en otra comunicación sobre la cuestión (DOCE C 71, de 
23.3.95, p. 6). 

En ambas comunicaciones se abordó además la cuestión de la aplicabilidad de la 
Decisión 94/173/CE a las ayudas estatales -en sustitución de la Decisión de 1990-, aplicación 
que quedó demorada en un principio, de acuerdo con la comunicación de 1994, "por razones de 
seguridad jurídica", de tal manera que la Comisión "seguirá aplicando a las ayudas estatales las 
restricciones sectoriales establecidas en el punto 2 del Anexo de la Decisión 90/342/CEE". En 
su comunicación de 1995 la Comisión matizó su posición, de tal manera que indicó aplicaría a 
partir de entonces los límites previstos en la Decisión de 1994, siempre que fueran menos 
severos 

21DOCE C 29, de 2.2.96, p. 4, que anuló y sustituyó, entre otros textos, la dos comunicaciones 
citadas de 1994 y 1995 (punto 3, letra e). 
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En esta comunicación la Comisión precisa su encuadramiento de las 

ayudas nacionales en el ámbito de la transformación y comercialización de los 

productos agrícolas, sobre la base de los criterios diseñados para la acción común 

cofinanciada por la Decisión de 1994, matizados o complementados. De esta 

manera, de las cuatro categorías de inversión declaradas excluidas "para todos los 

sectores" de la financiación comunitaria en aquella Decisión, se establece aquí 

(punto 3, letra b) una expresa incompatiblidad con el mercado común -que habrá 

de entender como incompatibilidad reforzada, en el sentido de que no cabrá 

alegar ninguna de las excepciones del artículo 92.3 del Tratado- de dos de ellas 

en el caso de que éstas pretendieran financiarse mediante ayudas estatales: las 

que se concedan para "las inversiones relativas a la capacidad de almacenamiento 

destinada esencialmente a la intervención" y "las relativas a almacenes 

fiigoríficos para productos congelados o ultracongelados, excepto si son 

necesarios para el fixncionamiento normal de las instalaciones de 

transformación". Deja a salvo, no obstante, la aplicabilidad del apartado 2 del 

artículo 92 del Tratado (en atención al cual "la Comisión considerará caso por 

caso la medida en que una ayuda pueda acogerse a alguna de las excepciones allí 

establecidas"), así como de las directrices particulares aprobadas por la 

Comunidad sobre ayudas estatales para la protección del medio ambiente (de tal 

manera que las ayudas que se ajusten a tales directrices se consideran 

compatibles con el mercado común, aunque, en otras circunstancias, resultaran 

restringidas o excluidas en virtud de las normas ahora examinadas), y sobre 

ayudas nacionales para investigación y desarrollo, en los mismos términos que 

las anteriores. 
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La especialidad -y consiguiente prioridad- de estas directrices sobre 

otras "nonnas"22 de carácter horizontal aplicables a cualesquiera sectores de 

actividad económica y que reglamentan distintas categorías de ayudas de los 

Estados, se pone de manifiesto en la letra b) del punto 4 de la comunicación, al 

establecer que las directrices comunitarias referentes a las ayudas estatales a las 

pequeñas y medianas empresas^^ -en particular, la norma "de minimus"24^ que 

exime de la obligación de notificación a las ayudas que no superen cierta cuantía-

22Ha de advertirse que la Comisión emplea en ocasiones -en este documento lo hace varias 
veces- la palabra "normas" para referirse a las directrices o criterios contenidos en los 
encuadramientos; ya hemos dicho que tales comunicaciones carecen de auténtico carácter 
normativo, por lo que ha de entenderese que la Comisión no emplea aquí el término "norma" en 
un sentido técnico. 

23Publicadas en la comunicación que, con la rúbrica "Directrices comunitarias sobre ayudas de 
Estado a las pequeñas y medianas empresas" (PYME), fue publicada en una primera versión en 
DOCE C 213, de 19.8.92, p. 2, sobre la que fueron introducidas ciertas modificaciones y 
precisiones en una nueva comunicación hecha pública en DOCE C 213, de 23.7.96, p. 4. 

Al objeto de acotar el concepto de PYME, la Comisión publicó una "Recomendación 
sobre la definición de pequeñas y medianas empresas", en DOCE L 107, de 30.4.96, p. 4. 

'̂̂ Tal regla fue introducida y definida en el punto 3.2 de la comunicación de 1992 sobre ayudas 
a las PYME, sobre la base de que "no todas las ayudas tienen repercusiones apreciables sobre la 
competencia y el comercio entre Estados miembros. Esto ocurre -sigue precisando la 
comunicación- en el caso de la ayuda proporcionada en cantidades muy pequeñas, 
principalmente a las PYME, aunque no exclusivamente, y, a menudo, en el marco de regímenes 
gestionados por autoridades locales o regionales". Tal circunstancia determina -y en ello se 
concreta la regla "de minimis"- que para estas ayudas se suprime la obligación de informar 
previamente a la Comisión, de conformidad con el apartado 3 del artículo 93, cuando aquéllas 
"no rebasen un importe determinado, por debajo del cual no puede considerarse aplicable el 
apartado 1 del artículo 92". La comunicación de 1992 fijaba esta cifi-a "de minimis" en 50.000 
ecus por empresa para un determinado gran tipo de gasto (v. gr., inversión, formación) y un 
período trienal. 

Esta norma "de minimis" fue objeto posteriormente de una comunicación específica 
(publicada en DOCE C 68, de 6.3.96, "Comunicación relativa a las ayudas de minimis") que la 
hace más flexible. Fija ahora el importe máximo total de la ayuda de minimis en 100.000 ecus 
durante un período de tres años a partir de la concesión de la primera ayuda de minimis, 
importe que cubrirá todo tipo de ayudas públicas otorgadas en este concepto, sin afectar a la 
posibilidad del beneficiario de obtener otras ayudas en el marco de regímenes aprobados por la 
Comisión. 
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, las relativas a los principios de coordinación de los planes de ayuda regional, así 

como las normas aplicables a los casos de acumulación de ayudas por diversos 

conceptos, sólo son aplicables a los productos abarcados por las directrices que 

analizamos en la medida que se prevé en esas mismas normas. 

En particular, ciñéndonos a las ayudas nacionales a las PYME, tal vez 

el más importante de los citados, se sanciona que cuando tales ayudas se 

concedan en relación con la producción, transformación o comercialización de 

los productos agrícolas "deben notificarse previamente a la Comisión de acuerdo 

con el apartado 3 del artículo 93 del Tratado, independientemente del grado en 

que la empresa considerada participe en la producción, tranformación o 

comercialización de los productos que figuran en la lista del Anexo II del Tratado 

CEE". Las propias directrices sobre ayudas nacionales a las PYME prevén que la 

ventaja que para ellas determina la norma "de minimis" no es aplicable a los 

sectores sujetos a normas comunitarias especiales sobre ayudas estatales, como 

ocurre con la agricultura (punto 3.3 de la comunicación de 1996). 

Del cuerpo normativo de estas "directrices y medidas apropiadas" 

destaca la letra c) del punto 3, en cuya virtud se remite a unos porcentajes 

máximos autorizados para las ayudas nacionales en este sector de transformación 

y comercialización: 

"Las ayudas estatales (nacionales, regionales, locales, 

etc.) relacionadas con la transformación o comercialización de 

productos agricolas no podrán considerarse compatibles con el 

mercado común cuando sobrepasen los porcentajes establecidos en 

el Anexo de las presentes directrices y medidas apropiadas o 
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cuando, acumuladas a otras ayudas, conduzcan a la superación de 

tales porcentajes". 

Por último ah de añadirse que la aprobación de esta normativa supuso, 

además, la derogación de "normativas" comunitarias anteriores relativas a 

inversiones de los Estados en la transformación y comercialización de productos 

de la agricultura. Además de la comunicaciones, de carácter general, publicadas 

en 1994 y 1995, ya citadas, las presentes directrices sustituyeron a "las medidas 

apropiadas referentes a la prohibición de conceder ayudas para el jarabe de 

glucosa con alto contenido de frustosa (isoglucosa)" y al "encuadramiento de las 

ayudas a las inversiones en la fabricación y comercialización de determinados 

productos lácteos y productos sustitutivos"^^. 

II. AYUDAS MEDIOAMBIENTALES 

A. Introducción: una progresiva toma de conciencia 

25publicadas en DOCE C 302, de 12.11.87, p. 4. 
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Es indudable, por emplear palabras de la Comisión europea, que la 

agricultura, desde siempre, está ligada al medio ambiente^^. Por otra parte, tan 

evidentes son los servicios que puede pretar la actividad agrícola a la protección 

del medio ambiente^^, como, por contra, los riesgos de su deterioro derivados de 

tal actividades, e incluso más de su abandono^^. 

No obstante lo dicho, "la protección del medio ambiente únicamente 

se ha considerado como una necesidad en los países industrializados a partir de 

los años sesenta. Por lo tanto, no es sorprendente que la protección del medio 

ambiente no figure en el Tratado de Roma, adoptado diez años antes". Así 

26En comunicación Medio Ambiente y Agricultura, (COM (88) 338 final, de 16 de agosto de 
1988). 

'̂̂ Resulta aleccionadora, en este sentido, la lectura de las páginas 93 a 231 de la obra de 
DELGADO DE MIGUEL, J. F., Derecho Agrario Ambiental. Propiedad y ecología, 
Aranzadi, Pamplona, 1992, sobre la función ecológica de la propiedad y la obligación de 
conservar la cosa en el estatuto jurídico del agricultor, donde glosa la trascendencia del 
agricultor en la conservación del suelo, las aguas, los montes, el paisaje, las regiones de 
montaña, la vegetación... 

28Riesgos que detalla la Comisión en el documento Medio Ambiente y PAC, Suplemento 
"Europa Verde", 3/87, 219, consecuencia de las propias técnicas agrarias (uso de pesticidas, 
fertilizantes o abonos, pastoreo excesivo, empleo de máquinas pesadas, drenaje total de zonas 
húmedas, exceso de explotación que emprobrece los suelos, la fauna o el paisaje, etc.). Sobre 
esto vid. también SANZ RUBIALES, I., La contaminación de las aguas subterráneas, 
Marcial Pons, Madrid, 1997. 

^^Dice la Comisión en el mismo documento: "El cese de las actividades agrícolas provocaría la 
degradación del medio ambiente. Cuando los campos no se cultivan, cuando los prados y los 
caminos no se roturan o se siegan, cuando las terrazas y los pequeños conductos de drenaje y de 
irrigación no se mantienen, se contempla, aquí y allí, un desarrollo anárquico de malezas 
ecológicamente pobres, que reducen la diversidad de la flora y de la fauna de los prados y de 
los campos, que facilitan la propagación de incendios y, como consecuencia, los fenómenos de 
erosión y de desertificación. En la montaña, el abandono de la agricultura puede conducir a 
avalanchas, a corrimientos de tierras y a la rápida erosión. El abandono de la agricultura 
también perjudica el régimen de las aguas". 
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justificaba la Comisión, en el documento Medio Ambiente y PAC, el 

silenciamiento de la cuestión medioambiental en el Tratado constitutivo^^. 

En la década de los setenta las instituciones de la Comunidad 

alumbran las primeras normas en las que late, con diversa intensidad, la 

preocupación por la protección del medio: desde ciertas medidas adoptadas en las 

tres directivas socioestructurales de 1972, la aprobación de reglamentaciones 

fítofarmacéuticas, zootécnicas o veterinarias, la previsión de ayudas comunitarias 

a los proyectos que contribuyan a racionalizar la transformación de los productos 

agrícolas y a recuperar los productos y los desechos (Reglamento n° 355/77, 

antecedente del 866/90, ya analizado) hasta -y fundamentalmente- la publicación 

de la Directiva 75/268/CEE de 28 de abril de 1975, sobre agricultura de montaña 

y de determinadas zonas desfavorecidas, en cuya virtud se definieron zonas de 

montaña en las que la actividad agrícola sea necesaría para conservar el espacio 

natural, por razones de protección contra la erosión, o zonas amenazadas por la 

despoblación, previendo que para ellas pueda concederse una indemnización 

anual para compensar los costes de producción más elevados provocados por 

obstáculos naturales permanentes. 

El "Libre Verde" de la Comisión, aparecido en julio de 1985, es reflejo 

de esta preocupación creciente. Observaba que "resulta cada vez más evidente 

que, en una economía moderna industrializada, el papel de la agricultura consiste 

no sólo en garantizar las fimciones estratégicas, económicas y sociales, sino 

también en conservar el entorno rural. Ahora que la Comunidad es autosuficiente 

en un gran número de productos agrarios y que, por consiguiente, se encuentra 

30Suplemento "Europa Verde" 3/87, 219. 
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obligada a administrar con prudencia sus capacidades de producción, van 

ganando terreno las consideraciones relacionadas con el medio ambiente". 

En 1988 ve la luz un documento de la Comisión de especial interés 

titulado Medio Ambiente y Agricultura. En él se afirma que "las medidas que 

se adopten de aquí en adelante para controlar mejor la producción deben ser de 

tal naturaleza que cualquier progreso que se alcance en el futuro en el sector 

agrario deberá estar en armonia con las exigencias del medio ambiente y que, en 

caso necesario, se restablezca el equilibrio en las zonas afectadas". El Parlamento 

Europeo, en unas reflexiones publicadas el 19 de febrero de 1986, a las que la 

Comisión se refiere en este documento, urge a "encontrar la manera de satisfacer 

las necesidades económicas y sociales de la Comunidad agraria teniendo en 

cuenta al mismo tiempo los aspectos ecológicos". 

Al más alto nivel, la aprobación en 1986 del Acta Única Europea puso 

de manifiesto la preocupación de la Comunidad como institución por las 

cuestiones relativas al medio ambiente, al introducir en el Tratado una nueva 

sección en la que confiere explícitamente a la Comunidad competencias en este 

ámbito; preocupación que queda aún más patente tras la firma del Tratado de la 

Unión. Es significativo, en este sentido, que si en 1986 se dispuso, en el apartado 

2 del artículo 130 R, entonces introducido en el Tratado, que "las exigencias de la 

protección del medio ambiente serán un componente de las demás políticas de la 

Comunidad", la nueva redacción de tal artículo aprobada en 1992 establece que 
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aquellas exigencias "deberán integrarse en la definición y en la realización de las 

demás políticas de la Comunidad"3i. 

El documento Agenda 2000, al que nos referiremos aquí en varias 

ocasiones, prueba cómo la preocupación medioambiental marcará en grandísima 

parte las evoluciones de la PAC para el siglo venidero: "en los próximos años se 

otorgará un papel predominante a los instrumentos agroambientales para 

fomentar el desarrollo sostenible de las zonas rurales y responder a la creciente 

demanda de servicios ambientales por parte de la sociedad". 

Se entiende entonces lo que ya sostuvimos en el capítulo cuarto: que la 

protección del medio ambiente se ha erigido en un objetivo sobrevenido para la 

política agrícola de la Comunidad, que se añade, junto al logro de la cohesión 

económica y social y a la protección de la salud de las personas, al listado de 

objetivos previstos desde un inicio en el artículo 39 del Tratado. Y queda también 

plenamente justificado que podamos hablar del "nacimiento de un derecho del 

medio ambiente agrícola"32, de un "derecho agrario del medio ambiente"^^ o, más 

concretamente, con DELGADO DE MIGUEL, de "la existencia de una política 

3̂  Sobre la progresiva introducción de las preocupaciones medioambientales en la Comunidad 
puede consultarse también PAREJO ALFONSO, L., Origen y desarrollo del Derecho 
medioambiental en el ordenamiento comunitario-europeo, en vol. col. Derecho 
medioambiental de la Unión Europea, coord. PICÓN RISQUEZ, J., Me Graw-Hill, Madrid, 
1996, pp. 41 y ss.; también LÓPEZ RAMÓN, F., Caracteres del Derecho comunitario europeo 
ambiental, RAF, n° 142, 1997, p. 54. Específicamente sobre la cuestión agraria, vid. 
D'ADDEZIO, M., Diritto Agrario Comunitario e normative C.E.E. in materia ambiéntale, 
RDA, 1992-3, p. 373. 

32DOUSSAN, I., Du droit des nuisances au droit des pollutions ou le droit protecteur de 
Vagriculture intensive, RDR, n° 234,1995, p.324. 
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de Medio Ambiente en el marco de la PAC"^^, en lo que nos detendremos más 

adelante. 

B. Protección del medio ambiente por vía de ayudas y el principio 

de competencia. Hacia un punto de equilibrio 

1. La obligación de respetar el medio. El principio "quien contamina 

paga" 

Pocas argumentaciones se requieren para justificar la obligación de los 

agentes económicos -todos ellos, no sólo agrarios- de respetar el medio ambiente, 

aunque, ciertamente, bien puede hablarse del agricultor como de su "protector 

naturar'35. Baste citar el artículo 45 de la Constitución española, que proclama el 

derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado^^, así como el deber de 

^^WINKLER, W., L'impact du droit de l'environnement sur le droit agraire en Allemagne, 
RDA, 1994, p. 176. 

34cfr. DELGADO DE MIGUEL, J. F., Derecho Agrario... cit., p. 242. 

^^Aunque volveremos más adelante sobre el papel particularmente trascendente del agricultor 
en esta tarea, tal vez ha de advertirse ahora que se trata de una función tradicional del 
agricultor, mas -como apunta HUDAULT, J.- de una función que es hoy en día revitalizada, 
que conoce un nuevo impulso. Vid. Les nouvelles fonctions de lágriculture, RDR, n° 235, 
1995, p. 372. 

^^Muchos son ya las atenciones doctrinales a cerca del reconocimiento constitucional del 
Derecho al medio ambiente, o dicho de otra manera, a su protección, que excusan de mayor 
abunamiento; puede consultarse FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T. R., Derecho, medio ambiente 
y desarrollo, REDA, n° 24, 1980, p. 6, y El medio ambiente en la Constitución Española, DA, 
n*» 190, 1981, p. 338; o LÓPEZ MENUDO, F., Planteamiento constitucional del medio 
ambiente. Distribución de competencias Estado-Comunidades Autónomas, en CDJ, dedicado a 



508 

conservarlo, a la vez que confía a los poderes públicos la tarea de defenderlo y 

restaurarlo^^. Pensando específicamente en el agricultor, DELGADO DE 

MIGUEL sustenta la exigibilidad de estos deberes ambientales en la que llama 

"fixnción ecológica de la propiedad", como una cualidad inescindible de su 

función social, y que sugestivamente relaciona con la doctrina del abuso del 

derecho. De esta manera , concluye, "cuando la propiedad no cumple con la 

función ecológica a que está obligada, no sólo está desvirtuando su contenido 

esencial y traspasando los límites de su ejercicio sino lesionando un bien jurídico 

protegible"^^. 

Ha de advertirse aquí de la necesidad de superación, implícita en lo 

dicho, de una supuesta tensión o antagonismo entre desarrollo económico y 

protección del medio ambiente, que ha llevado a la doctrina a proclamar que "la 

conservación del medio en que vivimos y el desarrollo económico son dos 

valores que hay que armonizar, no debemos permitir que ninguno de ellos se 

imponga al otro; el equilibrio entre ambos es la pieza clave del sistema"^^. 

la "Protección administrativa del medio ambiente", p. U, donde se plantea sujestivamente la 
eficacia positiva de este derecho a la vista de su colocación sistemática entre los "principios 
rectores de la política social y económica", derechos sociales o derechos de tercera 
generación; en el mismo sentido, el mismo autor, El derecho a la protección del medio 
ambiente, RCEC, n° 10, 1991, p. 161. 

^^Sobre la protecció medioambiental como "función pública", vid. LÓPEZ RAMÓN, F., El 
derecho ambiental como derecho de la función pública de protección de los recursos naturales, 
en en CDJ, dedicado a la "Protección administrativa del medio ambiente", p. 125. 

38Vid. DELGADO DE MIGUEL, J. F., Derecho Agrario Ambiental, cit., pp. 77-92. 

39Aunque la cita correponde al trabajo del profesor PÉREZ MORENO, Tensión medio 
ambiente y desarrollo económico. Ordenación del territorio y medio ambiente. Espacios 
naturales, en CDJ, dedicado a la "Protección Administrativa del medio ambiente", p. 327, se 
trata de una apreciación unánime en la doctrina; en el mismo sentido, LÓPEZ MENUDO, F., El 
derecho a la protección... cit., p. 183, además de los dos trabajos citados supra de 
FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ. 
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Necesidad de armonización que ha sido también proclamada por nuestro Tribunal 

Comsituticional, tras la sentencia 64/1982, de 4 de noviembre, y que ha llevado a 

la Comunidad ha insistir, en su V Programa comunitario en materia de medio 

ambiente, en el concepto de "desarrollo sostenible" -también llamado "eco-

desarrollo". 

Las responsabilidades públicas en favor de la protección ambiental 

pueden atenderse, entre otros medios'* ,̂ mediante la prestación de ayudas públicas 

a los agentes económicos, lo que nos lleva a planteamos aquí su compatiblidad 

con el principio de libre competencia, que puede resultar comprometido en el 

marco de la Comunidad europea. 

En este sentido, como ha puesto de manifiesto el profesor LÓPEZ 

RAMÓN, las instituciones de la Comunidad han manifestado cierta cautela "ante 

el temor de que los Estados miembros puedan utilizar una 'cuartada ambiental' 

para sus políticas de proteccionismo económico"^!. Aunque el citado profesor se 

refiere más específicamente a los eventuales atentados a la libre competencia 

comercial que pudieran derivarse de una ilícita aplicación -por anticoncurrencial-

del principio de mayor protección por parte de los Estados'* ,̂ que en realidad 

'*̂ Compete al poder público -dice LÓPEZ MENUDO- la implantación y mantenimiento de las 
obras y servicios necesarios con esta finalidad; otra cosa son "las posibilidades de reacción del 
ciudadano frente al incumplimiento de estos deberes por parte de los entes públicos", 
imperfectas ante la resistencias al reconocimiento de una acción pública para su efectividad; 
vid., Planteamiento constitucional...cit, pp. 53-54. 

4'cfr. LÓPEZ RAMÓN, F., Caracteres del Derecho..., cit., p. 63. 

42En virtud del artículo 130 T del Tratado: "Las medidas de protección adoptadas en virtud del 
artículo 130 S no serán obstáculo para el mantenimiento y la adopción, por parte de cada 
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encubran situaciones discriminatorias de extranjeros con respecto a nacionales, 

qué duda cabe que las ayudas nacionales a las empresas con fines 

medioambientales pueden provocar igualmente un falseamiento de la 

competencia a nivel de la Comunidad. 

Ciertamente, "la concesión de estas ayudas (medioambientales) 

pueden falsear la competencia y crear obstáculos a los intercambios, 

especialmente en los sectores más contaminantes de la agricultura y de la 

industria, y poner en peligro la consecución del mercado único. Las empresas de 

todos los Estados miembros deben invertir para que sus instalaciones, sus equipos 

y sus procesos de producción cumplan las obligaciones de protección del medio 

ambiente. (...) Las ayudas estatales pueden favorecer a algunas empresas frente a 

sus competidores de otros Estados miembros que, aunque están sujetas a las 

mismas obligaciones medioambientales, no perciben estas ayudas". Así se 

pronunció la Comisión en 1994 -con alcance general, horizontal, aplicable a 

todos los sectores productivos- en sus Directrices comunitarias sobre ayudas 

estatales en favor del medio ambiente -citadas supra-, llamando la atención sobre 

los eventuales daños que podrían ocasionarse a la competencia a título de ayudas 

medioambientales. 

Por esta razón, la particular sensibilización hacia los problemas 

medioambientales, conjuntamente con la prevención hacia eventuales efectos 

nocivos para la competencia, ha determinado la búsqueda de un punto de 

equilibrio que permita la consecución simultánea de ambos intereses 

comunitarios. "La Comisión -manifestó en 1993 en su Vigésimo segundo informe 

Estado miembro, de medidas de mayor protección. Dichas medidas deberán ser compatibles 
con el presente Tratado y se notificarán a la Comisión". 
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sobre política de competencia- es consciente de la necesidad de llegar a un 

equilibrio entre las consideraciones relacionadas con la competencia y las 

obligaciones y objetivos ambientales"43. Esta fue precisamente el finalidad 

confesada de la aprobación de las directrices comunitarias citadas'̂ '̂ , que cifran 

genéricamente la armonía entre competencia y ayudas al medio ambiente en la 

regla de que "normalmente, estas ayudas sólo se justifican si los efectos adversos 

para la competencia quedan compensados por los beneficios para el medio 

ambiente". Es decir, sin perjuicio de una básica integración de ambas políticas, 

los servicios al medio ambiente pueden justificar, en la medida estrictamente 

necesaria y proporcional, una atenuación de las normas competenciales que, de 

entrada prescriben la incompatibilidad de las ayudas nacionales (recuérdese lo 

dicho en el capítulo primero sobre la indiferencia de los fines a efectos de 

delimitación del concepto de ayuda estatal, de tal manera que, en palabras del 

Tribunal de Justicia entonces transcritas, "el artículo 92 no distingue según causas 

u objetivos las intervenciones por él contempladas, sino que las define en función 

de sus efectos"; téngase en cuenta también lo dicho sobre las relaciones entre 

política de competencia y política agricola en el capítulo cuarto). 

Cuando las instituciones de la Comunidad se propusieron disciplinar 

las intervenciones públicas -nacionales o comunitarias- relacionadas con el medio 

ambiente (y esto sea cual sea el sector productivo) acuñaron el principio quien 

contamina paga, del que puede decirse se ha erigido en uno de los principios 

"̂ N̂" 505, p. 285 del informe cit., correspondiente al año 1992. 

"̂ P̂unto 1.6: "El objetivo de las presentes directrices es establecer un equilibrio entre las 
exigencias de las políticas de competencia y de medio ambiente". 
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esenciales del derecho de protección del medio ambientéis. En virtud de este 

principio, parafraseando a la Comisión, "las empresas deben soportar el coste de 

las medidas necesarias para reducir las nocividades y poluciones de las que sus 

actividades son la causa hasta el nivel de calidad del medio ambiente juzgado 

adecuado". Es decir, con palabras de PÉREZ MORENO "será necesaria la 

incorporación de costes de protección del medio ambiente a los costes de 

producción de las empresas, es lo que se ha venido a llamar internalización de los 

costes"^^. Costes que podrá recuperar la empresa vía precios en el mercado, y que 

sólo transitoriamente -como enseguida veremos- podrá atender mediante ayudas 

públicas de adaptación. En definitiva, la concesión de ayudas públicas con 

aquella finalidad, como línea de principio, está en contradicción con la norma del 

"quien contamina paga"; de lo contrario sería el "contaminado"^ quien, 

indirectamente, acabaría pagando los costes de la protección ambiental a través 

de sus impuestos, que nutren los presuestos públicos de donde proceden las 

ayudas públicas (MORENO MOLINA47). 

'̂ ^Asi, para WINKLER este derecho de la protección del medio ambiente se funda sobre tres 
principios: principio de la prevención, que mira a prevenir la puesta en peligro del medio 
ambiente, imponiendo una utilización razonable, respetuosa e inofensiva de los recursos de la 
naturaleza; principio "quien contamina paga"; y principio de cooparación entre el Estado y 
agrupciones privadas, expertos etc. e, igualmente, entre el Estado Federal, los Estados 
federados, las Comunidades europeas y al nivel internacional; vid. op. cit., p. 174. 

4^Cfr. PÉREZ MORENO, A., Tensión medio ambiente... cit., p. 327, En parecidos términos, 
vid. RUIZ-TOMÁS Y PARAJÓN, J., Ayudas financieras. UE y Estados miembros. Fondos 
estructurales. Fondos de cohesión. LIFE. Ayudas de Estado, en vol col. Derecho 
medioambiental de la Unión Europea, cit., donde afirma que "la empresa debe integrar en sus 
costes de producción todos los costes ambientales" (p. 135). 

'̂ '̂ Vid. MORENO MOLINA, A.M.^La empresa y el derecho de la Unión Europea en el medio 
ambiente, en vol. col. Derecho medioambiental, cit., p. 175. 
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Ante la multiplicación de iniciativas adoptadas por los Estados en el 

ámbito de las ayudas medioambientales, la Comisión optó por precisar "sobre un 

plano general" su actitud respecto a éstas, que transmitió a los Estados miembros 

en una comunicación de 7 de noviembre de 1974, titulada "Encuadramiento 

comunitario de las ayudas de Estado al medio ambiente" (cuyo contenido publicó 

también en el Quatriéme Rapport sur la politique de concurrence, n° 175-183). 

"La Comisión estima -puede leerse en este documento- que la protección del 

medio ambiente forma parte de los objetivos prioritarios de la Comunidad (nótese 

la toma de conciencia a la que nos referíamos, frente al mutismo originario del 

Tratado), mas esta protección no podrá ser asegurada, de manera eficaz y 

evitando las distorsiones en los intercambios y en la competencia 

intracomunitaria, sino por una aplicación correcta en toda la Comunidad del 

principio quien contamina paga"'̂ .̂ 

De esta manera, las ayudas de Estado únicamente se declaran 

admisibles cuando los objetivos juzgados indispensables para el medio ambiente 

entren gravemente en conflicto con otros objetivos sociales o económicos 

igualmente prioritarios: esencialmente, cuando las empresas existentes no son 

capaces de soportar las nuevas cargas que les son impuestas, de modo que se 

originarían, en ciertas actividades o áreas geográficas, unas dificultades sociales o 

económicas que sólo una intervención financiera del Estado puede evitar. No 

obstante esta declaración de príncipio, la Comisión era consciente de que la 

situación de la Comunidad no resultaba propicia para la aplicación general y 

uniforme del principio "quien contanima paga", por lo que resolvió fijar un 

"periodo transitorio" (originariamente, del 1 de enero de 1975 al 31 de diciembre 

^̂ Cfr. Quatriéme Rapport... cit., n° 176, p. 118. 
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de 1980) en el que los Estados podrían "suscitar y facilitar la adaptación de sus 

empresas existentes a las nuevas obligaciones", acogiéndose a la excepción del 

artículo 92, apartado 3, letra c) del Tratado, en tanto que ayudas destinadas a 

promover "la realización de un proyecto importante de interés común europeo", 

pero no sin advertir que tales ayudas nacionales tienen una vocación de "permitir 

una introducción más uniforme y más rápida del principio quien contamina paga 

en la Comunidad y, por tanto, de asegurar una protección eficaz del medio 

ambiente y la eliminación de las actuales distorsiones de la competencia". Estas 

directrices fueron prorrogadas, con algunas modificaciones, en 1980"̂ ^ y en 

198650. 

2. La "obligación" de cuidar positivamente y mejorar el medio natural. 

La ampliación de intervenciones públicas medioambientales: hacia 

una política ambiental activa 

Aun logrado el respeto a una normativa medioambiental, incluso 

exhaustiva y rigurosa -impuesta por la obligación de respetar el medio, a la que 

nos hemos referido-, escapa a la misma el fomento de conductas voluntarias que 

miren directamente al cuidado y mejora medioambiental, de modo especial 

cuando se trata de zonas o actividades de mayor potencial o necesidad para la 

conservación del medio natural, que por otra parte suelen resultar las menos 

49Vid. Dixiéme Rapport... cit., n" 222 a 226. 

50Vid. XVI Informe... cit., n° 259. Puede consultarse ALONSO GARCÍA, E., El Derecho 
ambiental de la Comunidad Europea, Cívitas, Madrid, 1993, p. 80. 
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favorecidas^^ -tarea ésta en la que no cabe duda el papel esencial, casi exclusivo, 

corresponde al agricultor-. Incluso resulta aquí insuficiente recurrir, como antes 

hemos hecho, a "la función ecológica de la propiedad", que el propio DELGADO 

DE MIGUEL concreta en una mera "obligación de conservar la cosa"^^ E ^ 

definitiva, pretendemos distinguir las obligaciones de conservación y de mejora^^ 

del medio ambiente; estas últimas provocan en el empresario unos costes no 

recuperables vía precios en el mercado, por constituir un servicio a la producción 

de bienes públicos indivisibles, sólo financiables vía retribución de los poderes 

públicos. Se impone, por tanto, una "política ambiental activa"54^ en base a unos 

posibles instrumentos que detallaremos más adelante, referidos específicamente a 

los servicios medioambientales del agricultor. 

En esta línea de servicios positivos al medio ambiente, sabemos de la 

trascendencia del Acta Única Europea en el proceso de sensibilización 

medioambiental, ahondado años más tarde en los acuerdos de Maastricht. Ha de 

advertirse que, junto a la confirmación del principio "quien contamina paga" 

^^Dice la Comisión en la Agenda 2000, "otra posibilidad que merece una mayor consideración 
es la de tener en cuenta la gran coincidencia existente entre las zonas menos favorecidas y las 
de gran valor natural, con el fin de transformar progresivamente el régimen de ayuda 
correspondiente...", (p. 34). 

52Vid. DELGADO DE MIGUEL, J. F., op. cit., pp. 93 y ss. 

^^Es de observar, en este sentido, la propuesta de futuro de la Comisión en la Agenda 2000: "se 
reforzarán y ampliarán las medidas de 'conservación' y 'mejora' del medio ambiente" (p. 33). El 
entrecomillado es nuestro (quién sabe si la Comisión ha reparado, como aquí hemos hecho, en 
la diversas instrumentación de ambas finalidades). 

'̂̂ Emplea esta expresión LÓPEZ RAMÓN, F., Caracteres del Derecho... cit., p. 61, que 
concreta en "medidas de congelación del estado de concretos elementos ambientales 
('conservación'), en actuaciones sobre aspectos ajenos al propio elemento ambiental 
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(nuevo artículo 130 R, retocado en el Tratado de la Unión), incluye como 

principios que han de inspirar la política de la Comunidad en el ámbito del medio 

ambiente los de cautela y acción preventiva y de corrección de los atentados al 

medio ambiente, preferentemente en la fuente misma. Asimismo, reconoce que el 

enfoque tradicional, que se basa casi exclusivamente en la regulación y en el 

establecimiento de normas, no ha sido totalmente satisfactorio, defendiéndose 

una ampliación de la gama de medios de accionas. 

Haciéndose eco de estas aportaciones, la Comisión aprobó unas 

nuevas Directrices comunitarias sobre ayudas estatales en favor del medio 

ambiente, publicadas en 1994 -en otro momento citadas-. Puso allí de manifiesto 

que "en efecto, si se utilizan determinados instrumentos (normas vinculantes, 

acciones voluntarias y medidas económicas) o se combinan entre sí, puede ser 

mejor para alcanzar los objetivos medioambientales en el contexto jurídico, 

técnico y socioeconómico de que se trata", a lo que añade que "por otra parte, la 

exigencia de integración requiere que se tengan debidamente en cuenta los 

('protección'), así como en acciones de recuperación de elementos ambientales degradados 
('mejora'). 

^^En este sentido se habla por algunos de un "cambio de enfoque de la teoría jurídica" de la 
política ambiental; así se expresa SERRANO MORENO, J. L., en Ecología y Derecho: 
Principios de Derecho Ambiental y Ecología Jurídica, Gomares, Granada, 1992, pp. 186 y 
ss. "En lo referente a la tutela jurídica del ambiente -explica- el cambio de enfoque es 
realmente significativo. Para empezar se cuestiona totalmente el enfoque convencional, 
consistente en el establecimiento de estándares y en la regulación de conductas, productos e 
instalaciones. El objetivo del Derecho ambiental (...) será actuar hacia el futuro como un 
conjunto de incentivos que influirá en la conducta económica de los individuos, alcanzando 
mejores cotas de protección ambiental. (...) En el programa de política legislativa ambiental 
que deriva de este cambio de enfoque, el motor principal de las normas que configuren el 
Derecho ambiental no puede ser otro que el de detener el deterioro ambiental. Este fin se 
alcanzará favoreciendo al máximo el libre flujo de decisiones individuales conducentes al 
acuerdo mediante lo que se llama la "prevención general" o método de mercado". 
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objetivos de cohesión económica y social en la Comunidad, la necesidad de 

mantener la integridad del mercado único y los compromisos intemacionales''^^. 

C. Servicios de la agricultura al medio ambiente: política 

comunitaria y medidas nacionales ^^agroambientales" 

1. La reforma de la PAC, ¿un lavado de cara? 

Nos hemos referido supra a la consolidación de una política de medio 

ambiente en el marco de la PAC. También en el ámbito agrícola, una política 

centrada en la elaboración y aplicación de normas relativas a los principales 

elementos medioambientales se reveló insuficiente. De ahí la aprobación del 

régimen de apoyo a la agricultura de montaña y de determinadas zonas 

desfavorecidas, operada por la Directiva 75/268/CEE -al que nos hemos referido 

en otros momentos-, y más tarde de los sistemas de ayuda "en las zonas sensibles 

desde el punto de vista del medio ambiente", introducido por el ya citado 

Reglamento n° 797/85 -en un principio únicamente autorizando regímenes 

nacionales especiales-, modificado en este punto por el Reglamento 1760/87 del 

Consejo, de 15 de junio de 1987, que permitió la participación financiera del 

FEOGA. El sistema de apoyo, consistente en una prima anual por hectárea, se 

destinó a los agricultores que en esas zonas "se comprometan, al menos durante 

cinco años, a introducir o a mantener unas prácticas de producción agrícola 

compatibles con las exigencias de la protección del medio ambiente y de los 
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recursos naturales o con las exigencias de la conservación del espacio natural y 

del paisaje" (artículo 19). Derogados ambos reglamentos, este régimen de ayuda 

fue codificado en los artículos 21 a 24 del Reglamento 2328/91. Resultó, sin 

duda, un paso importante en aquella política agraria medioambiental a la que nos 

hemos referido. Aprobado el Reglamento 2078/92, en el marco de la reforma de 

1992, se diseñó un nuevo sistema de apoyo -del que nos ocuparemos más 

adelante- que reemplaza al previsto en los artículos 21 a 24 -aunque éstos se 

declararon transitoriamente aplicables hasta la entrada en vigor de los "programas 

de zona" o de los "marcos reglamentarios generales" previstos en el nuevo 

Reglamento-. Es por lo que este régimen no figura ya en el nuevo Reglamento 

950/97, que reemplazó, como sabemos, al 2328/91. 

Se ha dicho -y es cierto- que las consideraciones medioambientales 

han sido valoradas en la reciente reforma de la PAC. La propia Comisión, como 

recordamos más arriba, había sostenido que "cualquier progreso que se alcance 

en el fiíturo en el sector agrario deberá estar en armonía con las exigencias del 

medio ambiente". Es indudable, no obstante, que con la reforma suscrita en 1992 

se pretendía, principalmente, adaptar el potencial de producción a las exigencias 

del mercado, para la cual había de prevenirse la superproducción, limitando a la 

vez los gastos presupuestarios. Y es que la Política Agrícola Común se concibió 

como una política de mercados, y como tal permanece. Son tales y tan acuciantes 

los problemas estructurales de la agricultura que la cuestión medioambiental no 

ha representado más que un desiderátum secundario '̂̂ . que pretendió atenderse 

56Doc. cit, n" 1.2. 
^̂ En en mismo sentido CHARBONNEAU, S., llama la atención sobre las paradojas ecológicas 
de la PAC en estos términos: "las preocupaciones medioambientales y de ordenación del 
territorio permanecen secundarias en relación al determinismo técnico-económico", y más 
adelante, "las medidas de reorientación de la PAC son sobre todo de orden económico. Se trata 
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fundamentalmente con algunas de las denominadas "medidas de 

acompañamiento" de la reforma (en especial el Reglamento 2078/92, sobre 

métodos de producción agraria compatibles con las exigencias del medio 

ambiente y la conservación del espacio natural, y el Reglamento 2080/92, por el 

que se establece un régimen comunitario de ayudas a las medidas forestales en la 

agricultura, ambos de 30 de junio). En este sentido ha escrito FENNELL que "en 

el contexto de la actual política agraria, la protección del medio ambiente es poco 

más que un 'lavado de cara' destinado a crear una sensación placentera en la 

conciencia de parte del público consumidor"^». Como apunta la misma profesora 

"un programa de retirada de tierras basado en criterios ecológicos difícilmente se 

concentraria exclusivamente en la tierra cultivable". Como advierte -a mi juicio 

acertademante- CHARBONEAU, las nuevas reglamentaciones comunitarias no 

quiebran verdaderamente el círculo vicioso de la PAC, que conduce a intensificar 

siempre más la producción agrícola en las regiones más ricas y a acelarar el 

éxodo rural en las más pobres^^, con el detrimento que ello supone para los 

intereses medioambientales. 

esencialmente de conseguir un aligeramiento del peso financiero agrícola (...), en cuanto a la 
reorientación medioambiental, permanece extraordinariamente tímida...", vid. Les paradoxes 
écologiques de la PAC á travers ses fondaments juridiques, RDR, n** 234, 1995, p. 294. Y ello 
aunque la Comisión haya mantenido recientemente que "la reforma de la PAC de 1992 hacia 
hincapié en la vertiente medioambiental de la agricultura, principal sector usuario del campo" 
(Agenda 2000, p. 24). 

58FENNELL, R., La PAC: asunto sin concluir, problemas sin resolver y REAS, n° 165, 1993, p. 
47. 

59Vid. CHARBONEAU, S., op. cit., p. 294. 
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2. Apuestas de futuro 

Ciertamente, parece indiscutible la progresiva toma de conciencia de 

las instituciones de la Comunidad sobre la cuestión agro-medioambiental, en la 

práctica aún en un estadio incipiente, como hemos pretendido demostrar. En la 

Agenda 2000 puede leerse: '7a integración de los objetivos medioambientales en 

la PAC y la ampliación del papel que pueden y deben desempeñar los 

agricultores en la gestión de los recursos naturales y la conservación del paisaje 

constituyen otro de los objetivos de creciente importancia para la PAC" (la 

cursiva es suya). Conocemos indudables avances en este sentido -que más 

adelante detallaremos-, como la atención a las zonas de montaña, el 

mantenimiento de buenas condiciones agronómicas en las tierras que se 

abandonen, el fomento de prácticas de producción compatibles con las exigencias 

del protección del medio ambiente, o la promoción de la silvicultura y la 

repoblación forestal. 

Pero nuevos avances este línea nos llevan a planteamos si no sería 

lógico que las ayudas directas, ahora arbitradas como compensación a la 

disminución de los precios de garantía -lo que constituyó el núcleo de la reforma-

, fueran condicionadas a servicios medioambientales. El automatismo del sistema 

ahora incoado peca de los mismos defectos que la antigua PAC, que además de 

haber resultado tan nociva para el medio ambiente, provocó una agravación de las 

diferencias de rentas entre las explotaciones, sin corregir los desequilibrios entre 

oferta y demanda. En este sentido se manifiesta el profesor POTTER cuando se 

plantea una reforma medioambiental en el marco de la PAC: "el escenario se 

encuentra ahora listo para que los diversos pagos directos que actualmente se 

ofrecen a los agricultores se vinculen a la observancia de la normativa 
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medioambiental y, durante un período experimental, a los planes agro-

medioambientales, con vistas a su futuro desarrollo''̂ ^^ Planteamiento éste que 

parece asumir, cara al futuro, la Comisión en el documento Agenda 2000, en 

estos términos: "para lograr una mayor integración de las cuestiones de medio 

ambiente en las organizaciones comunes de mercado, la Comisión presentará una 

propuesta que permitirá a los Estados miembros supeditar los pagos directos al 

cumplimiento de una serie de condiciones medioambientales"^^ 

Cabe aún ir más lejos. Antes nos hemos referido al fomento de 

conductas voluntarias que miren directamente al cuidado y mejora del medio 

ambiente, especialmente en zonas más sensibles o de mayor potencial, por otra 

parte ordinariamente menos favorecidas. El mantenimiento en esas zonas de una 

actividad "agraria" (en un sentido amplio, en clave de mantenimiento 

agronómico, aunque en buena lógica, como plantea el profesor HUDAULT, le 

sea exigible al agricultor una determinada ratio de actos de producción agraria en 

óOpoTTER, C , La reforma medioambiental de la PAC: análisis y crítica del paquete 
MacSharry, AS, n" 71, 1994, p. 67. Resultan interesantes sus apreciaciones de cara al futuro de 
la protección medioambiental: 

"La reforma de la política agraria para la protección del medio ambiente puede optar 
por una de las tres vías siguientes: La primera consiste en la inserción de los métodos y 
medidas de protección del medio ambiente en la política agraria actual ; la segunda en la 
modificación de los programas e instrumentos agrícolas, por ejemplo, mediante la observancia 
recíproca y de la aplicación de formas más débiles de desvinculación y, la tercera, consiste en 
diseñar una política agro-medioambiental desvinculada en sustitución de las políticas agrarias 
reemplazadas. Ciertamente existen razones de peso para considerar todas estas estrategias 
como etapas de un proceso, comenzando por la vertebración de las medidas de protección 
medioambiental en una política agraria, para pasar a continuación a una fase intermedia, de 
transición, en el momento en que se retiran definitivamente los apoyos al agricultor con fines 
medioambientales y finalizando con el nacimiento de una política agro-medioambiental 
totalmente desvinculada. Si se examina el estado actual de la PAC, el proceso parece hallarse 
en algún punto entre la primera y la segunda etapas". 

6iDoc. cit, p. 34. 



522 

el sentido clásico del término^^) constituye una tarea de indudable interés general, 

una "nueva" función del agricultor (nueva, lógicamente, en cuanto revitalizada o 

revalorizada), que lo convierte en colaborador social por servicios al medio 

ambiente^^ Parace indudable que tales servicios -como antes hemos apuntado- no 

pueden ser retribuidos vía precios en el mercado, sino que requieren una 

financiación desde los poderes públicos. En definitiva, este objetivo resulta 

imposible en el marco de las políticas vinculadas -a los factores producción, 

superficie, o incluso renta- que hoy conocemos. Llegados a esta política 

desvinculada, hacia la que el futuro apunta -en cierto modo esbozada en el 

Reglamento 2078/92-, las medidas financieras de apoyo público revestirian más 

bien un carácter retributivo, por servicios al medio ambiente, que impide 

hablemos, en puridad juridica, de auténticas ayudas públicas, de acuerdo con lo 

expuesto en el comienzo de nuestro trabajo sobre la conceptuación de éstas, como 

medidas esencialmente gratuitas, en el sentido de ausencia de contraprestación. 

Excluida la consideración de ayuda, ya entonces apuntamos que la 

instrumentación juridica de este tipo de relaciones bien podria ser la de actos 

administrativos de financiación -en base, en definitiva, a una relación 

reglamentaria-, o incluso la de un contrato administrativo -del tipo de gestión de 

servicios. Pensamos que una medida pública como la aquí propuesta -adoptable 

al nivel de los Estados- bien puede encontrar "acomodo constitucional" en la 

^^HUDAULT, J., Les nouvelles fonctions de Vagriculture, cit., p. 374. 

^^Esta "nueva misión" del agricultor fue objeto de estudio en XVII Congreso Europeo de 
Derecho Rural, celebrado en Interlaken en octubre de 1993. En la ponencia de síntesis 
redactada por el profesor HUDAULT (vid. op. cit., p. 374) se plantea la posibilidad de que el 
agricultor, al cumplir estas tareas de interés general, pueda ser calificado como "colaborador 
del servicio público". En España, sin embargo, la noción de "servicio público" tiene una 
connotaciones -en parte desconocidas en el derecho francés- como actividad de titularidad 
pública que la hacen inadecuada para definr la tarea que nos ocupa. 
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previsión que cierra el apartado 2° del artículo 45, cuando hace una llamada a la 

"indispensable solidaridad colectiva" como medio para proteger y mejorar la 

calidad de vida y restaurar el medio ambiente. 

Aparte estas apuestas de futuro, corresponde ahora examinar las 

medidas comunitarias arbitradas, fundamentalmente en los últimos años, en favor 

del medio ambiente y, particularmente, las medidas nacionales con esta finalidad. 

2. Medidas comunitarias 

a) Al nivel de explotaciones agrícolas. Reglamento 2078/92 

La preocupación medioambiental en el ámbito agrario por parte de las 

instituciones de la Comunidad se puso de manifiesto fundamentalmente, como 

hemos adelantado -amén de la aprobación en 1975 de la Directiva sobre 

agricultura de montaña- en el Reglamento 797/85, luego reemplazado por el 

Reglamento 2328/91, y más tarde en el Reglamento 2078/92, ya en el marco de la 

reforma de la PAC. 

Nos hemos referido ya al sistema de ayudas en zonas sensibles desde 

el punto de vista del medio ambiente previsto en los artículos 21 a 24 del 

Reglamento 2328/91 y a su reemplazamiento por el nuevo sistema arbitrado tras 

la reforma de la PAC. Por otra parte, el régimen de extensificación de 

determinadas producciones establecido en el artículo 3 del mismo Reglamento 

pasó también a integrarse en el régimen propuesto por el Reglamento 2078/92. 
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Asimismo, el régimen de retirada de la producción de tierras de productos 

herbáceos que estableció aquel Reglamento fue sustituido por disposiciones 

integradas en las normativas de relativas a las organizaciones comunes de 

mercado, como sabemos. 

El Reglamento 2078/92 resulta pues trascendente a los efectos que nos 

ocupan. Prevé el establecimiento de un régimen que podrá incluir ayudas 

destinadas a los agricultores que se comprometan: 

a) a reducir sensiblemente la utilización de fertilizantes y/o productos 

fitosanitarios o a mantener las reducciones ya iniciadas o introducir o mantener 

métodos de agricultura biológica; 

b) a proceder, por otros medios, a extensificar las producciones 

vegetales, incluidas las forrajeras, o a mantener la producción extensiva ya 

practicada en el pasado, o a una transformación de las tierras de cultivos 

herbáceos en pastizales extensivos; 

c) a reducir la carga de la cabana bovina u ovina por unidad de 

superficie forrajera; 

d) a utilizar otras prácticas de producción compatibles con la exigencia 

de protección del medio ambiente y de los recursos naturales y con la 

conservación del espacio natural y el paisaje o a criar animales de razas locales 

peligro de desaparición; 
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e) a efectuar el mantenimiento de las tierras agrícolas o forestales 

abandonadas (téngase en cuenta lo ante dicho sobre la instrumentación jurídica 

del "fomento" de actuaciones como ésta, o alguna de las que siguen); 

f) a retirar de la producción tierras de labor durante al menos veinte 

años para utilizarlas con fines relacionados con el medio ambiente, en particular 

para constituir reservas de biotopos o parques naturales, o para proteger las 

aguas; 

g) a gestionar las tierras para el acceso público y el esparcimiento; 

h) a mejorar la formación de los agricultores en materia de prácticas de 

producción agrícolas o forestales compatibles con el medio ambiente. 

Corresponde a los Estados miembros la aplicación de este régimen de 

ayudas, en la totalidad de sus territorios y con arreglo a sus necesidades 

específicas, a través de programas plurianuales de zona. Habida cuenta de la 

contribución financiera de la Comunidad, ésta se cerciorará de que las 

disposiciones que se adopten por los Estados contribuyen al logro de los 

objetivos del régimen. 

En cuanto "acompañamiento" de las medidas adoptadas en materia de 

política de mercados, este régimen de ayudas persigue, en su mayor parte -sin 

perjuicio de que algunas de las líneas de ayuda procuren de modo directo la 

protección del medio ambiente-, conciliar las pretensiones de equilibrio de los 

mercados -que ha forzado a acometer una política de contención de la producción 

en importantes sectores- con los servicios mediambientales; por ello fomenta la 
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conservación de las tierras abandonadas, o la retirada de tierras de labor para su 

utilización de con fines relacionados con el medio ambiente. Se trata, en este 

punto, como ha escrito POTTER, de "la vertebración de las medidas de 

protección medioambiental en una política agraria", la única posible en el estadio 

actual, aún en momentos de fuertes desequilibrios. Es por lo que el artículo 1 

proclama como objetivos de este régimen de ayudas "acompañar los cambios 

previstos en el contexto de las organizaciones comunes de mercado" y "contribuir 

a la realización (conjunta y vinculada) de los objetivos de las políticas 

comunitarias en materia de agricultura y medio ambiente"^^, a los que añade el de 

"contribuir a garantizar a los agricultores una renta adecuada". 

b) Al nivel de transformación y comercialización 

La mayor sensibilización de la Comunidad hacia los problemas del 

medio ambiente se demuestra también a la vista de los "criterios de selección" 

que aplica a las inversiones por ella financiadas destinadas a la mejora de las 

condiciones de transformación y comercialización de los productos agrarios. 

Lo dicho resulta patente en la medida en que la única modificación 

que opera la Decisión de 22 de marzo de 1994, hoy vigente -que recoge aquellos 

criterios de selección-, en relación a la de 7 de junio de 1990, en cuanto a las 

^Es revelador es este sentido el décimoprimer considerando del Reglamento: "considerando 
que las medidas que establece el presente Reglamento deben incitar a los agricultores a 
comprometerse a desarrollar una agricultura compatible con las exigencias de protección del 



527 

inversiones declaradas prioritarias, es la de incluir entre éstas las "inversiones 

vinculadas a la protección del medio ambiente, la prevención de contaminaciones 

y la eliminación de residuos" y las "relativas a productos de la agricultura 

ecológica, conforme a lo dispuesto en el Reglamento (CEE) n° 2092/91 del 

Consejo, de 24 de junio de 1991 "^5. 

2. Medidas nacionales 

Amén de lo dicho hasta ahora sobre participación financiera de la 

Comunidad en medidas de carácter medioambiental, la regla general la aporta el 

apartado 4 del artículo 130 S del Tratado, en cuya virtud "sin perjuicio de 

determinadas medidas de carácter comunitario, los Estados miembros tendrán a 

su cargo la financiación y la ejecución de la política en materia de medio 

ambiente''. Es una manifestación del "principio de subsidiariedad", incorparado al 

Tratado por el Acta Única en el título dedicado a la política de medio ambiente, 

para desaparecer del mismo tras la firma del Tratado de la Unión, en virtud de su 

inclusión con carácter general en el artículo 3 B^̂  no hay razones para cargar 

sobre la Comunidad el peso presupuestario de las medidas medioambientales 

medio ambiente y la conservación del espacio natural y de este modo contribuir al equilibrio de 
los mercados". 

65Apartado 1, punto 1.1 del Anexo de la Decisión de 22 de marzo de 1994, cit. 

^^Artículo 3 B, párrafo 2°: "En los ámbitos que no sean de su competencia exclusiva, la 
Comunidad intervendrá, conforme al principio de subsidiariedad, sólo en la medida en que los 
objetivos de la acción pretendida no puedan ser alcanzados de manera suficiente por los 
Estados miembros y, por consiguiente, puedan lograrse mejor, debido a la dimensión o a los 
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Es de notar que cuando la Comisión publicó en el Decimosexto 

Informe sobre la política de competencia (1987) lo que entendía como objetivos 

principales de esta política en el sector agrícola, incluyó entre éstos el de "no 

obstaculizar las políticas nacionales en favor de acciones dirigidas a mejorar la 

calidad de los productos, al progreso y a la protección del medio ambiente, así 

como al salvamento de explotaciones que tengan dificultades coyunturales". En el 

mismo informe, refiriéndose específicamente a las ayudas estatales, puso de 

manifiesto que para resultar éstas admisibles en el marco de la política de 

competencia y de la realización de la nueva orientación de la política agrícola, 

deben tender, entre otras finalidades, a "sostener la actividad agrícola en las zonas 

donde tal actividad resulte indispensable para la ordenación del territorio, el 

mantenimiento de los equilibrios sociales y la protección del medio ambiente y el 

paisaje". De ahí que se haya admitido que las ayudas nacionales agro-

medioambientales, en palabras de la Comisión, "puedan concederse dentro de un 

régimen más flexible"^^. En definitiva, la protección del medio ambiente se 

integra ahora entre los objetivos de la política de competencia en la agricultura, 

lo que determina que no sean considerados atentatorios a ella conductas públicas 

nacionales en otras circunstancias tachadas de anticoncurrenciales. 

Esto se manifiesta en el tratamiento peculiar de las ayudas nacionales 

con finalidad medioambiental en la normativa sobre los distintos ámbitos de 

intervención sobre la agricultura. 

efectos de la acción contemplada, a nivel comunitario". En materia de medio ambiente, vid., 
LÓPEZ RAMÓN, F., Caracteres del Derecho..., cit., p. 63; ALONSO GARCÍA, E., El 
Derecho Ambiental..., cit., pp. 45 y 107 y ss. 

'̂̂ Comunicación de la Comisión Medio Ambiente y Agricultura, cit., ap. III, n° 1. 
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a) Al nivel de explotaciones agrícolas 

En cuanto a las ayudas nacionales a las inversiones estructurales en el 

ámbito de la producción primaria, cuyo destino sea la protección del medio 

ambiente, basta remitimos a lo dicho en la primera sección de este capítulo sobre 

el régimen que para las mismas establece el Reglamento 950/97. Recuérdese que 

son admisibles ayudas nacionales complementarias que excedan de los 

porcentajes previstos para la acción común si la finalidad de la inversión es la 

protección y mejora del medio ambiente, siempre que se cumplan ciertos 

requisitos sustantivos que prevé el propio Reglamento y los procedimentales de 

los artículos 92 a 94 del Tratado. Asimismo, se admite la posibilidad de 

prestación de a)aidas nacionales que ignoren aquellas limitaciones sustantivas o 

restricciones de importe, con respeto a lo previsto en los artículos 92 a 94, si tales 

ayudas tienen por objeto "inversiones relativas a la protección y mejora del medio 

ambiente, siempre que no supongan un aumento de la producción" (artículo 

12.2). 

En cuanto al Reglamento 2078/92, su artículo 10 dispone que: 

"El presente Reglamento no prejuzga la posibilidad de 

que los Estados miembros, excepto en el ámbito de aplicación del 

apartado 2 del artículo 5, adopten medidas de ayuda suplementarias 

cuyas condiciones o normas de concesión sean diferentes o cuyo 

importe sobrepase los límites establecidos en él, siempre y cuando 
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tales medidas sean adoptadas de conformidad con los objetivos del 

presente Reglamento y con los artículos 92, 93 y 94 del Tratado". 

Las medidas arbitradas en este Reglamento revisten un "carácter de 

incentivo" (artículo 5.3); incluso podría hablarse en algunos casos de un carácter 

remuneratorio por servicios al medio ambiente. Con ello, la ayuda (por ejemplo, 

prima por hectárea), si es que la catologamos como tal, podrá ser superior a las 

pérdidas de ingresos o a los posibles costes adicionales que requiera el 

cumplimiento de las normas sobre protección del medio ambiente. 

En cualquier caso, en palabras de la Comisión, "las ayudas estatales 

relacionadas con el medio ambiente (que habrán de ser evaluadas por la 

Comisión teniendo en cuenta los criterios básicos que figuran en este 

Reglamento) pueden generar ingresos adicionales en el sector agrario en los 

Estados miembros que estén dispuestos a ofrecer a sus agricultores las nuevas 

posibilidades que brinda el Reglamento (CEE) n** 2078/92, al margen de las que 

contienen las medidas cofinanciadas por la Comunidad"^^. 

b) Al nivel de transformación y comercialización 

Sin perjucio de que -como ya sabemos-, con carácter general, "al 

evaluar la compatibilidad con el mercado común de las ayudas estatales para 

inversiones en el sector de la transformación y la comercialización de productos 
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agrícolas, la Comisión acostumbra aplicar por analogía las restricciones 

sectoriales que rigen la cofínanciación comunitaria de estas inversiones" (criterios 

que, por otra parte, priorizan -como acabamos de ver- las inversiones relativas a 

la mejora del medio ambiente), la propia Comisión, en su Normativa sobre tales 

ayudas de Estado -a las que corresponde el párrafo citado-, hace aplicables a las 

mismas sus Directrices comunitarias sobre ayudas estatales en favor del medio 

ambiente, como norma especial. De esta manera, "la Comisión considera que las 

ayudas que se ajusten a lo dispuesto en esas directrices son compatibles con el 

mercado común, incluso si se conceden en favor de un sector de producción o de 

una actividad para los que la ayuda estaría, en otras circunstancias, restringida o 

exluida en virtud de las presentes directrices y medidas apropiadas"^^. Una vez 

más queda patente la integración -incluso superposición- de los objetivos 

medioambientales con relación a los competenciales en el ámbito de la 

agricultura. 

^^Cfr. XXin Informe sobre la política de competencia, cit., n'' 547, p. 339. 

^^Apartado 4, letra a), punto i) de la Normativa relativa a las ayudas estatales a la inversión en 
el sector de la transformación y comercialización de productos agrícolas, cit. 
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III. AYUDAS A LA INVESTIGACIÓN Y DESARROLLO 

A. Tratamiento general 

Tanto las ayudas a la investigación y el desarrollo -o más 

ampliamente, como preferiere catalogarlas BARTHÉLÉMY, las "ayudas a las 

inversiones intelectuales", entre las que incluye además las destinadas a la 

formación, información y transparencia de mercado^^-, como las ayudas en favor 

de la calidad de los productos -muy relacionadas con aquéllas, de las que nos 

ocuparemos en la sección siguiente- son, en líneas generales, consentidas por la 

Comisión, en base al artículo 92, apartado 3, letras b) y c). 

La Comisión ha justificado su "actitud favorable" con respecto a las 

ayudas nacionales a la investigación y desarrollo en "los objetivos perseguidos 

por dichas ayudas, las necesidades de financiación -a veces considerables- de las 

operaciones de Investigación y Desarrollo, el riesgo asociado y la menor 

probabilidad de causar distorsiones de competencia y de alterar los intercambios 
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entre Estados miembros relativos a proyectos que van contra corriente con 

respecto a las orientaciones del mercado". Así lo manifestó la Alta Institución en 

su primer Encuadramiento comunitario de las ayudas de Estado a "Investigación 

y Desarrollo", publicado en 1986^^ con el que codificó la postura que venía ya 

asumiendo con anterioridad. Prácticamente en los mismos términos se expresa el 

nuevo Encuadramiento, aprobado en 1996, aunque -con mayor precisión- refiere 

la improbabilidad de afectación a la competencia a "los proyectos centrados en 

actividades muy alegadas del mercado"''^ Dentro de los objetivos de estas 

ayudas, qué duda cabe que su orientación hacia progresos en materia de 

protección mediambiental, hacia la mejora de la calidad de los productos (que 

revierte, particularmente en el sector agrario, en una mejor protección de la salud 

de las personas'̂ 3), o su contribución a la competividad internacional (que en 

materia agrícola reviste también especial importancia, por cuanto el único medio 

de competir con productos foráneos en muchos casos de precios inferiores es 

apostando por productos de calidad, a lo que contribuyen indudablemente los 

avances científicos), suponen finalidades con un interés implícito relevante, 

distante del puramente comercial, y con virtualidad suficiente para imponerse a 

éste. Por otra parte, como afirma ROBERTI y apuntaba la Comisión, los riesgos 

^̂ Vid. BARTHÉLÉMY, M., Lapolitique communautaire... cit., p. 91. 

7iDOCEC83,dell.4.86,p.2. 

^^Este nuevo Encuadramiento fue publicado en DOCE C 45, de 17.2.96, p. 5. El texto 
entrecomillado corresponde al punto 1.9. El nuevo documento comienza dando cuenta de la 
incorporación al Tratado, tras el Acta Única, de las referencias a la investigación y desarrollo 
tecnológico, modificadas tras el TUE, de la aprobación por el Parlamento y el Consejo del 
cuarto programa marco, y especialmente, de las propuestas del Libro blanco sobre crecimiento, 
competividad y empleo, que hace hincapié en la conveniencia de tomar medidas generales de 
fomento de la inversión de las empresas en investigación y desarrollo tecnológico y advierta 
que la Comunidad invierte en estas tareas menos que algunos de sus competidores. 



534 

de distorsiones de la competencia son aquí menos elevados teniendo en cuenta 

especialmente la habitual "distancia" de estas iniciativas con relación al 

mercado^4 

Atendiendo precisamente a su "cercanía al mercado", es decir, la 

falicidad para introducción en el mismo de los resultados de los trabajos de I+D, 

la Comisión considera posible distinguir entre diversos tipos de actividad de 

investigación, cuya definición hace en el Anexo I del encuadramiento. Diferencia 

así entre "investigación fundamental", "investigación industrial" y "actividad de 

desarrollo precompetitiva"^^^ conceptos retocados en relación al anterior 

encuadramiento para corresponderse a las definiciones establecidas por el 

"Acuerdo de subvenciones y medidas compensatorias" celebrado en el marco del 

^^Recuérdese que calificamos en su momento como objetivo sobrevenido de la PAC la 
protección de la salud de las personas, o, más genéricamente, la defensa de los consumidores. 

''^ROBERTI, G, M., op. cit., p. 410. En el mismo encuadramiento advierte la Comisión que 
"cuando la actividad de I+D se encuentre demasiado próxima a la fase de la producción y de la 
comercialización, la Comisión podrá separarse de su línea de conducta generalmente positiva 
con respecto a las ayudas a I+D. En particular, velará para que estas ayudas no resulten 
equivalentes a ayudas de funcionamiento" (punto 8.2). 

^^Por investigación fundamental entiende una actividad dirigida a la ampliación de los 
conocimientos generales científicos y técnicos no ligados a objetivos industriales y 
comerciales. 

Define investigación industrial como la investigación planificada o estudios críticos 
cuyo objeto es la adquisición de nuevos conocimientos que puedan resultar de utilidad para la 
creación de nuevos productos, procesos o servicios o contribuir a mejorar considerablemente 
los productos, procesos o servicios existentes. 

Por último, considera la Comisión como actividad de desarrollo precompetitiva la 
materialización de los resultados de la investigación industrial en un plano, esquema o diseño 
para productos, procesos o servicios nuevos, modificados o mejorados, destinados a su venta o 
su utilización, incluida la creación de un primer prototipo no comercializable. Puede abarcar 
también la formulación comceptual y el diseño de otros productos, procesos o servicios, así 
como proyectos de demostración inicial o proyectos piloto, siempre que dichos proyectos no 
puedan convertirse o ulilizarse para aplicaciones industriales o su explotación comercial 
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Acuerdo del GATT de 1994. Partiendo de la base de que "cuanto más cerca se 

encuentre la fase de I+D de la comercialización, mayores pueden ser los efectos 

distorsivos de la ayuda de Estado", llega a la conclusión de que la investigación 

fundamental y la industrial pueden percibir un mayor nivel de ayuda que las 

actividades de desarrollo precompetitivo, las cuales están más estrechamente 

vinculadas a la comercialización de los resultados. En todo caso, cualquier ayuda 

a la investigación y desarrollo en favor de las empresas podrá considerarse como 

compatibles con el mercado común en virtud de una de las excepciones previstas 

en el artículo 92, apartado 3, es decir el objetivo de potenciar la realización de un 

proyecto importante de interés europeo común (letra b), o el de facilitar el 

desarrollo de determinadas actividades o de determinadas regiones económicas, 

en cuyo caso deberá la Comisión analizar si tal ayuda puede alterar las 

condiciones de los intercambios dentro de la Comunidad y determinar si dicha 

alteración sería contraria al interés común. 

Precisamente una evaluación de los riesgos de distorsión de la 

competencia y de los intercambios ha llevado a la Comisión a considerar que las 

ayudas nacionales destinadas actividades de investigación fundamental -en 

cuanto estos estudios no pueden estar directamente vinculados a objetivos 

industriales o comerciales de empresas determinadas y sus resultados son objeto 

de una amplia difusión- se consideran excluidas del apartado 1 del artículo 92 del 

Tratado si la investigación se desarrolla de forma independiente por centros de 

educación superior o de investigación sin ánimo de lucro; o podrán alcanzar una 

intensidad bruta de hasta el 100 % si esta investigación es realizada por empresas 
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o en su nombre y efectivamente se sitúa en fases muy alejadas de la 

comercialización y sus resultados son ampliamente difundidos'̂ ^ 

Tratándose de las otras categorías de investigación, y partiendo de que, 

en cualquier caso, la empresa beneficiaría debe invertir un volumen sustancial de 

sus recursos propios, ha establecido que, por regla general, el nivel de ayuda 

destinada a la investigación industrial no deberá sobrepasar el 50 % de los costes 

subvencionables del proyecto, porcentaje que es reducido al 25 % si se trata de 

actividades de desarrollo competitivas, en cuanto que "es mayor el riesgo de que 

las ayudas concedidas a este tipo de investigación falseen la competencia y el 

comercio intracomunitario". Estos porcentajes podrán, sin embargo, 

incrementarse en determinados supuestos: si la ayuda va destinada a las PYME 

(10 puntos porcentuales), si el proyecto de investigación se efectúa en una de las 

regiones contempladas en la letra a) del apartado 3 del artículo 92 (10 puntos), o 

en las incluidas en la letra c) (5 puntos), cuando el proyecto de investigación se 

inscriba en los objetivos de un proyecto o programa específico elaborado en el 

marco del programa comunitario de investigación y desarrollo vigente (15 

puntos, o hasta 25 si supone una colaboración transfi-onteriza). Por último, se 

permite que en caso de acumulación se subvenciones comunitarias y ayudas de 

Estado, la financiación pública total pueda alcanzar el límite del 75 % para la 

investigación industrial y del 50 % para las actividades de desarrollo competitivas 

(punto 5.12). 

^̂ Punto 5.2 del Encuadramiento. 
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B. Aplicabilidad de estos criterios a las ayudas agrícolas 

nacionales 

Los criterios comunitarios transcritos sobre admisibilidad de las 

ayudas nacionales a la investigación y desarrollo resultan aplicables a 

cualesquiera de los sectores de la actividad económica, también a la agrícola. Y 

no cabe duda de que el ámbito agrario son concebibles, como apuntamos, 

importantes tareas investigadoras, encuadrables además en la "investigación 

fundamental". 

Ausente una referencia específica a los critrerios analizados en el 

ámbito de la ayudas al nivel de las explotaciones, sí ha hecho la Comisión una 

llamada a tales criterios específicos al ocuparse de las ayudas estatales a las 

inversiones en el sector de la transformación y comercialización de los produtos 

agrícolas, declarándolos aplicables con príoridad a las propias normas sustantivas 

que reglamentan las intervenciones de los Estados en este sector. Así, el punto 4, 

letra a) de la Normativa aplicable a estas ayudas establece que las directríces y 

medidas apropiadas que aporta el documento "no afectan" a la aplicabilidad de 

las directrices sobre ayudas estatales para investigación y desarrollo, de tal 

manera que "las ayudas que cumplan las condiciones de esas directrices (...) se 

consideran compatibles con el mercado común, incluso si se conceden en un 

sector de producción o en una actividad para los que, de otro modo, la ayuda 

estaría restringida o excluida en virtud de las presentes directrices y medidas 

apropiadas. Los porcentajes máximos de ayuda permitidos para estas inversiones 

se determinan de acuerdo con los criterios de las citadas directrices sobre ayudas 

estatales para investigación y desarrollo". 
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IV. AYUDAS A LA MEJORA DE LA CALIDAD 
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A. Actitud favorable de la Comisión 

Como advierte el considerando tercero del Reglamento (CEE) 2082/92 

del Consejo, de 14 de julio de 1992'̂ ,̂ relativo a la protección de las indicaciones 

geográficas y de las denominaciones de origen de los productos agrícolas y 

alimentarios, "se ha observado en los últimos años que los consumidores tienden 

a otorgar mayor importancia a la calidad que a la cantidad de la alimentación". La 

progresiva sensibilización hacia la defensa de salud de las personas, y más 

genéricamente, hacia la protección del consumidor, ha provocado "el desarrollo 

de una política de protección e información del consumidor a nivel 

comunitario"^^, lo que implica la integración de los objetivos de esta política en 

las otras políticas comunes. Y no cabe duda de que la calidad de los productos del 

campo, destinados básicamente a la alimentación humana, constituye uno de los 

intereses prioritarios para el consumidor. 

Además, tienen estas ayudas la virtud de no afectar a los volúmenes de 

producción (en ocasiones la Comisión condiciona expresamente la admisibilidad 

de las mismas al cumplimiento de esta condición), adapta la producción a los 

deseos de los consumidores, promoviendo la diversificación -lo que favorece el 

equilibrio en el mercado entre la oferta y la demanda-, y mira también a hacer 

77publicado en DOCE L 208, de 24.7.92, p. 1. 

"̂ Ên palabras de la Resolución del Consejo de 9 de noviembre de 1989, sobre futuras 
prioridades para el relanzamiento de la política de protección del consumidor (comunicación 
89/C 294/01, DOCE C 294, de 22.11.89, p. 1). Este objetivo había pretendido atenderse 
mediante dos Programas de acción comunitaria de los años 1975 y 1981, e impulsado por las 
Resoluciones del Consejo de 23 de junio de 1986 (DOCE C 167, de 5.7.86, p. 1) y de 30 de 
junio de 1988 (DOCE C 197, de 27.7.88, p. 6). 
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competitivos los productos comunitarias frente a los mundiales, favoreciendo las 

exportaciones. 

Todo ello ha determinado una actitud favorable hacia las ayudas 

nacionales destinadas a la mejora de la calidad de los productos agrícolas, tanto al 

nivel de explotaciones, como al de transformación y comercialización. Procede, 

por tanto, aquí, una remisión a los criterios sectoriales y límites porcentuales que 

para las ayudas a las inversiones se establecen en los Reglamentos 950/97 y 

866/90 y normativa de desarrollo, o a otros criterios materiales como los 

establecidos para las ayudas a la publicidad, o ayudas por daños. En cualquier 

caso, ya hemos puesto de manifiesto en otro momento que, para la Comisión, uno 

de los objetivos de la política de competencia en el sector agricola era el "«o 

obstaculizar las políticas nacionales en favor de acciones dirigidas a mejorar la 

calidad de los productos''. Es por lo que no plantea habitualmente objeciones a 

ayudas estatales destinadas a la mejora sanitaria'̂ ^^ mejora de la calidad de ciertos 

productos^o, controles de calidad^i, planes integrales de mejora genética^^^ etc. o, 

genéricamente, concede prioridad a las inversiones, en el ámbito de la 

transformación y comercialización, "que impliquen una mejora de la calidad o de 

las condiciones sanitarias" (punto 1.1 del Anexo de la Decisión 94/173/CE, de 22 

^9D0CE C 335, de 10.12.93, p. 4, España (Islas Canarias). 

^^Entre muchas otras autorizaciones, vid. DOCE C 183, de 6.7.93, p. 8, sobre inversiones para 
mejorar la calidad de la leche en Turinga (Alemania); DOCE C 321, de 27.11.93, p. 6, sobre 
mejora de la calidad de la carne de vacuno en Italia. 

81D0CE C 109, de 19.4.94, p. 6 (Países Bajos). 

82DOCE C 350, de 21.11.96, p. 3 (España, Galicia). 
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de marzo de 1994), ya sean financiadas en el marco de la acción común o 

mediante ayudas nacionales. 

Es oportuno advertir aquí que en ocasiones la propia normativa 

comunitaria concluye la conveniencia de prever la mejora de la calidad de un 

determinado producto en el conjunto de la Comunidad, normalmente con el 

objeto de facilitar la aplicación de normas sanitarias impuestas a aquel producto. 

Así, se han fomentado desde la Comunidad (Reglamento (CEE) n° 619/93 de la 

Comisión, de 17 de marzo de 1993^3) acciones destinadas a la mejora de la 

calidad de la leche, con vistas, en particular, a facilitar la aplicación de la 

Directiva 92/46/CEE, por la que se establecieron normas sanitarias aplicables a la 

producción y comercialización de leche cruda, leche tratada térmicamente y 

productos lácteos. En tales casos es práctica de la Comisión que "cada vez que 

una medida pueda acogerse tanto a la ayuda nacional como a la comunitaria, la 

financiación se garantizará prioritariamente mediante los fondos comunitarios, 

dentro de los límites de sus disponibilidades", y, más en concreto "que la ayuda la 

control de la calidad no puede sustituir a la ayuda comunitaria para el control de 

calidad de la leche"̂ ^^ 

B. Mejora de la calidad y protección de la competencia 

83DOCE L 66, de 18.3.93, p. 24. 

8'*D0CE C 256, de 21.9.93, p. 10; aprobación de una ayuda francesa para mejorar la calidad de 
la leche en zonas de montaña. 
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Con carácter general, el interés implícito en la mejora de la calidad del 

producto agrícola, en cuanto vinculado directamente a la salud de las personas y a 

la protección del consumidor, justifica -hemos dicho- la actitud favorable de la 

Comisión hacia las medidas nacionales que pretendan aquella mejora. Desde el 

momento en que la mejora de la calidad de los productos se erige en una de los 

objetivos de la política de competencia en el sector, se desatienden, como regla 

general, los eventuales daños a la competencia comunitaria que puedan derivarse 

de los programas de ayuda nacional. 

No obstante, en ocasiones la calidad o caracteristicas específicas de 

ciertos productos agricolas constituye precisamente su atractivo para el mercado. 

La promoción de tales productos, por otra parte, es estimada desde la Comunidad 

como "muy positiva para el mundo rural, especialmente en las zonas 

desfavorecidas o apartadas", ya que contribuye a incrementar la renta de los 

agricultores y propicia el establecimiento de la población rural en tales zonas. De 

hecho -como sabemos- prioriza "en particular"^^ las inversiones relativas a la 

transformación y comercialización de los productos reconocibles por su 

procedencia geográfica (que puede dar derecho a obtener una "denominación de 

origen protegida" o una "indicación geográfica protegida") o por sus 

caracteristicas específicas, que los diferencian claramente de otros productos 

similares (en cuya virtud puede serle otorgada una "certificación de 

caracteristicas específicas"). 

^̂ Una vez más cfr. con Decisión de la Comisión de 22 de marzo de 1994. 
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La protección de ambas producciones peculiares, con las que se 

pretende primar un esfuerzo cualitativo real, fue establecida, respectivamente, en 

los Reglamentos del Consejo 2081/92 y 2082/92, de 14 de julio de 199286. 

Para estos productos, la actitud particularmente favorable hacia las 

medidas de ayuda pública, así como las ventajas en el mercado derivadas del 

"certificado" de sus peculiares características, debe acompañarse con el 

establecimiento de unas garantías proporcionales a nivel de la Comunidad, a fin 

de no crear condiciones de competencia desiguales sin justificación suficiente (en 

definitiva, requiere unas "condiciones complementarias especiales", que se 

añaden a las normas generales sobre etiquetado: reconocimiento comunitario, 

incripción en un registro, cumplimiento del pliego de condiciones, control 

público, que los Reglamentos citados se ocupan de detallar '̂̂ ). En el fondo, y 

amén de que tales garantías "públicas" reviertan en ventaja de los productores en 

cuestión, al conferir mayor credibilidad a los productos a los ojos del 

consumidor, se pretende aquí, a la vez, "solucinar" el conflicto de intereses entre 

política de calidad y libre circulación -en definitiva competencia en el mercado 

interior-. Y es que, como bien apunta PELLICER, la famosa sentencia del 

Tribunal de Justicia en el asunto "Cassis de Dijon"^» motivó, directa o 

«^Publicados en DOCE L 208, de 24.7.92, pp. 1 y 9. 

'̂'No nos detendremos aquí en el examen pormenorizado de estas garantías comunitarias; para 
su estudio puede acudirse a los Reglamentos citados y al estudio pormenorizado que hace de 
éstos PELLICER, R., Primeros pasos de una política comunitaria de defensa de la calidad de 
los productos alimenticios, (en dos parte), RDA, 1993-4, p. 498 y 1994, p. 56. 

^«Sentencia de 20 de febrero de 1979, as. 120/78, Rec. p. 649, harto comentada por la doctrina; 
baste aquí citar, MATTERA, A. op. cit., pp. 273 y ss. o los trabajos de VERLOREN VAN 
THEMAAT, La libre circulaction des marchandises aprés l'arrét "Cassis de Dijon", en CDE, 
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indirectamente, la proliferación de normas nacionales de defensa de la calidad de 

los productos89, que concienció a las instituciones comunitarias de la necesidad 

de una armonización. 

En el texto de los Reglamentos citados de 1992 -que bien podrían ser 

considerados como una reglamentación sobre competencia desleal en la medida 

en que intentan evitar el fraude (PELLICER^^)- late aquella polémica, aunque -a 

juicio de este autor, opinión que compartimos en base a argumentos expuestos-

queda "bien claro cuál de las dos políticas comunitarias ha impulsado su 

adopción". De hecho, la exposición de motivos de la propuesta de Reglamento de 

la Comisión expresaba, como objetivo fundamental del mismo, la promoción de 

la calidad en los alimentos. Esto a permitido a algún autor hablar, antes de la 

aprobación de estos Reglamentos, a la vista de las propuestas de la Comisión, del 

tránsito del principio de mutuo reconocimiento del "Cassis de Dijon" a la tutela 

de la calidad, como manifestación de una "nueva orientación de la Comunidad"^!. 

Por nuestra parte, no vemos incompatibilidad entre ambos principios. 

Entiendo, además, el respeto al "mutuo reconimiento" como irrenunciable para 

salvar el principio de libre circulación, del todo esencial en la Mercado Común, 

1982, p. 123; MASCLET, Les art. 30. 36 et 100 du Traite CEE a la lumiére de Varrét "Cassis 
de Dijon", RTDE, 1980, p. 611. 

89PELLICER, R., op. cit., (parte 1"), RDA, 1993-4, p. 499. 

902* parte del artículo cit. de PELLICER, publicado en RDA, 1994, p. 56. 

9'JANNARELLI, A., La circulazione dei prodotti agricoli nella Comunitá europea: dal 
principio del mutuo riconoscimento alia tutela della qualitá, IDA, 1992-1, p. 33, en concreto, 
p. 50. 
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también en el agrícola^^^ y q^g aquél no resulta necesariamente menoscabado por 

la adopación de medidas como las analizadas en pro del fomento de una 

agricultura de calidad. 

Lo cierto es que la Comunidad consiente, sin especiales problemas, las 

ayudas nacionales a los Consejos Reguladores de las Denominaciones de Origen 

o a las Indicaciones Greográficas protegidas^^, como prueba de esta preocupación 

creciente por la calidad de los productos agricolas. 

^^La Comisión aprobó en 1989 una "comunicación sobre libre circulación de productos 
alimenticios en el interior de la Comunidad", publicada en DOCE C 271, de 24.10.89. 

^^En el ámbito de Castilla y León, la última Orden de convocatoria de ayudas de este género 
fue publicada en BOCyL 
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V. AYUDAS AL REJUVENECIMIENTO DE LA POBLACIÓN 

CAMPESINA 

Incluimos aquí tanto las ayudas a la jubilación anticipada como las 

ayudas a la instalación de jóvenes agricultores, medidas éstas con las que se 

pretenden acometer los problemas estructurales con que se enfrenta la agricultura 

comunitaria. 

Destinado a fomentar la jubilación anticipada de los agricultores 

mayores de cincuenta y cinco años, se instauró un régimen comunitario de ayuda 

en el Reglamento (CEE) n° 1096/88, de 25 de abrip4, luego reemplazado por el 

Reglamento (CEE) n° 2079/92, aprobado como "medida de acompañamiento" de 

la reforma de 1992. A parte este régimen cofinanciado por el FEOGA, se prevé 

también aquí que los Estados puedan adoptar medidas de ayuda suplementarias 

cuyas condiciones o modalidades sean diferentes de las contempladas en este 

Reglamento, o cuyos importes superen los límites en él previstos. En cualquier 

caso, tales ayudas han de adoptarse de conformidad con los artículos 92 a 94 del 

Tratado. 

9̂ La normativa interna de desarrollo fue aprobada por el Real Decreto 1178/89, de 29 de 
septiembre; BOE n° 235, de 30.9.89. 
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Por otra parte, el Reglamento 950/97, como antes habían previsto los 

Reglamentos 2328/91 y 797/85, autoriza a los Estados miembros a conceder 

ayudas para la primera instalación de jóvenes agricultores menores de cuarenta 

años que cumplan determinadas condiciones (artículo 10). La Ley de 

Modernización de las Explotaciones Agrarias destina los artículos 17 a 20 a las 

ajmdas a los jóvenes agricultores "que se instalen por primera vez en una 

explotación agraria prioritaria como titular, cotitular o socio de la misma". 

Además de estas ayudas a la primera instalación, el Reglamento 

950/97 autoriza también a los Estados miembros a conceder una ayuda 

suplemantaria a las inversiones previstas en el marco de un plan de mejora 

material, cuyo importe puede alcanzar el 25 % de la ayuda concedida en virtud 

del apartado 2 del artículo 7. 
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CONCLUSIONES 
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PRIMERA. Desde una perspectiva general, puede afirmarse que, en 

principio, la ayuda pública constituye un "cuerpo extraño" en una economía de 

mercado, en la medida en que el elemento cualifícador del sistema es la libertad e 

igualdad de competencia de los agentes económicos. Ello determina la exigencia 

de específicas justificaciones para la prestación de las ayudas, e impone el celoso 

respeto de unos principios esenciales, en parte comunes a toda actividad 

administrativa, o específicos de la dispensadora de ayudas. 

Junto a esto, es forzoso admitir que las ayudas públicas constituyen un 

mecamismo de intervención y de dirección económica fácilmente conciliable -si 

se respetan aquellos principios básicos- con los postulados de la economía de 

mercado, en cuanto parte de la aceptación voluntaria de los beneficios ofi-ecidos; 

incluso puede reponer a los agentes económicos a la situación de igualdad para 

competir, eventualmente alterada por razones ajenas al mercado. 

SEGUNDA. La política agraria comunitaria, aunque parte de una 

concepción intervencionista del fiíncionamiento de los mercados, no permanece 

en lo esencial ajena a los principios de una economía de mercado. No obstante, 

resultan incompatibles con el sistema, y llamados a un desmantelamiento 
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progresivo, alguno de los instrumentos proteccionistas que la Comunidad arbitró 

y que algunos derecho internos ya conocían, -instrumentos que, por otra parte, -. 

La compra obligatoria de algunos productos agrícolas por los organismos de 

intervención a precios de garantía -instrumento básico de protección de la renta 

de agricultores durante décadas, y que no podemos calificar, en rigor, como 

ayuda pública- constituye la más clara manifíestación de aquella 

incompatibilidad; la reprobación de tales intervenciones en los acuerdos finales 

de la Ronda Uruguay fiíerza a su progresivo abandono -lo que, por otra parte, ha 

inspirado la reforma de la PAC de mayo de 1992. 

TERCERA. Una política sistemática y uniforme de ayudas a la 

agricultura desde las instancias europeas, como la efectivamente practicada, (se 

partió de la idea de que la uniformidad de apoyos públicos resultaba 

imprescindible para preservar el mercado común en lo agrario), en la práctica ha 

provocado un anquilosamiento de estructuras y una agravación de las 

disparidades. La aplicación autonomática de los sistemas de apoyo ha 

enriquecido a ciertas explotaciones -normalmente las grandes extensiones, para 

las cuales, por otra parte, la prestación de ayudas resultaba en muchos casos 

injustificada por innecesaria y desproporcionada-, mientras que por lo general no 

ha beneficiado a la explotación familiar, habitualmente de tamaño reducido -

precisamente el modelo que se señaló como óptimo desde el principio de la 

Comunidad. 

Sin menoscabar el principio de solidaridad financiera -lo que colocaría 

en desventaja a los Estados con menores recursos y con ello agravaría las 



551 

disparidades ya existentes- se impone huir de los automatismos, y prever 

diversificaciones en los medios de apoyo conforme a las peculiaridades de cada 

zona. 

CUARTA. En cuanto que no parece defendible la existencia de un 

derecho de la competencia propio de la agricultura, por más que algunas 

especialidades y ponderaciones en relación al régimen general resulten 

inevitables, también las a)mdas agrícolas nacionales han de someterse por regla 

general a las mismas normas sustantivas -principio general de incompatibilidad-

y procedimentales que el resto de ayudas de Estado. Ahora bien, si para la 

generalidad de estas ayudas no puede hablarse de una prohibición absoluta, 

tratándose de ayudas a la agricultura, las peculiaridades de la misma actividad 

(competividad internacional, indudable dependencia de factores extemos -

climáticos, etc.-, ) y los importantes intereses conexos a ésta (protección 

medioambiental, salud de las personas) justifican la admisión de medidas de 

apoyo público aun a riesgo de provocar ciertas distorsiones de la competencia. En 

realidad, ordinariamente no se plantea un conflicto en tre el principio de 

competencia y tales intereses, por cuanto algunos de éstos han pasado a integrarse 

entre los objetivos de la misma política de competencia. 

Estas eventualidades e intereses en muchos casos han de ser atendidos 

con caudales de los Estados, lo que determina un régimen más flexible para la 

autorización de las correspondientes ayudas nacionales. 
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QUINTA. No obstante lo dicho, el elevado volumen de recursos 

dispensados por vía de ayudas estatales en el ámbito agrícola, la conveniencia de 

ejercer un mayor control sobre tales ayudas, y la necesidad de arbitrar sistemas de 

apoyo que interfieran en menor manera en el funcionamiento del mercado -en 

parte también por mor de compromisos comerciales internacionales-, han 

determinado: 

-La orientación del apoyo público hacia ayudas directas a la renta, en 

la medida en que resulten justificadas, y que permanezcan neutrales, en la medida 

de lo posible, a las decisiones de producción, en aras a la estabilidad de los 

mercados. Las actuaciones nacionales en esta línea no estarían reñidas 

necesaríamente con las exigencias de competencia comunitaria -que implican 

centralización y exclusividad en la Comunidad de las intervenciones directas en 

los mercados. 

-Puede consituir una justificación privilegiada para las intervenciones 

financieras nacionales los servicios de los agricultores al medio ambiente. En 

muchos casos revistirían un carácter retributivo, con lo que no cabria calificarlas 

propiamente como ayudas; en cualquier caso, la tutela del medio natural 

constituye un interés, tanto nacional como comunitario, con virtualidad suficiente 

para superponerse a los intereses de libre comercio. 

-La irrenunciabilidad de determinadas ayudas (vid. supra), que 

corresponde dispensar a los Estados, obliga a la fijación de criterios específicos 

sobre la compatiblidad con el mercado común de cada una de éstas, labor 

acometida ya en gran parte en los últimos años por la Comisión europea. 
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